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PRESENTACIÓN 

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federodón el Decreto de Reformas Constitucionales que establecen 
un sistema penal oral y acusatorio en México. De manera 
gradual, en un periodo que no podrá exceder de ocbo años, 
nuestro sistema adoptará la fisonofiÚa del modelo dominante 
en América Latina y Europa, con base en los principios 
de oralidad, inmediación, concentración, continuidad y pu-­
blicidad. 

Las reformas plantean un gran reto para el Poder Judi­
cial de la Federación: se deberá cambiar el pape! de los jueces, 
modificarla gestión judicial, nombrar Jueces de control, entre 
otras importantes tareas en e! corto y mediano plazo. Para en­
frentar con éxito estos compromisos institucionales, la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación consideró pertinente 
conocer la experiencia de otras naciones que, como la nuestra, 
han reemplazado su sistema penal de corte inquisitivo por otro 
acusatorio. 

Ante ello, se invitó al Centro de Estudios de Justicia 
de las Américas (CEJA), organismo internacional perteneciente 
a la Organización de Estados Americanos, para desarrollar 
un proyecto de investigación que contribuyera a una ade-
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cuada implementación de la reforma penal. El estudio se cen­
traría en la realidad mexicana -en nuestros problemas y 
en nuestras ventajas- pero partiría de los aciertos y errores 
que se han observado en otras naciones de América Latina que 
comparten semejanzas con nuestro país. 

El Centro de Estudios de Justicia de las Américas ha 
participado en procesos de reforma procesal penal en varias 
naciones latinoamericanas, como Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, Guatemala, entre otras. En México, el CEJA llevó 
a cabo una cuidadosa investigación de campo que le per­
mitió conocer a profundidad el funcionamiento del sistema 
penal. El equipo de especialistas del Centro sostuvo entre­
vistas con Jueces y Magistrados, con agentes del Ministerio 
Público, defensores, litigantes y académicos. El resultado fue 
un nutrido intercambio de ideas y experiencias que finalmen­
te cristalizó en la presente publicación. 

Así surgió El Sistema PenalAC1Isatorio en Mixico: Estlldio 
solm Sil implementación en el Poder Jlldicial de la Federación. Esta 
obra ofrece una interpretación de la justicia penal en México que 
conjuga teoria y práctica. El objetivo del estudio es apoyar 
al Poder Judicial Federal en general, y a los juzgadores en 
particular, en el proceso de adaptación al nuevo modelo. 

El estudio se divide en tres partes. En la primera se 
deseribe la metodologia empleada para su elaboración. Al res­
pecto, se realiza una revisión de la bibliografía existente en 
el tema y se delimitan el objeto de estudio, así como los al­
cances de la investigación desarrollada por el CEJA. En esta 
sección se explica el proceso que se siguió para la selección 
de las visitas de campo realizadas en Baja Califoruia, Chiapas, 
el Distrito Federal y Jalisco. 

En la segunda parte se recupera el debate académico en­
torno al sistema de justicia penal vigente: los problemas rela­
cionados con las etapas del proceso, con las partes que in­
tervienen y con otros aspectos espeóficos como la inme­
diación, la publicidad y la utilización de la prisión preventiva. 
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Asimismo, se analiza el contenido de las reformas consti­
tucionales en materia penal aprobadas por el Congreso de 
la Unión, y se ofrece una lectura sobre cómo deberán tra­
ducirse los cambios normativos en el trabajo jurisdiccional 
cotidiano, de acuerdo con los elementos que caracterizan 
al modelo acusatorio. 

Por último, la tercera parte se centra en dos objetivos: 
realizar un diagnóstico que sintetice las fortalezas y debili­
dades de nuestro sistema actual, y proponer -a partir de la 
experiencia que el Centro de Estudios de Justicia de las Américas 
ha acumulado a lo largo de los años- lineas de acción con­
cretas que permitirán a los distintos órganos del Poder Ju­
dicial de la Federación instrumentar con éxito los cambios 
necesarios para la transición del modelo. 

Sin duda, la presente publicación será un importante 
instrumento de apoyo para quienes desempeñan una función 
jurisdiccional. Las ideas y propuestas contenidas en este 
estudio son el resultado de años de experiencia y de una rigu­
rosa investigación empírica sobre la realidad de la justicia 
penal mexicana. 

A través de esta obra, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal participan 
activamente en el debate nacional sobre el mejoramiento del 
sistema de justicia penal y ofrecen un panorama de opcio­
nes para lograr una adecuada implementación de las reformas 
promulgadas. 

Octubre de 2008. 

Ministro Presidente Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia 
Presidente de la SlIjJrtf11a Cort. de JUiticia de la Nación.J 

del Coniyo de la Judicatura F.deral 





INTRODUCCIÓN 

El presente estudio ha sido elaborado por el Centro de Es­
tudios de Justicia de las Américas (CEJA) por encargo de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación con el objetivo de 
identificar los desafíos que plantea al sistema de justicia federal 
mexicano la reforma constitucional que establece la exigencia 
de adaptar los procesos penales a un modelo acusatorio 
oral. enfocado especialmente a los efectos de la misma en el 
ámbito del Poder Judicial Federal. 

E! estudio se realizó por un equipo profesional integrado 
por cinco esperulistas del CEJA Y una investigadora del 
Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE), con­
undo con el apoyo del equipo de la propia Suprema Corte 
y la asesoña de académicos, especialistas y juzgadores. 

E! reporte está dividido en tres partes. En la primera 
parte se presenta la metodología utilizada para el desarrollo 
del estudio, así como de la delimitación del alcance de sus 
conclusiones, en especial en cuanto a esclarecer que se trata 

de un trabajo exploratorio que no pretende ser un diagnós­
tico del sistema federal sino sólo identificar, a partir de la 
experiencia del equipo profesional, algunos aspectos del mis­
mo que van a requerir una preocupación especial durante 
el proceso de implementación del cambio, en particular al 

XIII 



XIV SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAOON 

interior del Poder Judicial de la Federación. En la segunda 
parte, compuesta por tres capítulos, se realiza un análisis del sis­
tema acusatorio y de la reforma constitucional al Sistema de 
Justicia Penal y Seguridad Pública. Finalmente, en la tercera 
parte se proponen los diversos elementos que, en opinión 
de los profesionales que elaboraron el estudio, deben incorpo­
rarse a una estrategia destinada a lograr que el Poder Judicial 
Federal mexicano realice una transformación ordenada y exitosa 
hacia las nuevas modalidades de funcionamiento exigidas por 
la Constitución. 

En el primer capítulo de la segunda parte, el reporte 
contiene un análisis del proceso mexicano de reforma a la 
justicia penal que plantea los debates que se vienen desarro­
llando desde hace algún tiempo, así como las iniciativas de 
reforma instrumentadas en las entidades federativas. A conti­
nuación se hace un análisis del contenido de la reforma cons­
titucional, con el fin de describir las características principales 
del sistema que deberá implementarse con el fin de dar cum­
plimiento a los mandatos contenidos en ella. Esta descripción 
tiene como objetivo dejar claro al lector cuál es el modelo al 
que se pretende llegar, porque es a partir de sus caracterís­
ticas específicas que se plantearán los cambios necesarios, en 
opinión de los profesionales que han elaborado el reporte. 
En el tercer capítulo se describen los elementos fundamentales 
que determinan el funcionamiento de un sistema acusatorio 
moderno, en especial en cuanto a los incentivos para que los 
diversos actores del sistema se comporten de un modo que 
favorezca el logro de los objetivos planteados por el Cons­
tituyente. 

La tercera parte inicia con una descripción de las carac­
terísticas principales del sistema vigente en la justicia federal 
mexicana, con el objetivo de detectar tanto los elementos 
que pueden facilitar, como aquéllos que pueden dificultar el 
cambio hacia un sistema acusatorio. De esta manera se identi­
fica una serie de fortalezas que pueden constituirse en puntos 
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de apoyo para el cambio, facilitando su implementación. Por 
ejemplo, el sistema vigente aparece bastante bien dotado en 
términos de infraestructura y personal; sus cargas de trabajo 
parecen razonables en términos de su comparación con otras 
jurisdicciones; también se ha podido constatar que existen al­
gunos miembros del Poder Judicial que se muestran motivados 
hacia el cambio y que pueden cumplir roles de liderazgo en 
el mismo. Otro elemento que aparece favorable es la homoge­
neidad del sistema, que al menos en las entidades que se visi­
taron, presenta características similares en cuanto a los recursos 
con que cuenta y a sus rutinas de funcionamiento. 

También se identifican características del sistema vi­
gente que vale la pena resaltar por cuanto pueden transfor­
marse en obstáculos al cambio y que, por lo tanto, deben ser 
objeto de principal atención por parte de quienes deban hacer 
la implementación. Ejemplos de estas características proble­
máticas son: la existencia de una metodologia de trabajo bas­
tante compleja y consolidada que abarca no sólo al proceso 
penal sino también al amparo y que está completamente 
basada en la producción y lectura de expedientes escritos 
por parte de varios tribunales y en cada uno de ellos con la 
intervención de una diversidad de funcionarios; el hecho de 
que los sistemas de control y reclarnación contra las decisiones 
judiciales están basados en la revisión del cumplimiento de 
una serie de elementos formales del expediente; la vigencia 
de una idea muy instalada de audiencia que consiste en un 
acto de protocolización de una comparecencia ante funcio­
narios administrativos del tribunal; la existencia de una porción 
relevante del personal judicial que se muestra muy com­
prometida con las prácticas vigentes y muy resistentes al cambio. 

En el segundo capítulo se describen las condiciones 
básicas para una estrategía de implementación del nuevo 
sistema en el Poder Judicial de la Federación. 

Por último, en el capítulo tres se identifican las di­
versas tareas que es necesario enfrentar en el proceso de cambio, 
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yen cada caso se explica la estrategia para hacerlo y los ins­
trumentos a los que se debe recurrir para lograr los efectos 
buscados. 

En función del cumplimiento de los objetivos estable­
cidos en el Convenio suscrito entre la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación y el CEJA. para la realización del presente 
estudio se estableció una agenda de trabajo con base en los 
sigui";'tes aspectos: revisión de la bibliografia; realización de 
visitas de campo; preparación del contenido del estudio; y 
elaboración del estudio. 



CAPíTULO I 
METODOLOG(A EMPLEADA 

PARA LA ELABORACiÓN 

DEL ESTUDIO 





,. Revisión de la bib/iografia 

Como punto de partida para la elaboración del estudio, en el 
mes de noviembre de 2007 se comenzó la recopilación de ma­
terial bibliográfico, en coordinación con el equipo de enlace de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la investigadora 
del CIDE. La búsqueda del material bibliográfico estuvo orien­
tada hacia textos que dieran cuenta de la situación actual de 
la justicia penal a nivel federal y de los debates que existen 
con relación a las posibilidades de cambio. 

Durante los meses de diciembre y enero se realizó 
una revisión de la bibliografta seleccionada, buscando desde 
el eqnipo encargado de la redacción del reporte, cumplir 
los siguientes objetivos: 

• Conocer la realidad actual de la justicia federal mexicana; 
• Identificar los principales debates y las diversas posi­

ciones existentes sobre los mismos; 
• Utilizar el conociruiento adqnírido a partir de la re­

visión, para establecer los objetivos en las entrevistas a 
realízar con diversos funcionarios de la justicia federal 
mexicana en el transcurso de la visita presencial; 

3 
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A continuación se presenta el listado de documentos 
revisados durante esta fase: 

• Arango Durán, Arturo y Medina Lara, Cristina, Indi­
cadoru de segllridad pública en México: La ·conJtrucción de IIn 
JiJtema de utadiJticaJ de!ictivaJ, CrisAdA, México, 2004. 

• Bergman, Marcelo (coord.), Delincuencia, marginalidad 
y dmmpe"o inJtitllcionaL ReJllltadoJ de la enCUelta a población 
en reclllJión en treJ entMadeJ de la RepÍiblica Mexicana: 
DiJtrito Federal, EJlado de México y EJtado de MoreloJ, Cen­
tro de Investigación y Docencia Económicas, México, 
2003. 

• Bergman, M.rcelo (coord.), DelinCllencia, marginalidad 
y dmmpe"o inJtitllcional ReJllltadoJ de la J<gllnda encuflta a 
población en reclllJión en el DiJtrito Federal y el EJtado de 
México, CIDE, México, 2006. 

• Caballero, José Antonio y Natarén, Carlos, "El ma­
lestar en el proceso. Análisis de los problemas en el 
procedimiento penal mexicano", Cn·",inalia, Acade­
mia Mexicana de Ciencias Penales, México, 2005. 

• Ciani, Italy, El juicio de amparo en México, inédito. 
• Centro de Derechos Humanos "Miguel Agustin Pro 

Juárez" y Comité de abogados para los derechos hu­
manos, InjllJticia legalizada: procedimiento penal mexicano y 
derechoJ humanoJ, México, 2001. 

• Compás, Anders, (coord.), DiagnóJtico Job,.. la Sitl/ación 
de 10J DerechoJ HumanoJ en México, Oficina del Alto Co­
misionado de las Naciones Uuidas para los Derechos 
Humanos, México, 2003. 

• Concha Cantú, Hugo Alejandro y Caballero, José An­
touio, DiagnÓJtico Jobre la adminiJtración de j1lJticia en fa¡ 

entidadeJ jedmztivaJ. Un utudio inJtitllcional Job,.. la jl/Jticia 
local enMéxico, UNAM-National Center forState Courts, 
México, 2001. 
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• Esquinca Muñoa, César, "Marco legislativo de las de­
fensonas públicas y la defensa indígena", discurso 
pronunciado en el Foro de Defensoría Pública Bilin­
güe, patrocinado por la Unión Europea y la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 
Veracruz, 4 de abril de 2006. 

• Fix Fierro, Héctor, "La Reforma en México: entre la 
eficacia autoritaria y la incertidumbre democrática", En 
busca de una justicia distinta. Experiencias de reforma en Amé­
rica LJtina, Pásara, Luis (comp.), Instituto de Inves­
tigaciones ]urídicas-UNAM, México, 2004. 

• Fix Fierro, Héctor, "La reforma judicial en ~féxico: 
¿De dónde viene? ¿Hacia dónde va?", fuforma Judicial 
fuvista mexicana de justicia, México, 2003, núm. 2. 

• Garcia Domínguez, Sergio, La reforma constitucional 
penal (2007-2008), Porrúa, México, 2008. 

• Massa Camacho, Eduardo y Villarreal, Marta, Guía 
básica de los procedimientos y garantías del sistema penal mexi­
cano, Center for US.:Mexican Studies, Universidad de 
California, San Diego, 2003. 

·1-fachorro, Paulino, "El ~sterio Público, la inter­
vención de tercero en el procedimiento penal y la 
obligación de consignar según la Constitución", 
1.!éxico, Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, 1991. 

• Oficina en México del Alto Comisionado de las Na­
ciones Unidas para los Derechos Humanos, Informe 
diagnóstico sobre el acceso a la justicia para los indígenas en 
México. Estudio de caso en Oaxaca, Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere­
chos Humanos, México, 2007. 

• Pásara, Luis, Cómo sentencian 101 Jueces del nE en materia 
penal, Centro de Investigación y Docencia Económi­
cas, México, 2003. 

• Sarre, Miguel, LJ averiguación previa adminútrativa: un 
obstáculo para la modernización del procedimiento penal, 



6 SUPREMA CORTE DE JUSTIOA DE LA NAOÓN 

Cuaderno de Trabajo número 7, Academia Mexicana 
de Derechos Humanos, México, 1997. 

• Sarre, Miguel (coord.), Barómetro locaL Una silueta del 
debido promo penal en Chiapas, Distrito Federal, Durango, 
Monlos y Nuevo León, Asociación Mexicana para las 
Naciones Unidas A.C., México, enero 2007. 

• Sacre, 1figuel y Perlin, Jan, "Meneo", en Craig 1-f. 
Bradley (ed.), Criminal Procedure: A Worldwide Stlltfy, 
Carolina Academic Press, segunda edición, 2007. 

• Suprema Corte de Justicia de la Nación, El sistema 
jllrídico mexicano, Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, cuarta edición, México, 2006. 

• Suprema Corte de Justicia de la Nación, libro blanco de 
la reforma judiciaL Una agenda para la jllsticia en México, 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2006. 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, uLa investigación de los 
delitos y la subversión de los principios del subsistema 
penal en México" Project on ReJorming the Administration 
of ¡lIstice in México, Center for U.S.-Mexican Studies, 
Universidad de California, San Diego, en preparación 
editorial. 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, Cllatro temas IIrgentu para 
la reforma penal, Colección propllestas para el cambio, CIDAC. 
Disponible en: www;cidac org 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, "La investigación poli­
ciaca en un sistema acusatorio, adversaria} y con juicio 
oral", artículo para seminario sobre juicios orales con­
vocado por la Embajada de Gran Bretaña en México. 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, "Principio de publicidad 
y derecho a la información en la averiguación previa 
en 1-léxico", documento de trabajo para el Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública. Dispo­
nible en: www;ifai ºtg mx 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, "Un policía a tres fue­
gos", en Tedium Vitae, agosto de 2007, núm. 4. 
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• Zepeda Lecuona, Guillermo, "Notas para un diagnós­
tico de la procuración de justicia en el fuero común", 
Liber ad honorem Sergio Garda Ramírez, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Unive .. idad Nacional Autó­
noma de México, Tomo II, México, 1998. 

• Zepeda Lecuona, Guillermo, Los mitos de la prisión preven­
tiva en México, Open Society Justice lnitiative, México, 
2004. 

2. Realizaaiin de viszias de campo 

Durante esta fase se persiguieron dos objetivos: 

• Determinar los lugares del país que se recorrerían du­
rante la visita presencial del eqnipo de trabajo; 

• Establecer los ftnes que se perseguirían en las diversas 
entrevistas a desarrollar durante la visita presencial. 

Con relación al primer objetivo, para la selección de 
lugares a visitar se tuvo en cuenta la necesidad de conocer las 
distintas realidades en las que opera la justicia federal. En fun­
ción de ello, se determinó la importancia de visitar un estado 
del norte del país, un estado del sur, un estado del centro y 
el Distrito Federal, de forma tal que se lograra una proxi­
midad bacia los diversos asuntos que se atienden y problemas 
que se enfrentan a nivel nacional. Así, se determinó que se visi­
tarian los Estados de Chiapas, Jalisco y Baja California y el 
Distrito Federal 

En cuanto al segnndo objetivo, definidos los lugares a 
visitar, se discutieron y establecieron pautas con objetivos 
para las diversas visitas que se realizarían, con el fm de opti­
mizar el tiempo de entrevista que se tendría con cada uno de 
los funcionarios identificados. Durante este proceso de elabo­
ración de la agenda, se determinó la importancia de mantener 
entrevistas con Jueces y Magistrados involucrados en el área 
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penal, con miembros de diversas áreas del Consejo de la Judi­
catura Federal, de la Procuiaduría General de la República, 
del Instituto Federal de Defensoría Pública, de la Secre­
taría de Seguridad Pública, así como con académico.s vincu­
lados a la reforma judicial y abogados postulantes. 

Como se ha mencionado, se fijaron objetivos para cada 
una de las entrevistas; en el caso de los operadores del sistema 

judicial Oueces, agentes del Ministerio Público, defensores), 
los objetivos estuvieron orientados a determinar cuál era su 
grado de conocimiento con relación a la reforma procesal 

y su posición al respecto; conocer sus procedimientos con­
cretos de trabajo, su carga laboral y las posibles dificul­
tades que podrían presentarse en la implementación de la 
reforma. También se programaron entrevistas con distintas 
áreas del Consejo de la Judicatura Federal vinculadas a la cues­
tión administrativa del Poder Judicial Federal, con el objetivo 
de contar con información vinculada a las causas penales y co­
nocer el sistema actual de recolección de esa informaci6n. 

Con relación a los abogados postulantes, se buscó 
conocer la visión externa al sistema judicial e identificar puntos 
fuertes de la reforma y posibles resis tencias desde ese ámbito. 
En el caso de los abogados vinculados con el sector 
académico, se buscaría corroborar la información obtenida 
a través de la revisión bibliográfica y conocer el es tado actual 
de los debates en tomo a la reforma y su implementación. 

Entre los dias 23 de febrero y 8 de marzo se realizó la 
visita de campo del equipo compuesto por cinco consultores 
de CEJA, conjuntamente con el personal de la Dirección 
General de Planeación de lo Jurídico de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y una profesional del CIDE. En el 
transcurso de este tiempo se llevaron a cabo las siguientes 
actividades: 

• Visita y entrevista a juzgados y tribunales del Distrito 
Federal y de cada uno de los Estados incluidos; 
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• Visita y entrevista a diversas instancias del Consejo 
de la Judicatura Federal; 

• Visita y entrevista al titular del Instituto Federal de 
Defensoria Pública; 

• Visita y entrevista a defensores públicos; 
• Visita y entrevista a ntiembros de la Procuraduría Ge­

neral de la República; 
• Visita y entrevista a ntiembros de la Secretaria de Segu­

ridad Pública; 
• Entrevista con un grupo de abogados postulantes; 
• Entrevista con un grupo de académicos vinculados a 

la reforma procesal federal. 

En el anexo puede observarse e! listado de personas en­
trevistadas en cada uno de los Estados y en e! Distrito Federal. 
En e! caso de las visitas a los juzgados y tribunales, durante e! 
desarrollo de ¡as mismas se sostuvieron conversaciones con 
los Jueces y Magistrados, así como con el resto del personal 
(principalmente con los secretarios), a fin de.conocer la orga­
nízación de! trabajo de cada ínstancia visitada y las funciones 
que desempeña cada una de las personas dentro e! juzgado 
o tribunal. Cabe señalar que en función a que cada juzgado y 
tribunal tiene asignado en forma permanente a un agente del 
?vfinisterio Público y un defensor, las entrevistas con estos 
funcionarios se realizaron en varias oportunidades de manera 
simultánea, dividiendo al equipo en dos grupos yaprovechan­
do el tiempo asignado por parte de los Jueces y Magistrados. 
Las entrevistas a agentes del Ministerio Público y defensores 
buscaron conocer la forma en que desarrollan su tarea en el 
juzgado o tribunal al que se encuentran asignados, la carga 
de trabajo, la distribución de tiempo que realizan de acuerdo 
a las tareas que cumplen, las necesidades existentes para mejorar 
su trabajo -si existieran-, su nivd de conocimiento sobre d pro­
ceso de reforma a la justicia penal y su posición personal al 
respecto, en términos de afectación a su labor cotidiana de 
es ta reforma. 
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Adicionalmente a las entrevistas en sí, donde se buscó 
obtener información para el cumplimiento de los objetivos ya 
descritos, se procuró en cada lugar realizar un recorrido por 
las instalaciones, a fin de analizar también desde el punto de vis­
ta de la infraestructura existente las ventajas y dificultades a 
futuro en la implementación de la reforma. En algunos casos, 
durante el desarrollo de las entrevistas se tuvo la oportu­
nidad de observar también la realización de audiencias, cuyo 
contenido se analizará más adelante en este' documento. 

El trabajo desarrollado en el ámbito del Consejo de la 
Judicatura Federal implicó visitas a cuatro Tribunales Cole­
giados de Circuito y cuatro Unitarios; ocho Juzgados de Dis­
trito de Procesos Penales Federales; dos Delegaciones del 
Instituto Federal de Defensoría Pública, en Cbiapas y 
Jalisco; así como a la Comisión de Creación de Nuevos 
Órganos, y la Dirección General de Estadistica y Planea­
ción Judicial del Consejo de la Judicatura Federal. Dicho 
trabajo estuvo orientado a la obtención de datos que per­
mitieran asumir el conocimiento sobre las cargas de trabajo 
actuales en el sistema federa\, la organización y distribución 
de los juzgados y tribunales, los sistemas de registro de in­
formación, control y seguimiento al trabajo judicial y las pers­
pectivas existentes de cara a la implementación de la reforma. 

En cuanto a las entrevistas con abogados postulantes y 
académicos, éstas se realizaron en un ámbito menos formal 
y estuvieron orientadas a conocer las ideas existentes en la 
actualidad en cuanto a las ventajas y/o desventajas existentes 
para la implementación de la reforma constitucional. En el 
caso de los postulantes, la entrevista realizada estuvo más 
orientada a conocer el dia a dia del trabajo de un abogado en el 
actual sistema y el nivel de información existente en el foro 
con relación a la reforma, así como de involucramiento que 
han tenido los abogados en el impulso de la reforma -si es 
que hubiera existido- y las posibles resistencias existentes 
entre los abogados postulantes. En el caso de los académicos, 
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la entrevista estuvo dirigida a discutir más a fondo las cues­
tiones que pueden presentarse como problemáticas a partir 
de la aprobación de la reforma, la identificación de aquellos 
temas considerados como clave desde el punto de vista de 
quienes han estado involucrados en el impulso de la misma, 
y las acciones que estos profesionales consideran de carácter 
prioritario para la implementación del texto aprobado por 
el Congreso. 

3. Preparación del contenido del estudio 

Se sostuvieron tres reuniones con el equipo de enlace de la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación: 

• Una primera reunión, previamente al inicio de las visitas 
y entrevistas (25 de febrero de 2008), destinada a coor­
dinar el trabajo que se realizana durante la estadía del 
equipo de consultores del CEJA en México y a identi­
ficarposibles temas adicionales a los planteados original­
mente, que debieran ser estudiados durante la misma. 

• Una segunda reuuión (1 de marzo de 2008), destinada 
a presentar los resultados preliminares del trabajo de 
visitas y entrevistas realizados y analizar la importancia 
de mantener la agenda como se planeó originalmente 
o incorporar entrevistas que originalmente no se hu­
bieran establecido. Si bien no se produjeron incor­
poraciones, en el transcurso de esta segunda reunión, se 
determinó extender el tiempo de trabajo con el Con­
sejo de la Judicatura Federal, con el fm de completar el 
trabajo de obtención de datos iniciado durante la pri­
mera semana de estadía. 

• Una tercera y última reuuión (7 de marzo), destinada 
a discutir el contenido del reporte. Para esta reunión, 
el equipo de consultores del CEJA presentó un indice 
tentativo del reporte, que fue discutido con el personal 
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de la Dirección General de Planeación de lo Jurídico de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la profesio­
nal del CIDE encargada de acompañar el trabajo reali­
zado. Se determinó el contenido mínimo del reporte 
y la orientación del mismo, fijando una agenda de tiem­
pos tentativos para la presentación y discusión de 
resultados. 

Culminada la visita a México, como segunda fuente 
esencial de información para la elaboración del reporte, se pro­
cedió a la redacción de un documento preliminar que fue 
sometido a discusión con todos los intervinientes en el pro­
ceso de recolección y análisis de información. A partir de esa 
discusión, se reordenó el contenido del dorumento y se deter­
minaron los lineamientos para la redacción de la versión fina! 
del es tudio. 

Finalmente el 16 de junio se llevó a cabo una reunión 
en las instalaciones del CIDE a la que asistieron integrantes 
del equipo que realizó las vistas -tanto del CEJA, como de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación-, además de algunos 
de los I\!agistrados entrevistados, académicos y especia­
listas en el tema de.la reforma procesal penal. En dicha 
reunión, se ruscutieron algunos puntos que debían ser pro­
fundizados o modificados en el estudio para su mayor com­
prensión, mismos que fueron incorporados a este documento. 

4. Elaboración del esf1Idio 

El proceso descrito en páginas anteriores llevó a la elabora­
ción del estudio que se presenta a continuación. Sin ánimo 
de redundar, en este punto es importante señalar qne el con­
tenido de este estudio no pretende acabar la discusión sobre 
la reforma a! procedimiento penal federal aprobada recien­
temente por el Congreso de la Unión y por la mayoria de 
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las Legislaturas de los Estados. Además, se debe señalar 
que el estudio se enfoca a los efectos de la reforma constitu­
cional en el Poder Judicial Federal, no obstante que la misma 
evidentemente tiene un impacto importante en el resto de 
los actores del proceso penal (Ministerio Público, Defensa 
Pública, abogados), y que también tiene, y tendrá, conse­
cuencias específicas en las jurisdicciones estatales. 

Los objetivos con que este estudio ha sido elaborado 
han sido: 

• Analizar la información existente; 
• Identificar aquellos puntos que constituyen fortalezas 

y diferenciarlos de las posibles debilidades en un 
proceso de implementación futuro; 

• Establecer lo~ cambios necesarios que, desde la óptica 
del equipo de consultores, debería tener el sistema de 
justicia penal; y 

• Proponer las tareas que deben llevarse a cabo en el marco 
de la implementación de la reforma, con el objeto de 
optimizar aquellas fortalezas encontradas y enfrentar 
las debilidades existentes. 

Por ello,. este reporte no intenta constituirse en una meta 
sino que pretende ser un punto de partida posible para la dis­
cusión sobre cómo debe encararse, a partir de la aprobación 
de la reforma al texto constitucional, la implementación de la 
misma, sobre todo desde la óptica del Poder Judicial de la Fe­
deración, como uno de los actores principales en este pro­

ceso de reforma a la justicia federal. 





CAP(TULO 11 
EL DISEÑO DE 

LA REFORMA PENAL 





1. Debate en torno a la reforma penal federal 

El presente apartado del estudio ofrece una síntesis de los 
principales debates identificados en la revisión bibliográfica 
realizada y en las entrevistas sostenidas durante la visita del 
equipo del CEJA a México. Estos debates serán retomados 
luego en el desarrollo del reporte con la finalidad de anali­
zar la forma en que la reforma constitucional aprobada los 
ha asumido y las consecuencias de los mismos en el diseño e 
implementación de un sistema acusatorio. 

Es de destacar que uno de los problemas recurrente­
mente identificados en los distintos textos de análisis estu­
diados es el referente a la carencia de datos uniformes que 
permitan construir un análisis amplio de la realidad de la 
justicia penal en México; así, los textos más extensos, que cons­
tituyen investigaciones completas, han desarrollado como 
parte de su elaboración una metodología de r~colección de 
datos propia;1 en tanto los textos que se refieren a cuestiones 

1 Es d caso de los textos Diagnóstico sobre la administración de justicia en 
las entidades federativas. Un estudio institucional sobre la justicia local 
en México (Coocha Cantú, Hugo Alejandro y Caballero Juárez,José Antonio), 

17 
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específicas, hacen el señalamiento en sentido de la problemá­
tica para abordar los temas por la falta de información para el 
análisis. Así lo indican concretamente Caballero Juárez y 
Natarén:2 

o •• la falta de datos sobre la forma en la que fun­
ciona el sistema de justicia penal en el país representa 
un obstáculo prácticamente insuperable para el plan­
teamiento de un diagnóstico sobre su funcionamiento. 

Sin embargo, pese a las dificultades encontradas, los 
diversos autores estudiados han puesto en debate puntos im­
portantes para el análisis de la implementación de la reforma, 
que a continuación se describen. Para la realización de esta des­
cripción, se tomará en cuenta: 

• Debates vinculados con las distintas etapas del proceso 
penal. 

• Debates vinculados con la posición de las partes del 
proceso y su posibilidad real de intervención. 

• Dehates vinculados con cuestiones espeáficas del proceso. 

Como marco general de descripción de las proble­
máticas en el proceso penal, se parte de la aftrmación reali­
zada por Zepeda:' 

Informe diagnóstico sobre el acceso a la justicia para los indígenas en 
México. Estudio de caso en Onaca (Oficina en México del Alto Comi­
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos) y Barómetro 
local. Una silueta del debido proceso penal en Chiapas. Distrito Federal, 
Durango. Morelos y Nuevo León (Sarre ~1igud Coordinador). por ejemplo. 
1 Caballero,José Antonio y Natarén, Carlos, "El malestuen el procesn Aruilisis 
de los problemas en el procedimiento penal mexicano ... , CrimillllÚ, Academia 
Mexicana de Ciencias Penales, México, 2005. 
1 Zepeda Lecuona. Guillermo, GIOIn lellltJ.1 '"11"1'1 port1 lt1 rrfo1'1ltt1 pnu1/, 
Colección PrtJplles/os poro el toIIIbifJ, ClDAC. 
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Sobresimplificando, se puede señalar que el sistema 
penal mexicano tiene dos grandes problemas: uno 
cualitativo (un sistema muy injusto) y el otro cuanti­
tativo (un sistema muy ineficiente). Es injusto porque 
existe inequidad en el proceso. una gran concen­
tración de facultades en el ministerio público que no 
son controladas adecuadamente, de lo que se derivan 
numerosas violaciones a los Derechos Humanos. 
un culto al expediente escrito que coagula la realidad y 
la lleva, cercenada, al escritorio del gran ausente del 
proceso: el Juez (quien por exceso de trabajo, delega 
en sus colaboradores la conducción del proceso que 
se supone que él preside). La defensa tiene grandes ad­
versidades, pues enfrenta a un sistema que subsidia y 
valida las insuficiencias e ineficiencias de las policías 
y del ministerio público. Pero además, es un sistema 
muy ineficiente: sólo se reportan uno de cada cinco 
delitos y con ello basta para saturar a las procu­
radurías de justicia, pocas investigaciones son 
concluidas, los procesos se prolongan por meses y 
la víctima generalmente sale con las manos vacías. 
y decepcionada del sistema penal. ¿De qué tamaño 
es la impunidad? Hoy en día la probabilidad de que el 
autor de un delito sea puesto a disposición de un Juez 
es de 29% (sólo 200/0 de los delitos se reportan, 
26% de las averiguaciones previas se concluyen y se 
capturan o presentan ante los Jueces al 55% de los 
probables responsables). 
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A continuación, la descripción de los temas puntuales. 

a. Debates vinculados con las distintas etapas del proceso 
penal 

i) La averiguación previa 

La averiguación previa podría definirse como una etapa 
pre-procesal. ya que no tiene intervención jurisdiccional y 
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constituye el espacio en el que los organismos de investi­
gación deben reunir evidencia suficiente para presentar el caso 
al Juez y dar inicio al procedimiento. Sin embargo, debido a 
la importancia que adquiere esta etapa en el proceso poste­
rior, se toma como parte del proceso a los efectos del estudio 
y del señalamiento de los debates existentes. 

Zepeda-l define a la averiguación previa como ''el cora­
zón d. /o impunidad". Se encuentra aquí, un primer debate 
alrededor de esta etapa, que podría describirse como la arbi­
trariedad en la selección de los casos que continuarán 
hacia el proceso pena! propiamente dicho. Continúa seña­
lando Zepeda en el texto mencionado: 

... la evidencia empírica muestra una incapacidad por 
parte de las procuradurías para dar cabal atención 
a la demanda de servicios solicitados por la ciuda­
danía. El principio de legalidad asume que en todos 
y cada uno de los casos planteados a los ministe­
rios públicos se debería de determinar si existe, o no, 
un delito; sin embargo, en la práctica sólo en uno de 
cada cinco casos se concluye satisfactoriamente la 
investigación. 

La organización del trabajo a! interior de las procu­
radurías, la escasa capacidad de reacción inmediata, los 
sistemas de administración de los expedientes, son identi­
ficados por este autor como las principales causas de 
arbitrariedad en la gestión de los casos durante la averi­
guación previa. 

Una segunda cuestión problemática señalada durante 
esta etapa y vinculada a! tema anterior, es la ralta de efica-

• Zepeda Lecuona, Guillermo, ''La investigación de los delitos y la subversión 
de los principios del subsistema penal en México". PfTIj«f .11 &fom';'lg 1M 
AtIm¡',istration of JllIfia ill Mixico, Center for US.-Mexican Studies., Universidad 
de California, San Diego. 
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cia en la investigación. En este punto, Caballero ]uárez y 
Natarén5 afirman que: 

... 1as investigaciones realizadas por policías y agentes 
del ministerio público tienen alcances muy limitados. 
El resultado práctico es que si los imputados no son 
aprehendidos en flagrancia o a las pocas horas de la 
comisión del delito, el porcentaje de probabilidades 
de que sean detenidos se reduce dramáticamente. 

Las principales causas que señalan estos autores para 
la ineficacia en la investigación, son: 

• Falta de entrenamiento adecuado y, en general, ausencia 
de mecanismos que incentiven la profesionalización 
(señalan los autores que esta es la principal causa de 
ineficiencia en la investigación). 

• Excesiva carga de trabajo. 
• Falta de equipamiento apropiado. 
• Corrupción. 
• Falta de incentivos para investigar. 
• U so limitado de servicios periciales. 

Estas dos situaciones problemáticas vinculadas al 
desarrollo de la averiguación previa están directamente 
relacionadas, ya que la falta de investigación eficiente es una 
de las causas por las que no todos los casos que ingresan al 
sistema tienen una solución adecuada. En este sentido se pro­
nuncia el informe del Comité de Abogados para los Dere­
chos Humanos,6 al referir que "el problema no radica en IIna 

5 CabaDero,José Antonio y Natacén, Carlos, "'El malestar en el proceso. Análisis 
de los problemas en el procedimiento penal mexicano". Crímitw5fl, Academia 
Mexicana de Gencias Penales, Méxic<\ 2005. 
(, Centro de Derechos Humanos "'Miguel Agustin Pro Juárez" y Comité de 
abogados para los derechos humanos, ItrjllStiaa kt,aIizoda: prrJctdi",itll/fJ ptllal 
IIItxK01I.:J tkrr(hos hIlIllOllOS. México, 2001. 
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legislación sllpllutamente demasiado onerosa para el Ministerio Público 
y benigna para los inCIIlpados, sino en el ucaso número de casos qlle 
llegan a los tribllnales debido a las investigaciones poco profosionalu 
e ineficaces del proPio Ministerio Público . .. 

ii) LA preinst17lcción 

La preinstrucción es la etapa que da inicio al proceso penal 
en sentido estricto. Una vez que el Ministerio Público pone a 
disposición del juzgador al indiciado, el Juez cuenta con un 
plazo de 72 horas para resolver su situación jurídica. Este plazo, 
a petición del inculpado, podrá ser duplicado con la finalidad 
de aportar o desahogar pruebas con base en las cuales el juz­
gador dictará el auto de término constitucional De esta manera, 
los Jueces cuentan con 72 horas para resolver la situación 
juridica de quienes han sido puestos a su disposición en cali­
dad de imputados que, en forma extraordinaria, puede 
ampliarse a 144 horas. En este plazo, el Juez puede tomar 
una de tres decisiones posibles: 

• Dictar auto de libertad de la persona, por no existir ele­
mentos suficientes para iniciar el proceso; 

• Dictar auto de sujeción a proceso, dando por iniciado 
el mismo, pero dejando a la persona en libertad; 

• Dictar auto de formal prisión, en cuyo caso se inicia el 
proceso y se dicta la prisión preventiva de la persona. 

Por tanto, en ese plazo de 72 horas el Juez debe llevar 
a cabo un conjunto importante de actuaciones para las cuales 
el plazo resulta en muchos casos insuficiente, corriéndose el 
alto riesgo de emitir un auto de término erróneo. Por ello, 
en palabras de Caballero Juárez y Natarén:' 

7 Caballero y Natarén, op. at .. nota S. 
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... los juzgadores suelen confirmar un alto por­
centaje de las consignaciones con el auto de formal pri­
sión. Dada la insuficiencia del tiempo, los Jueces, 
pueden terminar por reducir los estándares nece­
sarios para dictar un auto de formal prisión. 
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Se ve entonces cómo la cuestión del plazo constitu­
cional para la toma de decisión influye en forma importante en 
la calidad de la misma, ya que ante el escaso tiempo que el Juez 
tiene para pronunciarse, suele asumir prácticamente todo lo 
actuado por el Ministerio Público durante la averiguación 
previa (esta fase, como se señalaba en el punto anterior, tiene 
como uno de sus principales problemas el de la ineficiencia 
en la investigación). A tal punto llega la asunción de las ac­
tuaciones de la averiguación previa por parte de los Jueces 
que, por ejemplo, a nivel de fuero común, puede observarse 
en la investigación realizada por Pásaras que en muchos casos 
no sólo son estas decisiones de inicio las que asumen el con­
tenido de la averiguación previa como su decisión sin ma­
yores cuestionamientos, sino que luego es la propia sentencia 
la que retoma el contenido del auto de término constitu­
cional. Ha señalado Pásara,9 en este sentido que: 

... las sentencias penales en el Distrito Federal, no sólo 
repiten la sistematización de la orden de aprehensión 
o del auto de formal prisión, sino también los 
contenidos de estos. 

Se encuentra entonces, durante esta etapa, una situación 
problemática que se arrastrará a lo largo de todo el proceso: 
las decisiones jurisdiccionales toman, con mucha frecuencia de 

• Pásara, Luis,. amo sm'mcid1l !Ds jllUtS ikl D.F. '11 malml1 ptMl. Centro de 
Investigacióo y Docencia Económicas, México, 2003. 
9Ibidmt. 
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acuerdo a los textos referidos a este punto, como base de su 
decisión al contenido de la averiguación previa. etapa que 
se ha desarrollado sin alguna intervención jurisdiccional. 

b. Debates vinculados con la posición de las partes en el 
proceso y su posibilidad real de intervención 

i) La intervención de la víctima dllrante el proceJo 

Con relación a la víctima, son dos los principales temas que 
se ponen en debate: la escasa intervención que la misma tiene 
a 10 largo del proceso y la inexistencia de mecanismos que le 
permitan una respuesta adecuada, sobre todo en términos 
de reparación del daño. 

Así, Caballero Juárez y Natarén, \O describen la urilización 
que se realiza de la victima para luego restarle toda la importancia 
en el transcurso del proceso: 

... la víctima tiene una participación limitada en la inte­

gración de la averiguación previa. No obstante, en 

muchas ocasiones los agentes del :Ministerio Público 

exigen la colaboración de las víctimas en la inves­

tigación con el objeto de integrar la averiguación 

previa. Dicha colaboración no se reduce a prestar de­

claraciones sino que también incluye la búsqueda 

de testigos y de medios de prueba en general que 

contribuyan a la integración del expediente. Sin 

embargo~ una vez prestada dicha colaboración, la víc­

tima nuevamente juega un papel superficial, toda vez 

que la determinación sobre el uso que se dará a dichos 

medios de prueba sólo corresponde a los agentes 

del Ministerio Público. 

10 Caballero y Natarén. op. at.. nota 5. 
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Se observa que, salvo en aquellas ocasiones en que la in­
vestigación requiere colaboración para la obtención de prueba, 
la víctima no tiene ningún tipo de intervención en el proceso 
y, mucho menos, capacidad de decisión sobre el destino del 
mismo. Esto lleva al segundo problema que se señalaba: en 
aquellos casos en los que el principal interés de la víctima 
es la reparación del daño, no existen mecanismos que 
puedan darle una respuesta pronta y oportuna en esos tér­
minos, sino que quedará excluida y no tendrá la respuesta 
que busca de parte del proceso penal. 

ii) La situación del imputado 

Uno de los principales problemas que se señalan relacio­
nados con el imputado y su situación durante el proceso es 
el escaso respeto que existe de la presunción de inocencia, 
sobre todo durante la etapa de averiguación previa, donde 
directamente se señala que el respeto por dicho principio es 
nulo. Natarén l1 señala que entre los factores que posibilitan 
esta situación se encuentran: 

... el hecho de que este derecho no siempre se ha con­
siderado parte de la tradición jurídica mexicana. que 
no está expresamente contenido en la Constitución 
y, todavía más importante, que la jurisprudencia 
mexicana no ha desarrollado ningún criterio similar 
al bryonJ a reasonablt dOllbt del proceso penal de la 
tradición del comRlon 1a1Y, 

También se ocupan del tema en sentido similar Sarre 
y Perlin." Con relación al derecho de defensa se señala como 

11 Natarén, Carlos, ¿úgislar eflla ct!JllflfllTa? CtJluidnadOIflS soh" la "¡Orilla proasa} 
ptflal t1I los e"tidatks f~tkraliva.r. 
"Sane, Miguel y Perlin,Jan, '':>Iexico", CrimiNJ!P"",dHrr: A W"IJ.iJe 5",,1y, 
Craig 1\1. Bradley (ed.), Carolina Academic Press, segunda edición, 2007. 
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una cuestión problemática la escasa posibilidad de ejercicio del 
mismo, haciendo énfasis en las dificultades existentes durante 

la averiguación previa para generar contacto entre el indiciado 
y su defensor, lograr la realización de diligencias que provean 
prueba de descargo e incluso intervenir como defensa técnica 

en las diligencias de desahogo de otras pruebas; el defensor 
técnico es descrito como una figura formal durante esta erapa 
y, por lo que se ha señalado más arriba en cuanto a la impor­
tancia que cobran estas actuaciones para la decisión judicial, 

esta primera imposibilidad dificulta luego el ejercicio de la 
defensa durante todo el proceso. Estos puntos pueden am­
pliarse en el texto de Caballero Juárez y Natarén." 

c. Debates vinculados con cuestiones espeóficas del proceso 

i) El principio de inmediación en las actllaciones procesa"s 

Al entender el principio de inmediación como la obligación 
del Juez de recibir en forma directa la prueba (tnmediar con la 
prueba) se encuentra que, de acuerdo al trabajo de Bergman,t' 
el incumplimiento del principio de inmediación procesal es 
otro de los principales problemas en el proceso penal mexi­
cano. Al respecto, existen datos de tribunales de fuero común 
en una encuesta aplicada en 2002"-cuya tendencia coincide 

\} Caballero y Natarén, op. dI., nota 5. 
14 Bergman. Marcelo (eooed.), D,li,wllllaa. I1Iargiltolidaó.J Jtstlltj>tíj(J 

;,ulitllc1onal RUMbados de kz t"e/lula ti población ,ti r,(!tuió" IlIms 'lItióoJU tk 
14 RrpúblietJ ,Mexicana: Distrilo Federal, Estado de Alixico.J E.rlado tú }.[onlos, 
Centro de Investigación y Docencia Económicas. México, 2003. 
15 Para la realización dd estudio DtlillCNtllda, mmy}lIaidody tkstmpñD i1lSlih«iotwl. 
Rnllhados de la nlCIIlsta a poblaaóII tll TtCbtsiÓfI tll ms tfltidatkS de la RJpibúca 
:Mtxicalla: Distrito Ftderal, Estado de Mixico.J Estado dt Afort/os. (Coordi­
nador Marce10 Bergman, publicado por CInE), se elaboró una encuesta 
espeófica que tuvo por finalidad estudiar cuatro áreas que se desarrollan en 
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con las respuestas de Jueces y Magistrados federales entrevis­
tados-, donde se preguntó: ¿Estaba el Juez en la declaración? 
sólo el 30% de los entrevistados respondió afirmativamente. 
Más aún, un 90% reportó que nunca tuvo oportunidad de hablar 
con el Juez. Los Jueces han delegado el grueso de la trami­
tación del juicio a los secretaóos. Otra pregunta citada por 
Bergman de la encuesta resulta reveladora: ¿Quién considera 
que lleva el control de las audiencias?, en dónde el 51% 
señaló que el secretario de acuerdos del juzgado, y sólo un 
B.5% de los encuestados indicó que el Juez. Como afirma 
Pásara: '6 

Podría pensarse que toda ausencia fisica del Juez en 
los momentos clave del proceso,. da lugar no sólo a 
una distancia entre el Juez y el procesado, sino tam­
bién, produce el alejamiento del Juez al proceso. 

Se encuentra, nuevamente, una vinculación directa 
con la importancia que la averiguación previa tendrá du­
rante todo el transcurso del proceso. El Informe del Comité 
de Abogados para los Derechos Humanos," establece que: 

Generalmente tanto Jueces como agentes del ~finis­
terio Público reconocen que cuando el caso llega al 
Juez, la recopilación y evaluación crucial de la evi­
dencia ya ha terminado y la determinación de culpa­
bilidad ha sido en gran parte establecida. De hecho, 

el mencionado texto: caracteástlcas sociodemográficas de las personas 
privadas de libertad; patrones e historias delictivas; debido proceso; y 
condíciooes de vida en prisión. 
16 Pásara, Luis, allto stnttncian los jlltas Ikl V.E t1I lita/tria ptlllÚ, Centro de 
Investigacióo y Docencia Económicas, México, 2003. 
17 Centro de Derechos Humanos "1\figuel Agustín Pro Juárez'" y Comité 
de abogados para los derechos humanos, 111}IIsticia bt.aúZada: proctdimitllttl 
pt"allllOOCIJlItI.J ¿,,.,.hos hllIllOlltlS. México, 2001. 
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en el juicio, el ~Iinisterio Público habitualmente pre­
senta sólo la evidencia que obtuvo a través de su 
propia investigación y no solicita que el Juez escuche 
ningún testimonio o que practique nuevas diligen­
cias. En esencia, la postura del :Ministerio Público es 
que el Juez simplemente debe ratificar su labor y 
emitir una decisión judicial condenatoria. Por esta 
razón, los especialistas del poder judicial estiman 
que aproximadamente el 95 % de los casos presen­
tados ante un Juez obtienen sentencias conde­
natorias. Las estadísticas, tanto de la Procuraduría 
General de la República como la del Distrito Federal 
confirman esta percepción. 

Una situación problemática adicional, sobre la que se yol­
verá en este estudio, es la confusión que se presenta entre 
inmediatez e inmediación~ que lleva a afirmar criterios en sen­
tido que las primeras declaraciones, por ser más cercanas al 
hecho (inmediatas) tienen una validez mayor que aquéllas 
que se rindan ante el Juez (por más que sean estas las que 
efectivamente cumplen con la inmediación eotre el Juez y la 
prueba). Caballero Juárez y Natarén18 refieren los problemas 
de esta interpretación: 

... deben mencionarse aquellos criterios que sos­
tienen que, en principio, las primeras declaracio­
nes de los indiciados y testigos deben ser tenidas por 
ciertas a pesar de que exista una retractación poste­
rior ( ... ) su aplicación subvierte la lógica de valo­
ración de ]a prueba, invierte las reglas de su carga e 
impide la auténtica inmediación procesal ( ... ) Los 
argumentos esgrimidos en la jurisprudencia para 
sustentar la validez del principio de ]a inmediatez se 
fundan en que las primeras declaraciones del incul-

18 Caballero y Natarén, op. dI., nota S. 
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pado o de los testigos tienen mayor cercanía con los 
hechos controvertidos ( ... ) encontramos que el'prin­
cipio de inmediatez' únicamente tiene vigencia 
cuando las primeras declaraciones perjudican al 
inculpado, pues, si éste, luego de una primera declara­
ción afirmando su inocencia, declara algo que pueda 
ser usado en su contra, se considerará que su pri­
mera declaración no tiene validez para exculparlo. 
Esta misma excepción opera en lo relativo a la decla­
ración de los testigos ( ... ) [Debe considerarse que 
el criterio jurisprudencial de la ~inmediatez" 
impide la existencia de una auténúca inmedia­
ción en el proceso penal mexicano]. En efecto, 
si consideramos que, como se ha señalado, la in­
mediación procesal exige que el Juez intervenga per­
sonalmente en el desahogo de las pruebas, nada 
puede ir más en contra de este principio que obligar 
al juzgador a otorgar pleno valor probatorio a una 
declaración del acusado en la que él, forzosamente, 
no puede estar presente. Es evidente que este criterio 
jurisprudencia1 es un obstáculo a la plena vigencía 
del sistema acusatorio en el proceso penaL 19 

ii) Lz pllblicidod 

29 

"EIl tirmillos gtnmzles PUtde decim q1lt !os a1ldiencias St celebrall en torllO 
a las máquillas dt escribir o computadoras utilizados para capturar 
loqll~ está oCllrTÍenlÚJ': Esta afIrmación, realizada por Caballero 
Juárez y Natarén,20 es importante en términos de analizar 
no sólo la publicidad sino también la concepción actual de la 
audiencia. tema sobre el que se profundizará más adelante 
en es te reporte. 

En principio, es de señalar que en todos los análisis 
sobre el proceso penal que se han estudiado se señala al tema 

19 Énfasis añadido. 
lO Caballero y Natarén,.po al., nota S. 
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de la publicidad como un tema a tomar en consideración. 
Lo anterior, debido a que: 1) el espacio para el desarrollo 
de las diligencias es limitado, y esto imposibilita una verdadera 
publicidad, que permita tener conocimiento sobre las deci­
siones judiciales; y 2) la limitación de los espacios genera 
otras consecuencias adversas para el sistema: la oportunidad 

de los indiciados para establecer contacto con su defensor 
con comodidad, por ejemplo, es prácticamente inexistente 
ya que los espacios están pensados para, como se dijo al inicio, 
realizar diligencias alrededor de las máquinas que registren 
las actuaciones. 

En las entrevistas se pudo apreciar de forma constante 
una preocupación de los Jueces frente al principio de publi­
cidad de todas las audiencias en el nuevo sistema, no sólo 
las de juicio oral. Al respecto, es necesario considerar la pu­
blicidad como un principio ligado a la transparencia de la 
actuación judicial, que a su vez se convierte en elemento 
esencial para legitimar sus decisiones. En ese sentido el Juez 
chileno Alejandro Vera sostiene que: 

... la publicidad del proceso, que alcanza su plenitud 
en el juicio oral, se erige no sólo en garantía de las 
partes, sino en instrumento para fortalecer la con­
fianza de los ciudadanos en la independencia e 
imparcialidad de sus tribunales. En efecto, la recta 
administración de justicia requiere la colaboración 
de una opinión pública informada, pues en ese ámbito 
alcanza su más alto nivel de protección el dere­
cho de la libertad de expresión y a recibir infor­
mación veraz.21 

21 Vera Quilodrán, Alejandro. "Transparencia y refoma procesal penal 
en Chile"» en http://.,.,.,.bol.d/ carpt/l1_ttl1lar/ Itlltar-Porlada.2005-10 
27 3154682349/ tfqat"''''DS~2005.10.27.94(}2190691 / 



EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO EN MÉXICO 31 

iit) Úlllti/ización de la pnsión preventiva 

La prisión preventiva aparece como una situación proble~ 
mática en extremo, tanto desde los análisis cualitativos como 
de los cuantitativos. "En México la aplicación, como regla genera~ de 
la prisión preventiva del procesado es IIna de las callsas principales 
de la vulneración del derecho fondamental ala presllnción de inocencia''; 
afirma Natarén" y en el mismo sentido se pronuncia Open 
Society Justice lnitiative:" 

La prisión preventiva en :México es indebida, exor~ 
bitada, ínjusta y costosa. Es indebida porque contra­
dice los principios constitucionales y del derecho 
internacional; es exorbitada porque la autoridad la 
utiliza extensa e indiscriminadamente: aproximada­
mente la mitad de las personas señaladas como 
;,robabks responsables' son encarceladas. El día 
de hoy, aproximadamente 82 mil personas están 
privadas de su libertad esperando a que las inves­
tigaciones y sus procesos concluyan (representan 
el 42.70/0 de las personas encarceladas). Además la 
prisión preventiva es una realidad en expansión: 
el número de personas encarceladas a pesar de no ser 
aún sentenciadas va en aumento desde hace 10 años. 
La prisión preventiva constituye, entonces, uno de los 
temas urgentes de la reforma. Para señalar algunas 
cifras que muestran la urgencia del tema: 

• Cada año más de 40 mil personas (uno de cada cuatro 
imputados), que inicialmente fueron señaladas por 
el :Ministerio Público, son dejados en libertad al no 
comprobarse su responsabilidad; y 

2:l Natarén, Carlos F., ¿1J:?jsIor'1I la ",-",lIfl1ra? C,lfSidmKiOllts 10m la rrjot1ll0 
proce/aI ptllal nt los ,ldidodeJ fidn-t1Ii1K1l. 
2.1 Zepeda Lecuoaa, Guillemu.l, Lu mitos de /o plisió. prtVtllti"a,,, }"lixiCl. Open 
Society Justice lnitiativt; México, 2004. 
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• Las cárceles mexicanas en promedio están al 1250/0 
de su capacidad y en casos extremos, principalmente 
las destinadas a la prisión preventiva. exceden el 
270% de ocupación;:!" 

El abuso de la prisión preventiva, además ha influido en 
la percepción del sistema de justicia como carente de legi­
timidad, que se refuerza por el hecho de encarcelar un elevado 
número de personas que termina siendo absuelto o no per­

seguido. 
Se analizan en este texto varias de las falacias que se han 

construido alrededor de la prisión preventiva, pero excede 
el marco de este reporte eotrar en la consideración de cada 
una de ellas. Sí parece importante señalar una vez más que 
la resolución de este problema requerirá de medidas desde el 
inicio de la implementación, ya que continuar con un sistema 
como el existente en la actualidad puede llevar a con­
secuencias negativas para toda la reforma. 

Hasta aquí, una breve descripción de los temas presentes 
en el debate actual en torno al proceso penal y la necesidad 
de reforma. Sobre estos temas se volverá a lo largo del reporte, 
encarándolos desde la visión del legislador en la reforma apro­
bada~ desde la visión que se considera adecuada a un sistema 
acusatorio y también desde las acciones que debcrian tomarse 
en la implementación. 

d Experiencias de reforma penal en las entidades federativas 

Para una implementación del sistema a nivel federal, es im­
portante considerar los resultados obtenidos en aquellos 
Es tados que han iniciado ya un proceso de reforma a sus 

" ¡IR""'. 
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sistemas procesales penales locales. En este ámbito, desde la 
bibliografía revisada existe una cierta exigencia de avanzar 
hacia una mejora. Se afama25 que la mayoría de los Estados 

que han reformado sus sistemas han privilegiado, en la imple­
mentación, aspectos cuantitativos sobre los cualitativos, con 

10 que se han logrado algunos avances pero no un cambio 
sustancial hacia un sistema acusatorio. 

En Estados como Coahuila, Estado de México, Nuevo 
León, Jalisco, Aguascalientes, entre otros, se han implemen. 
tado las salidas alternas al juicio y los juicios abreviados, posi­
bilitando en algún grado la descongestión del sistema, pero 
no se ha logrado avanzar en una mejora sustancial a la trami­
tación de los procesos penales de cara a los juicios orales. 

En Chihuahua, Oaxaca y Zacatecas, de acuerdo a 
Zepeda, existen mayores posibilidades de lograr un cambio 
sustancial, ya que se han adoptado reformas integrales que abor­
dan tanto la lucha por un sistema más justo como efectivo. 

Sin embargo, el desafio de lograr su cabal instrumentación 
todavía es tá en pie. 

2. Contenido de /o reforma constitucional 

Para llegar a la situación de reforma que hoy se vive en 
l\féxico, es necesario recorrer el camino de las últimas décadas 
en materia de cambio judicia1.26 Los años ochenta fueron el 
inicio de las reformas en esta materia; así, en 1987 se produjo 

la reforma constitucional que generó tres cambios importantes: 

n Zepeda Lecuona, Guillermo, el/ofnJ ttlllas IIrgt1ltts poro la rrformo pnwI. 
Colección PnJplltstar para ti cambio, CIDAC 
26 Se sigue en esta descripción el texto de Fix-Ficrro. Héctor, "La Reforma 
en México: entre la eficacia autoritaria y la incertidumbre democrática". E. 
bllSca de 1/110 jllstido distinta. Experiencias tk rrfo,.",o tll Amirica La/üw, Pásara, 
Luis (comp.), Instituto de Investigaciones Juridicas-UNA~4 México, 2004. 
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• Dejó en manos de la Suprema Corte la decisión de 
cuestiones de constitucionalidad sustancial, tras­
ladando a los Tribunales Colegiados de Circuito la 
decisión ftnal en los amparos de legalidad (es deeir, 
intentó una separación entre la "justicia ordinaria" y 
"justicia constitucional", dejando esta última a cargo 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación); 

• Amplió las facultades de la Suprema Corte de Justicia 
como órgano de gobierno y administración del Poder 
Judicial Federal, permitiendo un mayor crecimiento y 
una especialización técnica; 

• Incorporó al texto constitucional bases constitu­
cionales expresas para los tribunales locales y garantias 
judiciales para sus integrantes. 

En el contexto de esta reforma también puede men­
cionarse la creación de los Tribunales Agrarios, en 1992. 

Posteriormente, en 1994, se produjo una nueva refor­
ma de gran signiftcado para el ámbito judicial, que implicó: 

• Una nueva composición para la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

• Ampliación de la competencia de la Suprema Corte 
de Justicia en cuestiones de constitucionalidad. 

• Creación del Consejo de la Judicatura Federal como 
órgano de gobierno y administración del Poder Judicial 
Federal. 

• Institución formal de la carrera judicial. 

Las plataformas electorales de los partidos en 1994 y los 
resultados concretos de la reforma ponen de maniftesto que 
la preocupación por la seguridad pública y la justicia se encon­
traban instaladas en México. 

Desde el Poder Ejecutivo, el Programa Nacional de Segu­
ridad Pública (2003), estableció entre los cambios necesarios 
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en materia de justicia y seguridad la necesidad de promul­
gar un nuevo Código de Procedimien tos Penales para toda la 
República, que incorporara la compactación de la averi~ 
guación previa y el proceso en un solo procedimiento, el 
Ministerio Público tuviera control jurisdiccional, los juicios se 
realizaran en forma oral y se establecieran mecanismos para 
la reparación del daño a la víctima. 

Por su parte, en el ámbito del Poder Judicial se ha 
afirmado" que: 

... los cambios a la justicia penal deben empezar 
a discutirse inmediatamente y su ejecución tampoco 
debe demorar. La reforma a la justicia penal re­
presenta una oportunidad para replantear y for­
talecer la imagen del sistema de justicia en }¡'Iéxico. 
Los poderes judiciales deben ser especialmente 
activos en la discusión. 

Se observa entonces que, durante los últimos años, se 
ha sostenido una abierta discusión sobre la necesidad de reali­
zar cambios en el área judicial y en el tema penal par­
ticularmente. 

Así, se llega al momento actual, en que luego de un 
proceso de debate de varias iniciativas legislativas,'" el Congreso de 
la Unión y la mayoria de las Legislaturas de los Estados apro­
baron la reforma a diversos artículos de la Cons titución 

Ti Sup:rema Corte de Justicia de la Nación, LibnJ hla"aI tU la rtfof'11tO jlldicíal. 
UIIO agtlllJa paro la jlldiaa '11 Afb.ictJ. Suprema Corte de Justicia de b Nación, 
México, 2006. 
VI De acuerdo al Dictamen de la Cámara de Diputados dd Honorable 
Congreso de la Unión, de 12 de Diciembre de 2007, fueron cinco las 
iniciativas que se presentaron a esa instancia a raíz de la necesidad de 
reforma constitucional en materia de procedimiento penal; sin embargo, 
todas las iniciativas fueron dictaminadas en forma conjunta por coincidir 
en sus planteamientos básicos sobre las necesidades de reforma. 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos. El objetivo prin­
cipal de la reforma es profundizar los lineamientos consti­

tucionales en materia del debido proceso y juicio oral en 
México, tanto en el ámbito federal como local, a través de la 
regulación de un sistema procesal penal acusatorio en Rllestro derecho 

mexicano, así como aplicar diversas modificaciones al sistema 
penitenciario y de seguridad pública, con el fin de dotar al Estado de 
elementos suficientes que permitan combatir la criminalidad, la im­
punidad, así como procurar e impartir jllsticia en forma pronta, clara 
y expedita, garantizándose de esta forma la seguridad y sistemas de 
impartición de justicia a la población en general 29 Para tal efecto, 

se establecen las bases jurídicas para ti sistema procesal acusa­
torio,fortaleciéndose los pn'nciPios de presunción de inocencia, derechos 
de la víctima, cargas procesales, acción privativa. 30 

La reforma constitucional expresa una clara voluntad 
de avanzar hacia un sistema acusatorio; paradigmático en 
este sentido es el texto del Dictamen de la Cámara de Dipu­

tados de Diciembre de 2007: 

o •• el modelo de justicia penal vigente, ha sido superado 
por la realidad en que nos encontramos inmersos. 
En tal virtud, se propone un sistema garantist~ en el 
que se respeten los derechos tanto de la víctima y 
ofendido, como del imputado, partiendo de la pre­
sunción de inocencia para este último. Tal sistema se 

regirá por los principios de publicidad, contra­
dicción, concentración, continuidad e inmediación, 
con las características de acusatoriedad y oralidad; 
la primera, para asegurar una trilogía procesal en la 
que el ministerio público sea la parte acusadora, 
el inculpado esté en posibilidades de defenderse y 

29 Dictamen Final Senado, Marzo 2008. Punto 11.1. Materia de la :Minuta 
30 Dictamen Final Senado, Marzo 2008. Punto 1I.2.L Materia de la :Minuta 
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que al final? sea un Juez quien determine 10 condu­
cente; la segunda, que abonará a fomentar la transpa­
rencia? garantizando al mismo tiempo una relación 
directa entre el Juez y las partes, propiciando que 
los procedimientos penales sean más ágiles y sencillos. 

37 

No obstante, la reforma también incluye una serie de 
normas especiales para los casos de delincuencia organizada 

que han sido leídas por algunos como contradictorias con el 
sistema propuesto. No es ésta la ocasión para analizar esas 

normas, pero vale la pena decir que en principio ellas no 

aparecen como un obstáculo para la aplicación del sis­

tema acusatorio en el sistema federal, en primer lugar, por­

que aún en esos casos se aplican los principios generales y 
por lo tanto el procedimiento deberá ser oral y contradictorio; 
y en segundo lugar, porque los casos de delincuencia 
organizada son pocos con relación al conjunto de los casos 

(0.37% del total de casos conocidos en el año 2006, según 
cifras de la PGR))I Y además, esos casos se concentran en los 
juzgados que funcionan en las sedes de los tres recluso­

rios de alta seguridad y por tanto, no impactan sino a una 

porción limitada de los órganos judiciales. 
El único tema que podría tener impacto en la adecua­

ción al nuevo sistema procesal, son las normas que establecen 

un régimen excepcional para la prisión preventiva de algunos 
delitos. En la medida en que esas normas sean interpre­

tadas como de inexcarcelabilidad, esto sí supone alterar la 
lógica del sistema acusatorio en cuanto a elementos tan fun­
damentales como la presunción de inocencia y, en general, 

a los incentivos y controles que este sistema establece. 

lt Fuente: http://www.pgr.gob.mx/temas%20relevantes/estadistica/Averi­
guacion%2Oprevia%20e%2Oincidencia%2Odelictiva/incidencia%20entidad/ 
incidencia%20entidadasp 
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a. Etapas del Proceso. Diferenciación de fases y 
establecimiento del juicio oral como etapa central 

A lo largo de todo el procedimiento, el sistema acusatorio 
requiere, de una de las partes, la recolección de elementos sufi­
cientes para aftrmar que una persona ha cometido un delito 
(investigación suficiente) y, de la otra, la posibilidad efectiva 
del ejercicio del derecho de defensa frente a la actividad de 
investigación; para ello debe existir una división de fun­
ciones que posibilite que personas distintas estén a cargo de 
la investigación y la defensa y que exista un efectivo control, 
un tercero que pueda garantizar que este equilibrio entre acu­
sación y deferisa se dará en la práctica del proceso penal; ese 
rol de control está destinado al Poder Judicial, que deberá 
ejercer dicha función en las distintas fases reguladas del 
procedimiento penal con independencia e imparcialidad. 

Se ha hecho referencia anteriormente en este estudio 
a la problemática actual vinculada a la averiguación previa: 
el establecimiento de un estándar muy alto para dar inicio al 
procedimiento penal sin ningún tipo de control jurisdiccional en 
la actuación efectuada durante esa etapa previa, ha generado 
como correlato la existencia de sentencias que en su conte­
nido asumen lo actuado durante la averiguación previa, por 
lo que el :Ministerio Público no necesita procurar una inves­
tigación que luego deba resistir un efectivo debate en juicio, 
ya que tal debate no se dará y la defensa ve muy acotada su 
posibilidad efectiva de ejercicio de ese derecho, puesto que la 
etapa en que se reúne la mayor parte de la evidencia que se con­
siderará en la sentencia, DO cuenta con control judicial. 

A fin de superar la situación actual, el texto del artículo 20 
constitucional reformado establece en su apartado A los ptinci­
pios generales del proceso penal, siguiendo las reglas esta­
blecidas por la garantía del juicio previo: 

• En cuanto a la dimensión objetiva o forma del pro­
cedimiento, el artículo 20 A delinea un proceso cuya 
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etapa central es el juicio oral, público, contradictorio 
y continuo pero que, adicionalmente a ello, establece 
la necesidad de preparación y la posibilidad de con­
trol. Con relación a la fase previa al juicio, la investi­
gación del hecho, es importante señalar que el 
artículo 20 deja claro que los principios establecidos 
para el juicio deben respetarse en todas las audien­
cias preliminares que se dieran (artículo 20, apartado 
A, fracción X) . 

• En cuanto a la dimensión subjetiva, deja clara la 
necesidad de que sea un Juez distinto al que ha inter­
venido en las estapas anteriores al juicio el encargado 
de, sobre la base de las pruebas efectivamente des­
ahogadas en la audiencia de juicio, dictar la sentencia 
correspondiente al caso. Establece la obligación de 
inmediación de parte del Juez con relación a la prueba, 
prohibiendo expresamente la delegación de fun­
ciones (toda audiencia se dua"ollará en presencia del ¡"et 
artículo 20, apartado A, fracción 11) . 

• Además, como cambio sustancial, la Constitución 
introduce una nueva resolución judicial, la vincu­
lación al proceso, que a diferencia del anterior auto 
de formal prisión, establece un estándar más bajo de 
control y se podria entender que la desvincula de las 
medidas cautelares que deberán ser discutidas por 
separado una vez resuelta la vinculación por el Juez. 

b. Rol de las partes en el proceso. Posición de 
las partes y posibilidad real de intervención 

i) Diferenciadón de rol" y encargados de Sil (IImplimimto 
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En lo que hace a la responsabilidad de control del Poder Judi­
cial sobre el desarrollo del proceso, el artículo 16 constitucional, 
en su párrafo décimo tercero establece que contará con Jueces 
de control cuya función será resolver m forma inmediato,y por 
(IIalqllitr medio, las solidtlld" de medidas calltelares, providendas 
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precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran 
control jlldicial, garantizando lo! derecho! de lo! indiciado! y de la! 
víctima! 11 ofendido!. Por su parte, el artículo 20 apartado A, 
fracción IV, establece que e/juicio se celebrará ante IIn Juez que no 
haya conocido el caso previamente. La Constitución establece 
funciones diferenciadas y figuras diferenciadas: las resolu­
ciones de solicitudes que surjan durante la etapa de inves­
tigación y el control necesario sobre esa investigación, estarán 
a cargo del Juez de control; en tanto un Juez distinto será el 
encargado de valorar la prueba que se presente durante la 
fase de juicio y decidir la sentencia correspondiente. 

Tratándose de la investigación, una dificultad que se ha 
señalado en la actualidad es que, habiendo adquirido una impor­
tancia tan significativa la averiguación previa y la información 
allí recolectada, la actuación posterior de los órganos inves­
tigativos, una vez iniciado el proceso penal, parece tener una 
importancia menor. El diseño del proceso que entrega el 
artículo 20 reformado supera esa dificultad al establecer con 
claridad. como ya se ha mencionado, al juicio como la etapa 
de producción de la prueba y, adicionalmente, determinar 
que la carga de la pmeba para demostrar la CIIlpabilidad corresponde 
a la parte aCII!adora, conforme lo utablezca el tipo penal (artículo 
20, apartado A, fracción V). A partir de este diseño, el Mi­
nisterio Público y los órganos de investigación pasan a tener 
funciones claras a 10 largo de todo el procedimiento: durante 
la investigación deberán recolectar los elementos que per­
mitan sostener la acusación en juicio y respaldarla con la 
prueba de cargo suficiente para generar convicción en el tri­
bunal y, ya en el juicio, deberán prepararse para realizar 
esa presentación, desahogando la prueba en una audiencia 
que permita el control por parte de la defensa. 

En cuanto a la defensa, adicionalmente al esta­
blecimiento preciso de la garantía de defensa para el imputado 
(artículo 20, apartado B, fracción VIII), se establece la obli­
gación estatal de contar con un servicio de defensa pública 
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que se encuentre, por 10 menos, en las mismas condiciones 
operativas que los órganos de investigación (artículo 17, 
párrafo 6) y el derecho de igualdad procesal para el ejercicio 
efectivo de la defensa y del principio de contradicción 
(artículo 20, apartado A, fracción V). 

ii) La intervención de la víctima durante el proceso 

La necesidad de generar una respuesta a la víctima del delito 
ha estado presente como uno de los temas fundamentales a 
ser abordados por la reforma en todas las iniciativas legis­
lativas existentes y ha culminado con el establecimiento con­
creto, en el artículo 20, apartado e constitucional, de una 
serie de derechos que buscan generar un mayor protagonismo 
e intervención de la víctima en el proceso penal, en aquellos 
casos en los que sea su deseo intervenir activamente. 

De una parte, debe considerarse que en la reforma 
se conservan importantes derechos que ya han sido recono­
cidos con anterioridad. Tal es el caso de la garantía de la 
víctima para recibir asesoría jurídica por parte del Ministerio 
Público, a ser informado de los derechos y a recibir infor­
mación del curso del caso durante su tramitación, si así lo 
solicita. 

Se preservan los derechos a recibir atención médica y 
psicológica, así como a contar con otras medidas de pro­
tección y auxilio. 

Se establece una nueva dimensión constitucional de 
la coadyuvancia para los efectos de que la víctima pueda 
intervenir directamente en el juicio e interponer los recursos 
en los términos que establezca la ley. Se trata de permitir que 
pueda adherirse a la acusación del Ministerio Público. 

Se prevén, como nuevas garantías para las víctimas, la 
posibilidad de resguardar su identidad cuando se trate de per­
sonas menores de edad, o bien cuando se trate de víctimas de 
violación, secuestro o delincuencia organizada, siempre que el 
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juzgador estime que es necesario para su protección. Se esta­
blece, asimismo, la obligación de! Ministerio Público para dise­
ñar estrategias para la protección de las víctimas y los ofendidos, 
testigos y todos los demás intervinientes en e! proceso. 

Se amplía, además, e! alcance del derecho a impugnar 
las resoluciones de no ejercicio de la acción pena! para los efec­
tos de que comprenda todas las formas en que ello pueda su­
ceder, es decir, cuando se trate del desistimiento y de la reserva. 
Diversos criterios jurisprudenciales ya preveían esos extre­
mos, los cuales ahora se reconocen expresamente en la 
Constitución. 

iii) La sitllación del implltado 

En e! apartado B se establecen ahora los derechos de la persona 
imputada. En primer lugar, se reconoce expresamente el 
derecho a la presunción de inocencia. El principio permite 
enmarcar el proceso como una práctica para obtener la 
prueba de que un sujeto ha cometido un delito, y mien­
rras no se satisfaga, ningún sujeto puede ser considerado cul­
pable ni sometido a pena. La culpa debe ser demosrrada, no 
así la inocencia, que se establece en un estado jurídico del 
imputado. 

La fracción Il prevé el derecho a declarar o a guardar 
silencio. El derecho consiste en declarar, en el momento en 
que e! imputado lo desee, o a guardar silencio, sin que este 
último pueda ser usado como indicio de culpabilidad en contra 
del imputado. El momento específico para hacer exigible 
este derecho es precisamente la detención, pero no se limita 
a ese único momento sino que se extiende a lo largo de todo 
e! proceso pena!. 

La fracción III establece la garantía de dar a conocer 
a! imputado desde e! momento en el que es detenido o en su 
primera comparecencia ante el Ministerio Público o el Juez, 
los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten. 
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La fracción IV establece el derecho a ofrecer la prueba 
pertinente. Este derecho se diseña a partir del establecimiento 
de la condición de oportunidad para el ofrecimiento de la prueba 
y también el auxilio que se pudiera requerir para obtener 
la comparecencia de testigos. 

La fracción V prevé el derecho de ser juzgado en una 
audiencia pública por un órgano jurisdiccional unitario o cole­
giado. La posibilidad de un juicio con garantías como derecho 
fundamental del imputado permite hacer una anticipación 
de lo que en él ocurrirá y determinar la mejor forma en la 
que se quiere enfrentar la persecución penal. 

La fracción VI prevé el derecho a la información. La regla 
general es que al imputado se le proporcione oportunamente 
toda la información necesaria para que ejerza su derecho a la 
contradicción y a la defensa. La información de la inves­
tigación efectuada deberá revelarse al imputado si éste es dete­
nido; en el momento de ser citado en calidad de probable 
responsable; o bien cuando se le vincule a proceso. A partir 
de esos momentos se le deberán proporcionar todos los datos 
que el imputado solicite para su defensa y que obren en 
los registros de la investigación. 

La fracción VII se refiere al plazo razonable para el 
juicio. Se preserva la regla de que el inculpado será juzgado 
antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 
máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año 
si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite un 
plazo mayor para su defensa. 

La fracción VIII prevé el derecho a una defensa adecuada. 
Se establece como un derecho constitucional irrenunciable, 
el derecho a la defensa adecuada por abogado, eliminando la 
tradicional figura de la persona de confianza. 

La fracción IX establece nuevas reglas para limitar la 
prisión preventiva. Se prevé, además de la limitación de que 
no podrá exceder el máximo de pena privativa de libertad 
del delito de que se trate, que ya existe, una nueva regla de 
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duración máxima de esta medida cautelar consistente en que 
la prisión preventiva" no dure más de dos años si la demora 
es imputable al Estado. 

c. Cuestiones especificas 

i) Estahlecimiento de mecaniJmos alternativos 
de terminación del proceso 

Otra de las cuestiones que surge como una demanda per­
manente en las iniciativas de reforma y en los textos de 
análisis, es la necesidad de establecer un sistema de meca­
nismos alternativos al juicio, que permitan por una parte, 
brindar una justicia más rápida y efectiva tanto a la víctima 
como al imputado y, otra, descongestionar el sistema de casos 
menores para poder enfocar la atención en aquéllos que 
efectivamente deben llegar a juicio. 

En este punto, la reforma ha establecido en el artículo 
17 constitucional que: 

... las leyes preverán mecanismos alternativos de solu­
ción de controversias. En la materia penal regularán 
su aplicación, asegurarán la reparación del daño y 
establecerán los casos en los que se requerirá super­
visión judicial. 

Es importante señalar dos cuestiones que el artículo 17 
deja claras y que es importante no perder de vista en el de­
sarrollo normativo posterior y la implementación de la reforma: 
debido a que una de las finalidades por las que se establece 
un sistema de mecanismos alternativos es la de brindar una 
justicia pronta y cumplida a las partes, la reparación del daño 
como requisito para la procedencia de un mecanismo alter­
nativo de terminación del proceso debe ser regulado en forma 
amplia; esto implica el establecimiento de posibilidades 
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abiertas de reparación~ no limitadas a determinadas fórmulas 
(la reparación económica como única posible, por ejemplo), 
de forma tal que se posibilite una verdadera intervención de 
los protagonistas (víctima e imputado) en la búsqueda de una 
solución de conveniencia para ambos, que efectivamente 
pueda ser cumplida una veZ asumido el mecanismo alterno 
de terminación. Como ejemplos de mecanismos distintos al 
juicio oral de terminar un proceso. en otros países, se en­
cuentran la suspensión condicional del proceso, el juicio 
abreviado y los acuerdos repara torios. 

Una segunda cuestión a considerar, es la necesidad de 
supervisión y control judicial de las salidas alternas; con rela­
ción a esto, vemos que el artículo prevé que será la ley la que 
establezca los casos que requieran de supervisión judicial y 
aquí es necesario adelantar que la ley que se ocupe de esta 
temática debe considerar la importancia de establecer un equi­
librio en el que el juzgador, sin convertirse en parte del proceso 
(determinando de oficio la posibilidad de procedencia de un 
mecanismo alternativo, por ejemplo), sí tenga la facultad de 
evaluar cada caso en concreto y determinar si la aplicación 
de un mecanismo alternativo brindará una mejor solución al 
caso en concreto y dejará satisfechas a las partes (víctima e impu­
tado) en cuanto a sus pretensiones concretas. Varias de las 
iniciativas existentes con relación a I;t reforma han mani­
festado ya la necesidad de incorporar estos mecanismos sin 
generar a partir de ellos nuevas posibilidades de arbitrariedad; 
el establecimiento del control jurisdiccional es un elemento 
clave para cumplir con ese objetivo. 

ii) PrinciPio de inmediación en las actuaciones procesales 
y valoración de la pT1/eba 

Como se ha referido anteriormente en este reporte, el princi­
pio de inmediación ha generado en la práctica procesal de la 
actualidad incumplimientos (el Juez no está presente en las di-
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ligencias que debe realizar) y confusiones en cuanto a su inter­
pretación (confusión entre inmediación e inmediatez)." Esta 
situación de incumplimiento y confusión en el cumplimiento 
del principio genera una disminución evidente en la calidad de 
las decisiones judiciales: al no haber tenido el juzgador la 
posibilidad de percibir directamente el elemento probatorio, 
debe basar su decisión en la constancia elaborada por un 
funcionario disrinto a él, que más allá de la responsabilidad 
y buena fe con la que desempeñe su labor, no puede trans­
mitir todos los elementos para la valoración de la prueba que 
pueden percibirse cuando la prueba se presenta en forma 
directa. En el caso puntual de las declaraciones de testigos, en 
muchos casos lo que el juzgador recibirá serán las transcrip­
dones de las declaraciones que los testigos dieron en una fase 
anterior del procedimiento, y basará sus decisiones en dichas trans­

cripciones sin haber escuchado a los testigos ni baber tenido 
oportunidad de evaluar la actitud de los mismos al momento de 
brindar su declaración. Insistimos: más allá de la perfección con 
que la transcripción haya sido realizada, el juzgador no contará 
con elementos de importancia, que sólo pueden darse en los casos . 
en que presencia efectivamente la declaración. 

La reforma ha asumido esta dificultad y establece dis­
tintos lineamientos que contribuyen a superarla, partiendo por 
el establecimiento del principio de inmediación como uno de 
los principios rectores del sistema acusatorio (artículo 20) y 
profundizando en el desarrollo del diseño, a través de: 

• Una audiencia como metodología para la toma de 

decisiones no sólo en el juicio sino también en las 
etapas previas (artículo 20 apartado A, fracción X); 

II En el punto 2c) de este capítulo. se ha desarrollado el debate existente en 
la actualidad con relación a este tema. 
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• La obligación de presencia del Juez en la realiza­
ción de la audiencia y la prohibición de delegación de 
funciones (artículo 20 apartado A, fracción II); 

• La prohibición de valoración de elementos distintos 
a los efectivamente desahogados en el juicio como 
fundamento de la sentencia (artículo 20 apartado A, 
fracción III) 

A partir de estos lineamientos, se hace necesario un 
cambio en la metodología de toma de decisiones que actual­
mente se presenta, donde todos los elementos de convicción, 
independientemente del momento en que hayan sido obte­
nidos, parecen tener el mismo valor y donde la presencia del 
Juez al momento de la producción de la prueba parece ser 
una cuestión de menor importancia. Con la reforma, la única 
prueba que podrá valorarse en la sentencia será la que 
efectivamente se presente en el juicio, asumiendo que pro­
ducción efectiva implica la presencia de la prueba concreta 
(el testigo, por ejemplo), desahogándose frente al Juez y no 
pudiendo reemplazarse -salvo casos de excepción que el 
mismo artículo 20 ha establecido- por ningún elemento 
anterior ni distinto a la prueba en concreto. 

iii) Prisión preventiva 

Un último punto que ha estado presente como preo­
cupación central en la discusión de la reforma, ha sido el 
excesivo y extendido uso de la prisión preventiva como 
medida cautelar que, prácticamente, ha llevado en los hechos 
a reemplazar a la condena en función a que la mayor parte 
de las personas que se encuentran en prisión, lo están en ca­
lidad de detenidos preventivos esperando sentencia y no 
como condenados. Sin duda nos encontramos frente a un 
problema que excede al ámbito legíslativo, pero ello no quiere 
decir que la reforma pueda dejar de lado el problema sin 
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referirse al mismo. En este sentido, el articulo 19 constitucional 
establece el principio de excepcionalidad al determinar, en 
su segundo párrafo, que podrá solicitarse la detención pre­
ventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para 
garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de 
la investigación, la protección de la victima, de los testigos o de la comu­
nidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o ha.;'a !ido 
sentenciado previamente por/o comisión de un delito doloso. 

Adicionalmente, el artículo 20 constitucional, apartado B, 
fracción IX ha establecido un plazo máximo de duración de 
la prisión preventiva (no pudiendo exceder el máximo de la pena 
correspondiente por el delito perseguido y en ningún caso 
podrá ser superior a dos años). 

No debemos perder de vista, en adición, que la lectura 
de la reforma debe darse en forma integral y, en tanto tal, 
varias de las incorporaciones que se realizan (mecanismos 
alternativos de resolución del conflicto penal, clarificación 
de las etapas del procedimiento, oralidad como principio de 
actuación, audiencia como metodología para la toma de 
decisiones) contribuirán, en la medida en que su im­
plementación vaya siendo un hecho, a la disminución en la 
aplicación de la prisión preventiva. 

d) Un tema no menos importante, a pesar de que no 
fue objeto específico de la reforma constitucional, es el tema 
de la fundamentación y motivación de las decisiones judiciales. 
En este rubro habrá que considerar que el propio mecanis­
mo del amparo permite que la fundamentación y motivación 
se adecue al tipo de proceso de que se trate, en este caso a las 
audiencias. La experiencia muestra que en esta materia será 
necesario cambiar tanto la regulación como las prácticas en 
torno a la fundamentación, introduciendo modalidades diver­
sas que van desde resoluciones orales fundadas en la propia 
audiencia que quedan regis tradas en audio o video, has ta sen­
tencias escritas, más breves que las actuales, ya que no será 
necesario reproducir o resumir el contenido del expediente, 
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al mismo tiempo que más concentradas en hacer explícito el 
razonamiento que conduce a los Jueces a las diversas deci­
siones que adoptan. 

3. Ekmentos de 1In sistema arnsatono 

Este punto del estudio pretende poner de manifiesto los as­
pectos relevantes a considerar en el diseño de un sistema 
acusatorio y su configuración posible a partir de la refor­
ma constitucional. Como ha mencionado Zepeda:33 

Para mejorar cualitativamente al sistema penal se 
requiere cambiar a un sistema acusatorio, adversarial, 
público y oral, en el que las partes sean iguales, se 
desarrolle la profesionalización de los servidores pú­
blicos y abogados que participan en el proceso, en el 
que se proteja a la víctima y se respeten los Derechos 
Humanos. En lo cuantitativo se debe fortalecer la 
prevención y la justicia cívica y la procuración social 
reservando al sistema penal para casos extremos en 
que se apliquen los procedimientos y las sanciones 
de manera proporcionada. Así, se introducen meca­
nismos de justicia restaurativa, se símplifican proce­
dimientos en delitos en los que no hay intenciona­
lidad (como accidentes de tránsito), privilegiando el 
acuerdo y la reparación del daño. En conclusión, se 
desarrollan respuestas más efectivas y eficientes para 
los conflictos sociales, al mismo tiempo que se des­
congestiona el sistema, permitiendo que más y 
mejores recursos humanos y materiales se destinen 
a la inteligencia policial, la investigación criminal 
científica, los peritajes y la captura y reclusión de 
responsables de delitos violentos y graves, entre ellos 
el crimen organizado. 

II Zepeda Lecuona, Guillermo, CuoIrtI lemas "'!!IIlts paro la rtjorma pefffll~ 
Colección propuestas para el cambio, CIDAC Disponible en: wwwcidarO(& 
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Se procura, a continuación, desarrollar los elementos 
del sistema acusatorio, parriendo por la metodología de tra­
bajo propia de dicho sistema y pasando luego al análisis 
con la estructura que se ha desarrollado en los apartados an­
teriores. 

a. La metodología de trabajo en el sistema acusatorio: 
importancia de la audiencia 

La función del Juez en un sistema acusatorio es., fundamen­
talmente, garantizar el cumplimiento de los derechos de las 
partes. Para ello, es necesario transformar el método de trabajo 
basado en la construcción de un expediente que guarda 
registro formal de todo, hacia un sistema que genere un en­
torno de condiciones que permita que esta función se cumpla. 
La audiencia aparece aquí, entonces, como un método que 
permite a las partes hacer efectivas las garantías reguladas 
constitucionalmente y facilitar la generación de información 
relevante para la toma de una decisión de calidad Si un agente 
del Ministerio Público quiere solicitar una prisión preventiva, 
y pide una audiencia a ese efecto, producir información 
relevante significará mostrarle a! juzgador, bajo el control de 
la defensa, que estará presente en la audiencia ejerciendo su 
derecho a la contradicción: 

• Que ha sucedido un hecho que constituye un delito; 
• Que el imputado es con probabilidad autor de ese 

hecho o tiene a! menos algún grado de participación; 
• Que existe peligro de fuga, obstaculización de la inves­

tigación, reincidencia; y 
• Que la prisión preventiva es la única medida que puede 

impedir que ese peligro se cumpla y con ello se frus­
tre el proceso pena!. 

Sobre cada uno de estos cuatro aspectos el agente del 
Ministerio Público deberá pronunciarse en forma concreta, 
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aportando información sobre la base de la investigación que 
viene realizando con el objeto de mostrarle al juzgador que 
esto es efectivamente como lo está afirmando. De su parte, 
la defensa tendrá la posibilidad de contradecir cada uno de 
los puntos y será su decisión si contradice todos o sólo alguno 
de ellos. Puede suceder, por ejemplo, que la defensa asuma 
que el hecho existió y que su defendido tiene un grado de 
participación, pero puede discutir la existencia del peligro 
de fuga; o puede incluso asumir que el peligro de fuga existe, 
pero puede discutir la necesidad de l. prisión preventiva, 
afirmando que una medida menos gravosa será suficiente 
para evitar la realización del peligro. Las posibilidades son 
múltiples, lo importante es generar el entorno donde las 
partes puedan abrir este debate. Y parte esencial para que 
esto ocurra será la conducción del Juez, quien a través de un 
accionar casi pedagógico, conducirá la audiencia posibilitando 
el debate sobre aspectos relevantes y llamando la atención 
en aquellos puntos que resulten impertinentes. 

A partir de esta definición de la audiencia como 
metodología y la consiguiente descripción de la utilidad de 
l. misma para posibilitar decisiones de la más alta calidad 
posible, veamos cuáles son las implicaciones para la efectiva 
realización de una audiencia: 

i) Prewlcia inintemtmpida del fllet 

Ya se ha hecho referencia en apartados anteriores a esta nece­
sidad y a la obligación establecida en la reforma consti­
tucional, así como la prohibición de la delegación de las 
funciones judiciales. Esta labor de conducción sólo puede ser 
asumida por el Juez, quien debe estar en forma permanente, 
desde el inicio hasta el fin de la audiencia observando el 
accionar de las partes y considerando las peticiones que las 
mismas le formulen ya que sólo el conocimiento directo de 
las mismas y sus fundamentos le permitirá tomar una 
decisión de calidad. 
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ii) Presencia de las parle! 

Son las partes las que deben establecer los puntos de debate 
y las peticiones concretas al juez, por ello deben estar pre­
sentes y deben presentar su caso. N o se trata de una ratifi­
cación de lo presentado previamente por escrito, ya que el 
juez sólo podrá decidir sobre la base de lo visto y oído en 
audiencia. Si una de las partes concurre a la audiencia y afirma 
simplemente "me ratifico en lo presentado por escriton el 
juez no podrá tomar ninguna decisión sobre esa base., ya que 
lo presentado por eJetito no ha sido introducido, presentado, ni 
explicado en la audiencia y, por tanto, es información que no 
puede considerarse. Las partes deben concurrir a la audiencia 
y presentar su caso, lo que implica establecer el pedido con­
creto que realizan y el fundamento que les permite hacerlo, 
tanto desde los hechos cuanto desde el derecho. 

iii) Desahogo de m.dios de p11leba en 
el taso en que ésta deba producirse 

Por regla general, la prueba se desahoga en la audiencia de 
juicio oral, ya que es ese el momento donde debe acreditarse a 
través de la misma que el hecho ocurrió como se afirma que 
ocurrió y que el imputado tuvo el grado de participación 
que la acusación pretende otorgarle. En las audiencias pre­
vias al juicio oral, genera1mente se dará un debate de corte más 
argumentativo, ya que el principal control, en caso de que 
una parte esté afirmando hechos falsos, es el que realiza su 
contraparte; llegados al juicio oral, en cambio, debido a que 
el Ministerio Público tiene la obligación constitucional 
de demostrar su caso, deberá producir toda la prueba perti­
nente a tal efecto. Siempre que deba producirse prueba, ésta 
debe ser efectivamente desahogada en la audiencia de que se 
trate. Ello implica que no es prueba, por ejemplo, el acta con 
la declaración que el tes tigo dio durante la inves tigación, la 
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prueba será el testigo apersonándose y declarando en la 
audiencia; no es prueba el informe escrito presentado por el 
perito, la prueba será el perito mismo viniendo al juicio y 
explicando el procedimiento que realizó y los resultados a los 
que llegó; no es prueba el acta de incautación del arma de 
fuego, la prueba será el elemento material-el arma de fuego­
traído a juicio para que el tribunal pueda apreciarlo. Resulta 
de suma importancia asumir esta cuestión desde el inicio de 
la implementación, ya que se corre el riesgo de volver al 
expediente, transformando toda la prueba en actas levantadas 
durante la investigación que vienen al juicio a reemplazar 
los elementos probatorios propiamente tales y convierten 
a la audiencia en una leatralización de lo ya actuado en el expe­
diente. Por ello, es importante señalar que la reforma cons­
titucional ha procurado ser muy clara con relación a la 
posibilidad de adelantar o anticipar la prueba sólo en deter­
minados casos muy puntuales, específicamente establecidos 
por el artículo 20, fuera de lo cual toda prueba debe ser des­
ahogada efectivamente en la audiencia. 

iv) Pllbliddad 

Otro elemento importante de las audiencias es la efectiva 
posibilidad de la presencia del público que desee asistir 
a la misma. En este punto es importante recordar que la 
publicidad es primero una manifestación de la forma repu­
blicana de gobierno, que se expresa en el derecho de todo 
ciudadano a controlar la forma como se está ejerciendo la 
justicia en su país, es decir, el derecho de todo ciudadano 
a controlar los actos de gobierno. En este sentido, es 
necesario ser muy cuidadosos a la hora de establecer limi­
taciones a la publicidad y antes bien, es necesario organizar 
los tribunales de forma tal que quien desee participar en 
una audiencia, observando la forma en la que se está 
llevando a cabo, pueda hacerlo sin sentirse intimidado o 
expulsado. 
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Pero además, la publicidad debe entenderse como una 
garantía para los propios ciudadanos que intervienen en el 
proceso (imputados, víctimas, testigos, etc). El hecho de que 
las actuaciones procesales se desarrollen de este modo 
previene arbitrariedades, negligencias, incumplimientos y 
todo tipo de prácticas impropias que suelen albergarse bajo 
la protección de la opacidad de procedimientos que se 
desarrollan en privado o alejados del público. Es cierto 
que en algunos casos, más bien excepcionales, la publicidad 
puede también afectar otros derechos de uno o más de los 
involucrados en el caso, por ejemplo, la privacidad de la víc­
tima o la presunción de inocencia del imputado. En esos 
casos, lo que se genera es un conflicto de derechos que debe 
ser resuelto ponderando los valores en juego en las cir­
cunstancias específicas del caso y, en el caso de que sea 
necesaria alguna restricción, es necesario buscar aquella que 
limite la publicidad en la menor medida posible. En cualquier 
caso, hay que procurar evitar reglas generales de restricción 
o exclusión de la publicidad para categorías de casos, ma­
terias o situaciones. 

v) Continuidad 

La continuidad es una característica necesaria para cumplir 
con la fmalidad de posibilitar una decisión de calidad. Otro 
riesgo muy presente en los procesos de implemenración, 
sobre todo en la transición de un sistema regido por el ex­
pediente a uno netamente oral, es el de comenzar a programar 
audiencias espaciadas en el tiempo; ello puede resultar perju­
dicial para el nuevo sistema, ya que es la invitación más 
cómoda a retomar al expediente, que posibilitaba esos inter­
valos de tiempo sin generar mayores consecuencias. La audien­
cia debe comenzar y terminar con con tinuidad; en los casos 
excepcionales en que se extienda más allá de la jornada 
laboral, debe suspenderse hasra el dia siguiente y retomarse 
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inmediatamente, de forma tal que se posibilite a las partes 
una coherencia en sus argumentaciones y al juzgador un real 
conocimiento de los hechos, las pruebas y las peticiones. 

VI) Resolución y valoración de la prueba en audiencia 

De la misma forma que las partes tienen la obligación de 
presentar y respaldar su caso en la audiencia, el juzgador 
tendrá la obligación de resolver inmediatamente cerrado el 
momento de debate, en la audiencia, sobre la base de lo visto 
y oído en ese período de tiempo que la audiencia duró. Esto 
no implica que, en caso deTribunales Colegiados, los Jueces no 
puedan deliberar sobre la prueba producida; en estos casos 
la deliberación debe producirse inmediatamente cerrada la 
erapa del debate y ser ininterrumpida, de forma tal de basar­
se en la prueba que se ha producido y la valoración de la misma. 

Se evita de esta manera la tentación a recurrir a los 
respaldos del expediente o a información producida por fuera 
de la audiencia y se posibilita una decisión no únicamente de 
mayor calidad sino además más rápida y efectiva. En la medida 
en que las partes comprendan que sólo sirve a la decisión 
la información que aportan en el desarrollo de la audiencia, 
comenzarán a desarrollar mejores destrezas y habilidades 
para transmitir la información pertinente, a fm de lograr que 
sus peticiones sean atendidas. 

b. Erapas del proceso 

i) Averiguación Previa (actividad preprocesal del Ministerio 
Público) 

Una cuestión de diseño que parece importante abordar en 
función a lo observado, es la referida a la actividad del Minis­
terio Público para la preparación de la acción penal. Las 
preocupaciones observadas en los debates bibliográficos y pre-
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sentes también en la mayoría de las entrevistas realizadas 
durante la visita del equipo del CEJA, aparecen vincnladas con 
el cuestionamiento de hasta dónde puede llegar la infor­
mación recolectada en la averiguación previa y cuál será su 
utilidad como parte del proceso penal. 

La actividad inicial del Ministerio Público está desti­
nada a esclarecer el hecho y ubicar las pruebas. Es importante 
recordar, como ya se ha afirmado, que los resultados de esta ac­
tividad no tienen valor probatorio a menos que cada una 
de las pruebas sea presentada en el juicio oral de acuerdo con 
los principios del mismo, establecidos en la reforma consti­
tucional -la información contenida en esta actividad de 
investigación sirve a la toma de decisiones del 11inisterioPú­
blico sobre el camino a tomar con el caso y en caso de que se 
resuelva al Juez~ sirve para justificar el estándar de la vincu­
lación al proceso, (los datos exigidos por la ley para demos­
trar la existencia del hecho y la probabilidad de participación). 

En nuestra opinión, las nuevas normas constitucionales 
cambian la lógica de la averiguación previa según la cual el 
1finisterio Público realiza una investigación completa antes 
de judicializar. En el nuevo sistema. en muchos casos la in­
vestigación previa a la vinculación será solo preliminar. lo que 
es consistente con la exigencia de un estándar más bajo, esa 
investigación deberá, en muchos casos. continuar después 
de la vinculación, con el fin de conseguir las pruebas com­
plementarias necesarias para satisfacer el estándar más alto 
del juicio oral. 

La importancia que se le asigna a la averiguación previa 
actualmente tiene relación con la validez que en la actualidad 
se le otorga a su contenido como prueba para fundar una sen­
tencia. A partir del establecimiento constitucional de la nece­
sidad de producción de la prueba en audiencia, parece quedar 
claro que nada de lo conocido en la averiguación previa 
podrá ser utilizado en calidad de prueba, a menos que sea 
efectivamente desahogado y producido en la audiencia del 
)WC10. 
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En función a lo expuesto, la averiguación previa pier­
de todo valor para el proceso y pasa a ser una primera etapa de 
investigación del Ministerio Público, para la toma de deci­
sión sobre el camino a encarar. En la medida en que esa 
fase sea entendida así, no debería presentarse mayor con­
troversia sobre lo que suceda en su transcurso ya que, adi­
cionalmente, en aquellos casos en que se vulneren derechos, 
sean de la víctima o del imputado, la reforma se ha encar­
gado de establecer mecanismos de control y restitución 
inmediata de los derechos vulnerados. 

c. Las partes en el proceso acusatorio 

i) El rol de lo! Juece! 

Uno de los principios rectores que debe asumirse sobre el Po­
der Judicial es el referido a los Jueces, como funcionarios 
cuyo rol está orientado hacia la verificación de cuatro 
aspectos: 

• La protección de los derechos básicos del imputado; 
• El respeto de los derechos de la víctima en el proce­

so penal; 
• El control sobre el Ministerio Público para que haga 

un uso razonable de las facultades que la ley le concede 
en su rol- de acusador; y 

• La resolución de conflictos entre las partes. 

Como se observa, contrario a lo que suele afirmarse 
en los procesos de reforma, el Juez no pierde poder" ni deja 
de tener importancia en el proceso sino que asume un rol 
central, esencial para el efectivo cumplimiento del debido 

J.4 Esta afirmación sobre la pérdida de poder del Juez en el cambio de sistema 
suele estar vinculada a la tradición inquisitiva, donde el Juez es, prácticamente, 
el responsable de la investigación. Al establecerse un proceso con una división 
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proceso. La diferencia de rol consiste en que abandona 
su función habitual de guardián del trámite y la formali­
dad, para asumir la función de garante de los derechos de 
ambas partes. Esto implica a un Juez conductor, que asu­
me -sobre todo en los primeros tiempos de la implemen­

tación de la reforma- un rol de conducción sobre las partes, 
en sentido de orientarlas sin involucrarse en su función espe­
cífica para el correcto cumplimiento de los fines del proceso 

y de su tarea. 
A continuación se analizan algunos aspectos vincu­

lados a las figuras jurisdiccionales que se establecen con la 
reforma constitucional mexicana . 

• Juez de control 

La creación del Juez de control es una de las innovaciones 
introducidas por la reforma constitucionaL De acuerdo con 
10 establecido en el articulado constitucional, puede apre­
ciarse que las funciones de este Juez serán: 

• Resolución en forma imparcial de las snlicitudes 
del Ministerio Público que se traduzcan en afec­
tación de derechos del imputado; así, si el agente del 
Ministerio Público encargado de la investigación re­
qniere ingresar al domicilio del imputado, deberá soli­
citar la orden correspondiente al Juez de control; 
si quiere pedir que se imponga la detención preventiva, 

de funciones que pone la responsabilidad de investigar y acusar bajo el ám­
bito del !\.linisterio Público, se considera que el juez pierde su función en el 
proceso. Como se observará en el detalle de este apartado~ el proceso 
acusatorio establece un rol fundamental al juez, al atribuirle la función de 
equilibrar la intervención de las partes y garantizar el efectivo cumplimiento 
de los derechos de las mismas. 
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deberá dirigir su solicitud al Juez de control posibilitando, 
en el marco de una audiencia oral, la discusión sobre su 
procedencia o no con la defensa; si quiere que se re­
ciba alguna prueba con carácter de prueba anticipada, 
deberá presentar la solicitud al Juez de control para que 
éste convoque a una audiencia donde se discuta con 
la defensa la efectiva necesidad o no de adelantar esa 
prueba; es decir, que cada vez que el agente del Minis­
terio Público precise realizar un acto de investigación 
que afecte los derechos del imputado, o pretenda res­
tringir el ámbito de libertad del mismo, deberá solicitar 
una audiencia con el Juez de control, donde éste, 
posibilitando a la defensa el ejercicio del contradictorio, 
tomará la decisión sobre la procedencia o no de la 
petición formulada por el agente del.Ministerio Público. 
Nuevamente véase que esta decisión será tomada en 
una audiencia oral y que la única solicitud escrita será 
la solicitud de audiencia, para posibilitar la discusión en 
ese ámbito . 

• Conflictos que se presenten durante el desarrollo 
de las etapas previas al juicio oral; por ejemplo, exis­
riendo para la víctima el derecho a coadyuvar en la 
labor del Ministerio Público, puede presentarse el caso 
en que la victima proponga una determinada labor de 
investigación (entrevistar a determinados testigos, 
concurrir a determinado lugar, hacer una reconstrucción 
del hecho, etc.) y el Ministerio Público se niegue a rea­
lizarla; en tal caso, la víctima podrá concurrir ante el 
Juez de control para solicitar que en su carácter de con­
tralor del proceso y de garante de los derechos de las 
partes, ordene al Ministerio Público atender su pedido. 
Desde el punto de vista del imputado y su defensor, 
puede ocurrir que el Ministerio Público tenga reti­
cencias en permitir el acceso a la investigación al defensor; 
si se diera es te caso y el defensor no tuviera posibilidad 
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de conocer la investigación que el :Ministerio Público 
está realizando, podría concurrir ante el Juez de control 
para solicitar que ordene al1finisterio Público cesar 
en su comportamiento y permita ejercer el derecho 
de defensa en juicio. Este tipo de cuestiones, que tie­
nen directa relación con el respeto por los derechos 
de las partes, serán decididas por el Juez de control, 
sobre la base de las peticiones concretas que las partes 
formulen . 

• Control de convenios entre las partes; en aquellos ca­
sos en que se abra la posibilidad para la aplicación de 
un mecanismo alternativo de resolución de la con­
troversia, hemos visto que la reforma constitucional 
establece la necesidad de que la ley regule en qué casos 
habrá control jurisdiccional. El Juez de control puede 
tener a su cargo el control de esos convenios, por 
ejemplo, en términos del efectivo cumplimiento de la 
reparación del daño, si estuviéramos ante un caso donde 
las partes han conciliado en cesar la persecución penal 
a cambio de la cobertura de los gastos causados por 
el hecho ocurrido; o el cumplimiento de determinadas 
condiciones por parte del imputado (no concurrir a de­
terminados lugares, no comunicarse con determinada 
gente, comenzar algún tipo de tratamiento, hacer un 
trabajo comunitario, entre otros) en aquellos casos en que 
la medida alternativa haya establecido que el imputado 
tiene esas obligaciones como condición para la sus­
pensión de la persecución pena!. 

Vistas algunas de las funciones que este Juez tendrá 
en el proceso, el Juez de control será una figura distinta a! 
Juez o tribunal de juicio. El texto del artículo 20, apartado 
A, fracción IV, así lo establece al prever que el juicio se de­
sarrollará ante un Juez que no haya conocido el caso previa­
mente. Como se ha visto, la reforma diseña un proceso donde 
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el juicio oral tiene una etapa previa de preparación~ que 
garantice que existe un sustento suficiente como para acusar 
a alguien de la comisión de un delito; el conttol de esta etapa 
previa estará a cargo del Juez de control, en tanto la etapa de 
juicio será ejecutada por un funcionario distinto, que no 
COnoZca el caso y pueda valorar sólo aquello que se presente 
en audiencia. 

Una cuestión que debe considerarse desde la regu­
lación e implementación del Juez de control es la vinculada 
a la celeridad que debe garantizar esta figura en la toma de 
decisiones~ ya que muchas de las mismas estarán vinculadas a 
autorizaciones necesarias para avanzar en la investigación 
que deben tomarse en forma rápida y eficaz (ingresos a domi­
cilios~ obtención de determinados elementos de convicción, 
ete.); de otto modo, se correrá el riesgo de perder elementos 
importantes desde el punto de vista del Ministerio Público. 
No puede, por ello, regularse una actuación del Juez para 
este tipo de decisiones que establezca plazos prolongados en 
la resolución. En este sentido, una decisión importante para 
no desvirtuar el sistema, será la que establezca o bien la actuación 
de este Juez en forma permanente; es decir~ un sistema que 
permita a la investigación contar con un Juez para presentar 
sus solicitudes las 24 horas del día, todos los días del año 
y le garantice resoluciones inmediatas (es decir, garantizar 
que la comunicación entre el Juez y las partes será a través 
de medios sin mayores formalidades), o bien, la posibilidad de 
admitir que en casos de urgencia los actos puedan llevar­
se a cabo para luego ser analizados y ratificados posterior­
mente por el Juez. Este es un tema central a considerar para 
el correcto desarrollo de la etapa previa al juicio. 

Adicionalmente, en cuanto a la implementación de esta 
función, es importante establecer que el hecho de ser dos fi­
guras distintas -la que conttolará la etapa previa y la que 
sustanciará el juici<>-, ello no implica que tendrán dos formas 
de actuación diferentes, ya que ambos Jueces desarrollarán 
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su labor dentro del mismo proceso penal, respondiendo a 
los mismos principios de diseño. Hemos visto que el artículo 20, 
apartado A, fracción X constitucional se encarga de aclarar 
que los principios rectores deben observarse no sólo en el 
juicio sino también en las audiencias previas al mismo. En ese 
sentido, aquellos aspectos que hemos desarrollado como 
componentes necesarios de una audiencia deberán respe­
tarse en la actuación del Juez de control. 

Deben diferenciarse también las decisiones que tendrá 
a su cargo este Juez y las decisiones del Juez del juicio oral 
en términos de necesidad probatoria. Como hemos men­
cionado previamente, las discusiones que se den durante la 
etapa preparatoria no requerirán, por regla general, de la pro­
ducción de la prueba las decisiones del Juez de control estarán 
basadas en los antecedentes preliminares existentes, ele­
mentos de convicción que sirvan a los efectos de acreditar 
los dichos de las partes. La prueba, en sentido estricto, se re­
serva para su producción en el juicio oral, que es el momento 
indicado para generar convicción en el tribunal sobre la cul­
pabilidad o no culpabilidad de una persona . 

• Tribunal de juicio oral 

Siendo el juicio la etapa central del proceso penal, este órgano 
jurisdiccional tendrá como tarea fundamental la de valorar 
la prueba producida en juicio, con el ftn de determinar la 
culpabilidad o inocencia de la persona acusada de la comisión 
de un delito. 

Con el objeto de cumplir su función, el juzgador de­
berá también cumplir con los principios de realización de la 
audiencia oral, como hemos señalado previamente, hacien­
do posible un juicio oral, público, contradictorio y conrinuo. 
En el caso del juicio oral, la suspensión de las audiencias y 
consiguiente ruptura de la continuidad aparece como un 
riesgo que hay que considerar y procurar evitar desde el iuicio 
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de la implementación. Los Jueces deben estar dedicados a 
la realización de audiencias y, a diferencia de la posibilidad 
actual de llevar a cabo diligencias en paralelo por el trabajo 
de los secretarios de juzgado, la prohibición de delegación de 
funciones claramente indica que elJuez sólo podrá sostener 
una audiencia por vez, y el principio de continuidad manda 
que esa audiencia deba concluir antes de iniciar otra. En ese 
sentido, la agenda de juicios del Juez debe ser elaborada 
cuidadosamente y el personal de apoyo debe garantizar que 
nada interrumpirá el juicio -salvo casos excepcionales, que no 
hayan podido preverse-. 

Otra cuestión a considerar desde la función del Juez 
de juicio es la relativa a la producción y valoración de la prueba. 
Aqui la regla es clara: sólo es prueba aquélla producida en 
juicio y ello implica que el Juez no debe conocer el caso con ante­
rioridad al inicio de la audiencia (ya que eso puede generar 
un prejuicio y comprometer su imparcialidad sin resultar útil, 
puesto que no podrá tener en cuenta la información que 
haya obtenido con anterioridad al momento de dar la senten­
cia) y que la decisión debe tomarse inmediatamente termi­
nada la audiencia (con la salvedad que se ha realizado con 
relación a la deliberación que debe darse en caso de Tri­
bunales Colegiados), sin ninguna posibilidad de consulta a 
antecedentes propios de la etapa previa al juicio. 

Por ello, la labor fundamental del Juez será, una vez 
cerrado el debate y presentadas las clausuras de las partes, 
valorar cada una de las pruebas producidas en forma indivi­
dual e integral, de manera libre y lógica, determinando la 
responsabilidad penal o no de la persona acusada. Y nue­
vamente aquí debe llamarse la atención: el Juez de juicio de­
berá valorar toda la prueba que se produzca en el desarrollo 
de la audiencia. no sólo aquella que sirva para apoyar su deci­
sión. y, adicionalmente, debe quedar claro que valorar la 
prueba significa dar razones sobre por qué se consideró 
determinada prueba en cierto sentido y por qué otra prueba 
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no fue considerada. Como se ve, aquí está implicada una obli­
gación previa de las partes durante el desarrollo del juicio: cons­
truir la credibilidad de su caso, generando elementos que otor­
guen o resten credibilidad a la prueba que se produzca en el 
juicio y que permitan este trabajo posterior al Juez de juicio. 
Como ya se ha mencionado, la decisión del Juez de juicio debe 
tomarse inmediatamente clausurado el debate. 

En la regulación que se establezca para elJuez de juicio 
oral es importante también considerar qué intervención se 
dará al Juez -si es que a1guna- en cuanto a sus facultades pro­
batorias. En la actualidad, se ha observado que los Jueces 
tienen determinadas facultades de producción de prueba; por 
ejemplo, realizando preguntas cuando los testigos se con­
tradicen (entre ellos o con una versión anterior de los hechos 
dada por ellos mismos), en materia pericial en determi­
nados delitos (por ejemplo, cuestiones de índole de salud, cues­
tiones fmancieras, o cuando hay una menor implicada por 
abuso sexual) suelen ordenarse por parte del Juez periciales 
destinadas a dirimir contradicciones entre otros peritOs.35 

Se ha visto una preocupación central por parte de los 
Jueces en sentido de "descubrir la verdad" en las entrevistas 
realizadas y ello tiene una vinculación directa con la posi­
bilidad de producir prueba de oficio. En este sentido, no es un 
tema menor de discusión el de la regulación que se realizará 
en función a la nueva reforma.. Parece ser que, por el diseño 
contenido en la Constitución, la tendencia va en sentido de 
restringir al máximo posible la posibilidad de los Jueces de pro­
ducir oficiosamente prueba,. ya que la función de inves­
tigación y prueba del delito está en cabeza de la acusación, 
pudiendo establecerse la posibilidad para el Juez de juicio 
de formular cuestionamientos aclaratorios, pero siempre sobre 
la base de la prueba propuesta y producida por las partes. 

)5 Entrevista sostenida en Juzgado de Distrito de Procesos Penales Federales!, 
el 26 de Febrero de 2008. 
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Por último, cabe resaltar que es necesario considerar 
la necesidad de que el órgano a quien se le encargue esta misión 
debe estar revestido de una gran legitimidad, tanto al inte­
rior del propio sistema judicial, como respecto del conjunto 
de la sociedad mexicana. Al respecto, es necesario tener en cuenta 
que sus decisiones serán en la mayor parte de los casos de­
finitivas, y que el sistema destinará en el acto del juicio sus 
mejores esfuerzos con el fin de lograr obtener una buena 
calidad de información, así como una legitimación social de 
la decisión. 

Todo lo anterior hace que sea necesario discutir con 
cierto cuidado cuál será la composición adecuada para ese tri­
bunal y no limitarse a reproducir el status quo que establece 
la existencia de un Juez individual para la sentencia de primera 
instancia. 

En el contexto laÚfioamericano la decisión mayorita­
ria a este respecto ba sido la de establecer tribunales de tres Jueces 
a 10 menos para los casos de los delitos más graves, en al­
gunos pocos casos se han introducido algunas formas de parti­
cipación popular por la vía del jurado popular o escabinado. 
El panorama en el resto del mundo es similar en cuanto a la 
variedad de soluciones, lo que da cuenta de la importan­
cia de la cuestión. Creemos que la pregunta relevante aquí es: 
¿qué tipo de órgano juzgador cumpliría en México con la 
condición de generar alta legitimidad tanto en el propio sis­
tema institucional como en el conjunto de la comunidad? 

La respuesta a esa pregunta pasa por varios factores y 
probablemente deba ser diferenciada en relación con los 
tipos y la complejidad de los casos. Entre los elementos a 
tener en cuenta hay que considerar el de la complejidad de 
la tarea de capturar la información para fallar, combinada con la 
de dirigir el debate y mantener el orden en la sala, la necesidad de 
fortalecer la independencia para fallar en casos en los cuales 
puede haber importantes presiones. La apariencia de in­
dependencia en cuanto un sólo Juez puede teóricamente 
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ser más fácilmente objeto de amenazas, de ofertas u otro 
tipo de influencias indebidas . 

• Juez de ejecución 

Otro órgano jurisdiccional novedoso que comienza a existir 
con la reforma constitucional es el denominado Juez de 
ejecución. Esta figura debe ser analizada con sumo cuidado, 
ya que su incorporación implica más que la creación de un 
nuevo órgano, la asunción de la etapa de ejecución de la pena 
como una parte integrante del proceso penal desde el ámbito 
jurisdiccional y no ya meramente administrativo. 

En la actualidad, una vez dada la sentencia y resueltos 
los recursos, la ejecución de la pena es un ámbito que queda 
reservado en cuanto a su contro~ cumplimiento y aplicación 
de beneficios, a la administración penitenciaria. La figura del 
Juez de ejecución, como garante del efectivo cumplimiento 
de los fines de la pena, viene a romper en alguna medida ese 
esquema administrativo, incorporando un control juris­
diccional extra que reqniere un diseño que, a la vez que po­
sibilite resultados positivos desde el punto de vista jurisdiccional, 
no genere rupturas en la lógica de la administración peni­
tenciaria. 

Para verlo con un ejemplo, los directores de centros 
penitenciarios responden a una autoridad administrativa bajo 
la cual ejercen sus funciones y que, a la vez, es quien controla 
su accionar y vela por la correcta administración de los 
penales; la incorporación del Juez de ejecución agrega un 
nuevo control., externo, a los directores -y a todo el personal­
de los centros penitenciarios, que si bien puede resultar 
positivo, también puede generar numerosos inconvenientes 
en términos de cadenas de mando y jerarquías (generán­
dose una situación similar a la que suele darse con la poliáa que 
debe responder a sus jerarquías pero también debe hacerlo 
al Ministerio Público en temas de investigación criminal). 



El SISTEMA PENAL ACUSATORIO EN MExICO 67 

Por ello, sostenemos que esta figura debe ser diseñada pensando 
en su mejor utilidad y en los ámbitos concretos que pueden re­
querir un nivel espeófico de control jurisdiccional El esquema 
para la definición de las funciones y estructura del juez de 
ejecución, tendría que considerar también las existentes reglas 
legales y administrativas correspondientes. 

Avanzando en esa línea, podrían pensarse en funciones 
específicas para el Juez de ejecución en los siguientes ámbitos: 

• Cumplimiento de penas privativas de libertad. Dentro 
de este ámbito el juez de ejecución debería orientar 
su accionar a verificar los tiempos de cumplimiento 
de las penas, de los recursos, los avances en el sistema 
progresivo de ejecución de la pena, las posibilidades 
de acceso a beneficios penitenciarios, la posibilidad de 
ingresar en la modalidad de ejecución a través de la liber­
tad condicional, el control sobre las sanciones disci­
plinarias aplicadas por la administración penitenciaria 
a los reclusos, y el incumplimientos de parte de la admi­
nistración, tratándose de derechos de los condenados . 

• Supervisión de condiciones impuestas en la aplicación 
de mecanismos alternativos. En esta área, el Juez de 
ejecución podría- funcionar como contralor en el caso 
de aplicación de penas alternativas y/o en aquellos 
casos donde se haya recurrido a una salida alternativa 
al proceso penal que implique el cumplimiento de 
determinadas condiciones (se ha descrito un ejemplo 
al estudiar las posibles funciones del Juez de control, 
una de las cuales podría ser compartida o delegada en 
el juez de ejecución). 

Es importante señalar que, en función a los principios 
establecidos por la reforma constitucional, si bien no existe 
un mandato expreso, sería óptimo que la regulación de la acti­
vidad de los jueces de ejecución establezca la obligación para 
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estos de realizar audiencias para la toma de las decisiones que 

les correspondan. 
Además, se advierte de la reforma constitucional, que 

ésta es una de las figuras que no se encuentra en el régimen 
de transitoriedad de 8 años, sino que de acuerdo con el 
artículo quinto transitorio del Decreto que modifica la Cons­
titución, se establece que: 

El nuevo sistema de reinseroón previsto en el párrafo 
segundo del artículo 18, así como el régimen de 
modificación y duración de penas establecido en el 
párrafo tercero del artículo 21, entrarán en vi­
gor cuando 10 establezca la legislación secundaria 
correspondiente, sin que pueda exceder el plazo de 
tres años, contados a partir del día siguiente de la 
publicación de este Decreto. 

ii) La acusación y la defensa 

El rol de las partes también cambia sustancialmente con 
relación a su posición actual, ya que deben convertirse en pro­
tagonistas del caso que sostengan, y ello implica que deben 
probar sus afirmaciones en juicio. La realidad observada y 
descrita en los textos que se han analizado indica que las 
partes han asumido una labor más bien pasiva, de trami­
tadoras del caso, esperando el impulso del Juez, quien al tener 
la obligación de decidir el caso procurará, dentro de sus po­
sibilidades, obtener la mejor información posible para la 
decisión. Adicionalmente, como se ha señalado con an­
terioridad, la averiguación previa constituye en la actualidad 
el motor de funcionamiento de todo el procedimiento, con­
figurando prácticamente las decisiones posteriores en el caso. 

El sistema acusatorio, contrario a esa realidad, obliga 
a las partes a producir información de calidad que permita al 
Juez tomar una buena decisión. La acusación debe aportar, 
en los primeros momentos del proceso, elementos de con-
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vicción que permitan sostener con un mínimo de seriedad 
que el hecho ocurrió, constituye delito y el imputado tuvo 
algún grado de participación; llegada al juicio, la acusación 
deberá probar cada una de las afirmaciones que realice, y 
eso pone bajo su responsabilidad una obligación muy es­
pecífica en términos de precisión, ya que no puede realizar 
afirmaciones vagas, ni esperar que el Juez supla su inefi­
ciencia y produzca prueba de oficio -tema que acaba de 
tocarse en el punto anterior de este reporte- o decida por 
fuera de lo visto y oído en la audiencia de juicio. 

De su parte, la defensa también tiene una obligación 
puntual, la cual es promover la contradicción, medir la calidad 
de la prueba aportada por la acusación y mostrarle al juzgador 
aquellos aspectos que no resulten creíbles, sean contra­
dictorios o tengan alguna falla, buscando siempre el mejor 
resultado posible para su cliente (que no necesariamente será 
la libertad, pero sí puede ser una pena menor, o una alter­
nativa al juicio oral). 

A partir de estas obligaciones específicas de las partes, 
entonces, debe abandonarse la idea de la "suplencia de la 
queja" que coloca en manos del Juez la responsabilidad de 
solucionar todas aquellas malas actuaciones de las partes. 
Es absolutamente comprensible -y deseable- que el sistema 
no esté dispuesto a arriesgar la libertad de una persona por 
la mala actuación de su representante; pero también debe íns­
talarse la idea de que un sistema acusatorio exige de los abo­
gados, tanto de la acusación a través del Ministerio Público 
o de los querellantes particulares en cuanto de la defensa, 
preparación, estrategia y seguridad en los casos que con­
currirán a defender a los estrados judiciales. Adicionalmente, 
la "suplencia de la queja", como se entiende en el sistema 
tradicional mexicano, obliga o tiene como presupuesto 
la posibilidad del Juez de amparo de revisar un expediente 
escrito, que precisamente en d sistema acusatorio pierde todo 
sentido frente a la oralidad de las audiencias. 
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La dinámica del sistema acusatorio se basa en una 
lógica de competencia. Las partes tienen incentivos para mos­
trar la mejor versión de su rol frente a la posibilidad de 
quedar evidenciados por la otra en su incompetencia o falta 
de preparación. Relevarlas de esa responsabilidad no es con­
veniente porque suprime esos incentivos y puede estimular 
los comportamientos burocráticos y poco innovadores. 

d. Cuestiones específicas 

i) La prueba en el jllicio oral 

Se ha realizado previamente una descripción sobre la forma 
actual de valorar la prueba para la sentencia en el proceso 
penal. En función a ello, consideramos importante establecer 
algunas precisiones adicionales a las ya mencionadas con 
relación a esta temática y su regulación a partir de la reforma. 

En lo que se refiere a la valoración de la prueba, 
dicha valoración se realizará al momento de dictar la sen­
tencia, por el Juez o tribunal de juicio. Esta valoración debe ser 
libre y basarse en lo visto y oído en el transcurso de la audien­
cia de juicio. A partir de esto~ se asume como principio, la su­
presión de cualquier forma de prueba tasada: cada prueba 
debe ser valorada en función a la credibilidad que las partes 
le hayan generado o restado durante el transcurso del juicio. 

Por ello, el Juez ya no tiene ninguna obligación de pro-
1110verdeterminadas pruebas. Por ejemplo, una de las cuestiones 
que varios Jueces entrevistados refirieron, fue la necesidad de 
informar a los imputados sobre su derecho al careo consti­
tucional e, incluso, promoverlos en forma directa cuando con­
sideraban que existían contradicciones. En un sistema de 
libre valoración de la prueba, el Juez no tiene ningún deber 
de promover la producción de determinadas pruebas y, en 
caso de presentarse contradicciones, tiene el deber de resolver 
dichas contradicciones a partir de la credibilidad específica 
que las partes cons truyeron para cada una. 
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Adicionalmente, el Juez o tribunal de juicio debe tener 
presente que el principal interesado en la producción de una 
deterruinada prueba es la parte que propuso esa prueba y, 
por tanto, es esa parte también la que debe trabajar en la cons­
trucción de credibilidad y proporción de elementos que 
permitan una valoración adecuada en la sentencia. 

En cuanto a la base del fallo, la prueba debe ser 
conocida directamente en la audiencia, dando la posibilidad 
de confrontación a la parte perjudicada por ella, y al público, 
la posibilidad de percibirla junto con el Juez; volvemos 
entonces a la importancia de asumir que la prueba es aquella 
que viene al juicio, no las actas de declaraciones previas, ni 
las actas de incautación~ ni los informes de los peritos. Para 
que la prueba sea tal, debe presentarse en el juicio y debe 
posibilitarse a la contraparte (quien no propuso la prueba 
sino que viene a confrontarla) la posibilidad de contrade­
cirla y, de esa forma, generarle una mejor visión al Juez 
de juicio para su valoración. Por es to, de la misma forma que 
las partes tienen obligación de aportar estos elementos a partir 
de una correcta producción de la prueba que ofrezcan y un 
adecuado control de la prueba propuesta por su contraparte, 
el Juez tiene la prohibición de consultar información que no 
se haya producido efectivamente en el juicio, quedándole com­
pletamente vedado el acceso al expediente del caso o a cual­
quier instrumento documental en el que consten datos 
referidos al ruismo. 

ii) Rtvisiones (medios de impllgnación) en el proceso penal 

Finalmente, dentro de este punto, es importante conside­
rar las revisiones posibles en el proceso penal. Al describir 
los linearuientos de la reforma constitucional, se ha hecho re­
ferencia al cumplimiento de la garantía del juicio previo 
como pilar para el diseño de la reforma: el juicio oral como cen­
tro del proceso pero, a su vez, la garantía de que ese juicio 
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sea preparado (etapa de investigación) y controlado (etapa 
de recursos). Con relación a la etapa de investigación, el texto 
constitucional ha establecido que los mismos principios 
establecidos para el juicio deben respetarse en la realización 
de audiencias previas al mismo. Sin embargo, con relación a 
los medios de impugnación posteriores al juicio, existe un 
silencio en el texto constitucional que podría llevar a suponer 
que los recursos pueden mantenerse como en la actualidad, 
a través de un procedimiento escrito. 

Sin embargo, se exponen a continuación los funda­
mentos considerados válidos para pensar en un sistema 
de medios de impugnación que respete también los princi­
pios establecidos para el juicio oral, principalmente los refe­
ridos a la oralidad, publicidad, contradicción y continuidad. 
Ya se ha establecido, a lo largo de este texto, la importancia 
de reconocer en la audiencia a una metodología de trabajo ade­
cuada para posibilitar la efectividad del debido proceso, a la 
vez que permitir decisiones de la más alta calidad posible. 

El hecho de tomar decisiones en audiencia, sobre la 
base de lo controvertido en ese espacio, genera cambios sus­
tanciales, no sólo en lo que hace a la forma de trabajo de los 
abogados postulantes, sino también con relación a la forma 
de registro de los juicios penales. En la actualidad, el expediente 
constituye una relación detallada de cada una de las ac­
tuaciones que suceden durante el trámite del proceso; el expe­
diente impone la obligación de registrar y consignar 
absolutamente todo, de la forma más fiel posible. Un sistema 
de audiencias, no impone esa obligación SIDO que establece, de 
una parte, una exigencia enorme de precisión hacia las partes, 
que deben entrenarse adecuadamente para presentar su caso 
en la forma más clara posible y dar elementos suficientes 
al juzgador para que considere su petición como correcta; de 
otra parte, un sistema de audiencias establece para el Juez, 
la obligación de decidir sólo sobre lo visto y oído en audien­
cia, dando sus decisiones a partir de un sistema de libre 
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valoración en el que deberá explicar a las partes y al público 
en general, cuáles son los elementos que lo llevan a tomar 
una determinada decisión y por qué los ha preferido sobre 

otros presentados en el transcurso del juicio. 
En un sistema con estas características, parece que la 

consecuencia lógica ~que, en caso de no estar de acuer­
do con la decisión asumida por el Juez de juicio, la acusación 
o la defensa pudieran recurrir a otro tribunal que, respetando 
los mismos principios permitiera abrir una instancia de con­
trol en la que, a parrir de un nuevo debate, el impugnante 
presentara sus argumentos al tribunal de control y la con­
traparte pudiera presentar argumentos a favor de sostener 
la decisión impugnada. 

Esto implica que un sistema de impugnación acorde con 
la lógica del proceso acusatorio, no puede basarse en la revi­
sión de actas escritas, sino que debe posibilitar un nuevo es­
pacio de debate y controversia entre los interesados. Por ello, 
es importante desde este momento comenzar a pensar en el 
diseño de un sistema de impugnación que mantenga los prin­
cipios del juicio oral y la audiencia como metodología de 

trabajo. 
En la experiencia comparada, la mayoría de los países 

que han introducido la oralidad lo han becho sobre la base de 

un sistema de instancia única constituida por el juicio oral. 
En estos modelos la posibilidad de impugnación se traduce en 

general en recursos de casación u otros similares, en los que 
se pueden revisar diversos aspectos del juicio y la sen­
tencia, pero en los que en general el tribunal que lo conoce 
tiene limitadas facultades para modificar la sentencia y lo 
que debe hacer en la mayoría de las hipótesis es la realización 

de un nuevo juicio. 36 

Existen pocos casos de sistemas de doble instancia, 
esto es, en los que el segundo tribunal tenga una atribución 
amplia para modificar la sentencia del primero. En este caso, 
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con el fin de guardar la consistencia con el sistema oral, el 
tribunal superior está obligado a reproducir la prueba en las 
mismas condiciones del primero, es decir, la segunda instan­
cia supone una repetición del juicio con los costos y demoras 
que eso lleva aparejado. 

Adicionalmente en este punto es importante comenzar a 
considerar cómo se vinculará el nuevo proceso con el proce­
dimiento del amparo, ya que existen allí dos dificultades 
que deben encontrar solución urgente, para prevenir posi­
bles congestionamientos en la implementación del sistema: 

• La utilización del procedimiento escrito como me­
todología para la resolución del amparo, que generará 
dificultades vinculadas con el regístro de los juicios y 
las posibilidades de revisión de los mismos (miuima­
mente, si no se encara una reforma legislativa al amparo 
que adecue el procedimiento al sistema oral, debe 
comenzar a debatirse cómo presentarán sus recursos 
y cómo señalarán en los registros audiovisuales o mag­
netofónicos los agravios por los que presenten sus 
recursos) . 

• El manteuimiento de la obligación de los tribunales 
de amparo de realizar la "suplencia de la queja" que ge­
nerará, en el caso de un procedimiento oral, que un 
tribunal que no ha conocido, escuchado ni visto el 
juicio, entre a revisar detalladamente todas las ac­
tuaciones realizadas, sin ningún tipo de información 
sobre los sucesos concretos y la forma en la que el 

36 Ejemplos de este tipo de modelo son prácticamente todos los sistemas 
latinoamericanos, como Argentina, Chile, Colombia, Perú, Costa Rica, 
Guatemala, El Salvador y varios otros. También España, Italia, el sistema ge­
neral en Alemania, entre muchos otros. 
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procedimiento se llevó adelante. Esto puede generar 
tremendos desequilibrios que podrían atentar contra 
la implementación adecuada del sistema acusatorio. 

Esta cuestión, vinculada a la relación entre el proce­
dimiento penal y el procedinúento de amparo, debe ser tomada 
en cuenta, ya que en la actualidad el amparo, es un proce­
dimiento permanentemente utilizado durante el desarrollo del 
proceso y como control de la sentencia final. Sin embargo, 
con la reforma y el cambio de metodología de trabajo, debe con­
siderarse la revisión de este sistema, en función a la nueva 
regulación establecida para el proceso penal. En este sentido, 
es importante asumir que el establecimiento y regulación del 
Juez de control como encargado de velar por las garantias 
durante la etapa previa al juicio, vienen a cumplir práctica­
mente la misma función que en la actualidad se cumple a 
partir del amparo indirecto; por ello, no resultaria procedente, 
a partir de la reforma, la interposición de amparos sobre 
cuestiones que ya han sido resueltas por el Juez de control. 
Es entonces importante comenzar a debatir las posibilidades 
de cambio en la actual regulación del sistema de amparos, sea 
para reducir su procedencia en materia de procedimiento pe­
nal (en función a que los derechos y garantías protegidos a 
través de ese recurso serán tutelados por los órganos juris­
diccionales que la reforma prevea para tal efecto), o para 
readecuar el sistema en función de posibilitar la com­
patibilidad con la reforma constitucional. 
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,. Diagnóstico de la justicia federal en México. 
Fortalezas y debilidades del sistema actual 

Tradicionalmente, la ley se ha asumido como la herramienta 
idónea para producir el cambio en materia judicial. Las refor­
mas legales han sido protagonistas indiscutibles en todos los 
intentos de transformación que han sucedido en América Latina; 
sin embargo, al momento de analizar los resultados logrados, 
vernos cómo aquellos países" que han iniciado y culminado el 
proceso con la reforma normativa, se han quedado a la mitad 
del camino de la transformación. Esto debido a que la reforma 
legal es sin lugar a dudas un elernento necesario, pero no es su­
ficiente realizar una reforma legal para promover un cambio 
judicial, sobre todo cuando ese cambio implica una trans-

37 Países como Guatemala y Costa Rica, por ejemplo. que iniciaron la refor­
ma procesal penal en Centroamérica y el continente. se encuentran en la actuali­
dad implementando procesos de capacitación y reforma instituciooal de adecua­
ción a la norma procesal penal, ya que luego de realizar evaluaciones sobre 
la marcha del sistema, han observado que los cambios sustanciales esperados 
no habían pnxlucido :resultados, en buena medida debido a la mantención del 
sistema escrito y sus lógicas burocráticas durante las etapas anteriores al juicin 

79 
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formación cultural. Por ello~ es necesario asumir que para una 
adecuada implementación de la reforma, deben desarrollarse 
diversos instrumentos que posibiliten un trabajo progresivo 
y constante, abarcando ámbitos que van desde lo institu­
cional y presupuestario, hasta lo educacional y comunitario. 

En ese sentido, esta parte del reporte intentará des­
cribir a grandes rasgos esos aspectos a desarrollar, partiendo 
de la base de que la reforma debe constituirse en una política 
integral que vaya más allá de lo estrictamente normativo y 
diseñe en forma concreta la implementación de esa norma, 
planificando actividades y fijando metas concretas que per­
mitan medir el éxito alcanzado en el mediano y largo plazo, 
a la vez que posibiliten corregir los errores que se den, con el 
meno!: costo posible. 

Es importante mencionar que la mayor parte de las 
cifras que se señalan en este apartado fueron proporcio­
nadas por la Dirección General de Estadística y Planeación 
Judícial del Consejo de la Judicatura Federal, que cuenta 
con gran cantidad y calidad de información que resultará 
sumamente útil para la planeación de la implementación del 
nuevo sistema procesal. 

a. Fortalezas 

Entendiendo a las fortalezas como aquellos aspectos que 
dependen en forma exclusiva de la institución analizada y 
que pueden contribuir, en este caso, a la correcta implemen­
tación de la reforma, se señalan a continuación aquellos 
aspectos que resultan de relevancia para tal efecto. 

í) Motivación y visión positiva 

Existen algunos miembros del Poder Judícial que se muestran 
motivados hacia el cambio y que pueden cumplir roles de 
liderazgo en el mismo. Durante las entrevistas realizadas en 
Jalisco se percibió un mayor nivel de conocimiento sobre el 
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contenido de la reforma que se hizo notar. Como se 
desarrollará más adelante~ es importante identificar a este 
tipo de funcionarios, ya que pueden ser buenos agentes 
difusores internos y generar compromisos con los demás 
para el correcto funcionamiento de la reforma. 

En el caso de los funcionarios que no contaban con 
tanta información, la visión en términos generales fue mayo­
ritariamente favorable a la reforma, viendo en las posibi­
lidades de la misma una mayor celeridad a los procesos (sobre 
todo en términos probatorios~ una cuestión que se tratará 
en el apartado siguiente y que apareció como preocupación 
durante todas las entrevistas realizadas a funcionarios 
judiciales). Los secretarios entrevistados" refirieron también 
esa actitud favorable hacia la reforma, cuestión que permite 
vislumbrar en estos funcionarios, posibles agentes de cambio 
comprometidos con la implemen tación. 

Las referencias negativas con relación a la reforma 
tuvieron que ver con temas muy concretos (la relación entre los 
procesos penales orales y el proceso de amparo escrito como 
una dificultad a enfrentar y la posible superposición de 
diligencias y dilación que puede generarse si no se planifican 
adecuadamente los tiempos, fueron cuestiones problemá­
ticas que surgieron como posibilidad de cara a la reforma con 
cierta frecuencia), pero en términos generales se puede afir­
mar que la posición de los funcionarios es muy favorable para 
el cambio. 

ii) &(1I"OI disponibleI 

El sistema vigente aparece bien dotado en términos de 
infraestructura y personal, lo cual implica que la inversión en 

" En el caso del D;strito Fed=l, enlIevis .. del 25 de febrero al Segundo 
Tribnnal Unietrio en materia penal. En el caso de GwdaIaj .... entIevista del 
3 de =0, al Segundo TribnnaI Unitario. 
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la implementación, en términos generales, no debería 
representar exigencias tan grandes de recursos. 

Los dos cuadros siguientes muestran la cantidad de 
jueces y de funcionarios administrativos con que cuenta el 
sistema de justicia Federal. 

CUADRO! 

Cantidad de Jueces Federales a octubre de 2007" 

Tipo de Juez 
Magistrados de Circuito 
Jueces de Distrito 
Total 

Número 
594 
300 
894 

Respecto a la cantidad de personal administrativo, su 
número se presenta en el siguiente cuadro. 

CUADRO 2 

Cantidad de personal administrativo (distinto de 
Jueces), al3! de diciembre de 2006<0 

Tipo de funcionario 
Funcionarios trabajando 
en tribunales y juzgados 
Funcionarios de apoyo 
Total 

Número 
18,636 

3,324 
21,960 

Tomando en cuenta los dos cuadros anteriores, si bien 
las cifras corresponden a fechas distintas, es posible calcular 
que aproximadamente existen 21 funcionarios por cadajuez 
en los tribunales federales mexicanos. A modo de compa-

19 Fuente: Consejo de la Judicatura Federal, Secretaria Ejecutiva de Carrc:n. 
Judicial, Adscripción y Creación de Nuevos Órganos. 
40 Fuente: Consejo de la Judicatura Fed~ Dirección Genetal de Est2dística 
y Planeación Judicial 
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ración con un sistema de justicia penal que ya ha implemen­
tado un modelo acusatorio oral, como es el caso de Chile, 
en los Juzgados de Garantías (quienes reciben los casos 
penales que ingresan al sistema judicial), el número de fun­
cionarios por cada Juez es de 3:9; y en el caso de los Tribunales 
de Juicio Oral en lo Penal, el número de funcionarios por 
cada Juez es de 2:2 en promedio. 

Haciendo otras comparaciones, para efectos de dimen­
sionar la disponibilidad de recursos con los que cuentan los juz­
gados y tribunales federales respecto a otros paises, los datos 
de los procesos penales ingresados a los Juzgados de Distrito 
especializados en materia penal en el 2007, indican que el mí­
nimo recibido por este tipo de Jjuzgados fue de 78 procesos, 
yel máximo fue de 418. Como estos juzgados son uuiper­
sonales, se deduce que el Juez de Distrito especializado en 
procesos penales que más casos recibió en 2007 fue de 418. 

En el caso de Chile, de los 15 Juzgados de Garantías 
que reciben procesos penales en la Ciudad de Santíago, el 
Juzgado al que menos procesos penales le ingresaron en el 2007 , 
recibió un total de 5,943 casos. Considerando que ese juzgado 
tiene una planta de 5 Jueces, se deduce que el número de 
procesos penales promedio porJuez fue en el año 2007 de 1,189, 
es decir, casi tres veces más que el Juez de Distrito Federal 
que más procesos penales recibió en México. 

Las cifras anteriores de dispouibilidad de personal y 
de cantidad de casos ingresados por Juez, indicarían clara­
mente que el sistema judicial federal mexicano, al menos 
en materia penal, cuenta con personal suficiente y la cantidad 
de procesos recibidos por Juez, al menos de procesos pe­
nales, es baja si se la compara con países que cuentan ya con 
un sistema penal acusatorio. 

La conclusión que extraemos sugiere que, en cuanto a 
Jueces, funcionarios y cargas de trabajo, el sistema está ade­
cuadamente dotado. Ello puede parecer extraño para quienes, 
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estando familiarizados con el funcionamiento del sistema mexi­
cano, lo ven permanentemente sobrecargado. Esto se explica, 
en nuestra opinión, debido a la metodología de trabajo del 
sistema mexicano, consistente en la producción de gruesos 
expedientes, en los que se generan innumerable cantidad de trá­

mites y que son sometidos una y otra vez a revisiones, que 
generan resoluciones que se escriben largamente y se suman 
al propio expediente. Gran parte de estos esfuerzos deben desa­
parecer con el sistema oral, el que se concentra en cambio 
en la realización de audiencias, en las que en algunos minutos 
u horas se resuelven todos los asuntos que se plantean en 
cada caso. 

En las visitas que realizamos pudimos ver que los tri­
bunales cuentan con una infraestructura adecuada en la 
que será necesario incorporar salas de audiencia que actual­
mente no existen, lo que en general no debería representar 
un costo demasiado importante. 

iii) Cifras ,./acionadar con /a operación tÚ 

jll"gaJos y tribllnaks en lIIateria penal 

Las cargas de trabajo son, en términos generales, razonables 
en el trabajo actual y perfectamente manejables en un sistema 
oral" Por otro lado, el número total de casos ingresados al 
conjunto de juzgados y tribunales se ha mantenido prác­
ticamente estable en los últimos 4 años. La tasa de resolución 

.. Como caso excepci<>rull de tr.unitación complejo han swgido algunos asuntos 
vinculados a la delincuencia organizada; existen juzgados que han llegado a 
tener casos con 140 tomos para el estudio; en estos la organización del 
juzgado varia. ya que todos los funcionarios lo estudian para lognr """ 
decisión cumpliendo los tiempos legales. Entrevista del di. 4 de =0 de 

2008 en TIjWUl2, Juzgado de Distrito. 
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anual (casos resueltos sobre casos ingresados), para los Juz­
gados de Distrito, Tribunales Colegiados y Tribunales Uni­
tarios, en cada año, tanto para amparos, revisiones y procesos 
penales, ha Estado en tomo al 100%, es decir, se resuelve 
casi la misma cantidad de casos que ingresan. Una obser­
vación constante de los Jueces y Magistrados ha estado dada 
en señalar que la carga de trabajo de sus juzgados se encuen­
tra al dia o con demoras muy breves y toleradas por el 
control que realiza el Consejo de la Judicatura Federal. 

Este dato constituye una fortaleza para el nuevo 
sistema en dos sentidos: 

• Permite proyectar el tiempo en concreto que se pre­
cisará para la liquidación de los casos tramitados con 
la legislación anterior, a partir de los tiempos de tra­
mitación actuales . 

• Permite tener claridad sobre los tiempos y personas 
necesarias para la implementación del nuevo sistema, 
a partir de esa readecuación que se ha desarrollado en 
puntos anteriores, en términos jurisdiccionales. 

Los siguientes son algunos datos relevantes que ilus­
tran las cargas de trabajo del sistema. 

iv) JII'{gados de Distrito 

A los Juzgados de Distrito ingresan, en materia penal y en 
otras materias en las que la Federación es parte, principal­
mente amparos indirectos. 

Las cifras respecto a casos ingresados, resueltos y 
pendientes al final de cada año, para estos dos tipos de casos 
se muestran en los siguientes cuadros. 
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CUADRO 3 

Cantidad de procesos penales ingresados, terminados 
y pendientes, desde 2004 al 2007, en Juzgados de 

Procesos Penales en el Distrito Fedetal42 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 

Ingresados 32,592 35,323 35,891 43,500 
Resueltos 32,939 36,432 36,330 44,140 
Pendientes 13,587 15,786 15,347 14,955 
Tasa de resolución 101.1% 103.1% 101.2% 101.5% 
Pon:entaje de pendientes 
sobre ingresados 41.7% 44.7% 42.8% 34.4% 

ND/a: La suma de los casos resueltos y pendientes no coincide 
necesariamente con los casos ingresados. 

Del cuadro anterior se puede apreciar que, si bien es 
cierto que la tasa de resolución anual (casos terminados so­
bre casos ingresados), es siempre levemente superior al 100%, 
lo que indica que el sistema tiene la capacidad para tra­
mitar la carga que recibe cada año, se observa a la vez que el 
porcentaje de casos pendientes sobre los ingresados se man­
tiene relativamente estable en cuanto a valores absolutos 
(en tomo a los 15,000 procesos anuales, lo que representa 
a su vez alrededor del 40% sobre casos ingresados), lo que 
indica que el sistema penal no ha sido capaz de ir dismi­
nuyendo el stock de casos pendientes. 

42. Fuente: Elaborado a partir de datos proporcionados por el Consejo de la 
JudKatwa Federal, Dirección Generu de Estadística y Ptaneación Judicial. 
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CUADRO 4 

Cantidad de amparos indirectos en materia penal 
ingresados, terminados y pendientes al final del año, 
desde 2004 al 2007 ,en Juzgados de Procesos Penales 

Federales en el Distrito Federal4J 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 
Ingresados 123,415 126,239 128,685 132,508 
Resueltos 123,055 126,392 128,478 132,397 
Pendientes 12,412 12,259 12,466 12,577 
Tasa de resolución 99.7% 100.1% 99.8% 99.9% 
P=bje de pendientes 
sobre ingresados 10.1% 9.7% 9.7% 9.5% 

N,ra: La suma de los casos resueltos y pendientes no coin­
cide necesariamente con los casos ingresados. 
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Respecto a la tramitación de amparos indirectos, los Juz­
gados de Distritos presentan tasas de resoluciones anuales 
en tomo al 100%, y además el porcentaje de casos que queda 
pendientes respecto a los ingresados se mantiene cercano al 
10% anual, lo que muestra la capacidad para resolver los asuntos 
ingresados, manteniendo a su vez un bajo número de casos pen­
dientes. 

Respecto a los valores absolutos de las cifras de pro­
cesos penales y de amparos indirectos, estas se muestran fuer­
temente estables, salvo para los procesos penales del 2007, 
que presentaron un aumento de cerca de un 21 %, tanto para 
ingresos como para términos. 

En general, a partir de experiencias de otros países, 
es posible afirmar que las cifras presentadas muestran volú­
menes de casos perfectamente razonables para ser manejados 
por un sistema del tamaño y con los recursos con el que este 

4J Ibirlem. 
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cuenta. Un análisis más específico de la carga de trabajo reque­
riría datos desagregados por tipo de delito, núsmos que no 
estuvieron disponibles. En todo caso, de nuestras conver­
saciones con los Jueces nos formamos la impresión de que se 
trata de casos con cargas no demasiado grandes, en térlIÚ­
nos, por ejemplo, del número de imputados o de testigos, 
aunque en a1gunos casos la acumulación de diversos delitos hace 
que los expedientes se alarguen de manera extraordinaria. 

En cuanto a los tiempos de tramitación de los procesos 
penales para obtener sentencias en primera instancia, en el 
siguiente cuadro se muestran cifras desde el año 2004 al 2007. 

CUADROS 

Tiempos promedios de duración de procesos penales 
(en días) terminados en sentencia de primera instancia, 

desde el 2004 al 2007 , en Juzgados de Procesos 
Penales Federales en el Distrito Federal44 

Desde auto de plazo Desde fecha de cierre 
Año constitucional a fecha de in>trucóOO a fecha de Total 

de cierre de instrucciin sentencia 

2004 191 45 236 
2005 167 44 211 
2006 141 38 179 
2007 97 27 124 

Como puede observarse, el tiempo promedio de du­
ración de los casos terminados en sentencia ha estado dismi­
nuyendo notoria y permanentemente desde el año 2004 al 2007. 

v) Tribunales Colegiados 

Los Tribunales Colegiados conocen en materia penal de am­
paros directos y de amparos en revisión. Las cifras corres-

#- Ibidem. 
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pondientes a cada uno de estos dos tipos de casos se 
muestran a continuación. 

CUADRO 6 

Cantidad de amparos directos en materia penal 
ingresados, terminados y pendientes al fmal del año, 

desde 2004 al 2007, en Tribunales Colegiados" 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 
Ingresados 19,649 19,550 20,435 19,450 
ResueJtos 18,578 19,458 20,134 19,745 
Pendientes 4,793 4,885 5,185 4,890 
Tasa de resolución 94.5% 99.5% 98.5% 101.5% 
Porcentaje de pendientes 
sobre ingresados 24.4% 25.0% 25.4% 25.1% 

N"la: La suma de los Casos resueJtos y pendientes no coin-
cide necesariamente con los casos ingresados. 

Respecto al origen de! ingreso, el 32% de los amparos 
directos recibidos en e! 2007 provienen de la justicia local, 
y e! 68% la justicia federal. Este mismo porcentaje fue de un 
31% para e! 2006 y 2005, Y de sólo un 17% en e! 2004, pro­
veniente de la justicia local. 

llama la atención la regularidad de las cifras, en e! 
sentido de que los valores absolutos tanto de casos ingresa­
dos, terminados y pendientes, permanecen prácticamente 
inalterados durante los 4 años analizados. 

Respecto a la duración de los amparos directos en los 
Tribunales Colegiados, las cifras se presentan en e! siguiente 
cuadro. 

4SIbidem. 
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CUADRO 7 
Tiempos promedios de duración de amparos directos 
terminados en materia penal (en dias), desde el 2004 al 

2007, en Tribunales Colegiados" 

Desde fedu de resohx:ión Desde tumo a p«>-
Año inicial. conside:cmdo admi- nencia hasta sesión Total 

sión y tumo a ponencia 

2004 
2005 
2006 
2007 

21 

24 
23 
21 

77 
72 
75 

60 

98 
96 
97 
81 

En el 2007 , el promedio nacional de dias transcurridos 
entre la fecha de admisión y la de turno para ponencia, 
fue de 21 días. Sin embargo, hay grandes variaciones entre 
tribunales: unas que van desde un promedio por tribunal de 4 
días, y otras 114 días. En el 2007, el promedio nacional de días 
transcurridos entre la fecha de turno para ponencia y la 
de sesión (que es el término), fue de 59.6 días. Sin embargo, 
hay grandes variaciones entre tribunales, las que van desde 
un promedio por tribunal de 16 días, hasta 251 días. 

En total, considerando la suma de ambos tiempos, 
los amparos directos resueltos en el 2007 duraron en pro­
medio 80.6 días. Respecto a los tres años anteriores, las cifras 
de duración promedio son mayores que las del 2007 par­
ticularmente en el periodo comprendido entre el turno a po­
nencia y el término del caso, que en promedio fue de 15 días 

mayor que el promedio del 2007 

'"lbidem. 
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CUADRO 8 
Cantidad de amparos en revisión en materia penal 

ingresados, terminados y pendientes al fmal del año, 

desde 2004 al 2007, en Tribunales Colegiados" 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 
Ingresados 10,623 10,894 10,667 10,440 
Resueltos 9,905 10,100 9,979 9,558 
Pendientes 153 290 225 337 
Tasa de resolución 93.2% 92.7% 93.6% 91.6% 
Porcentaje de 
pendientes sobre 
ingresados 1.4% 2.7% 2.1% 3.2% 

N(Jlo: La suma de los casos resueltos y pendientes no coincide 
necesariamente con los casos ingresados. 
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Respecto a los amparos en revisión, llama la atención 
también, al igual que para los amparos directos, la notoria 
estabilidad de año en año de las cifras de ingresos y términos. 
Sin embargo, los pendientes aumentaron más del doble entre 
el 2004 Y el 2007, aunque siguen siendo un porcentaje mar­
ginal de los casos ingresados, fluctuando en estos 4 años entre 
el 1.4% del 2004 al 3.2% del 2007. 

IIÍ} T ribll1/ales U 1/itario! 

Los Tribunales Unitarios conocen, en materia penal, prin­
cipalmente de amparos indirectos y de apelaciones a procesos 
penales, siendo este último tipo de asuntos los que compo­
nen el porcentaje mayoritario de sus ingresos, en una relación 
aproximada de 1 amparo indirecto por cada 8 apelaciones 

de procesos penales . 

.f.7Ibidem. 
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CUADRO 9 
Cantidad de amparos indirectos en materia penal 

ingresados, terminados y pendientes al final del año, 
desde 2004 al 2007 , en Tribunales Unitarios 

de Circuito48 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 
Ingresados 1,903 1,849 1,747 1,837 
Resueltos 1,853 1,900 1,769 1,782 
Pendientes 333 282 260 315 
Tasa de resolución 97.4% 102.8% 101.3% 97.0% 
Porcentaje de pendientes 
sobre ingresados 17.5% 15.3% 14.9% 17.1% 

No/a: La suma de los casos resueltos y pendientes 00 coin-
cide necesariamente con los casos ingresados. 

La tasa de resolución de los amparos indirectos se man­
tiene estable a lo largo de los últimos 4 años en tomo al 
100%, con un porcentaje de casos pendientes sobre los ingre­
sados que también fluctúa levemente en tomo al 17%. 

CUADRO 10 
Cantidad de apelaciones de procesos penales 

ingresados, terminados y pendientes al final del añ~ 
desde 2004 al 2007, en Tribunales 

Unitarios de Circuito'" 

Tipo de caso 2004 2005 2006 2007 
Ingresados 15,044 14,537 15,164 14,382 
Resueltos 14,649 14,196 14,729 13,430 
Pendientes 307 261 341 840 
Tasa de resolución 97.4% 97.7% 97.1% 93.4% 
Porcentaje de pendientes 
sobre ingresados 2.0%. 1.8% 2.2%t 5.8% 

Nota: La suma de los casos resueltos y pendientes no coincide 
necesariamente con los casos ingresados. 

" Ibidem. 
49 Ibidem. 
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En el caso de las apelaciones, la tasa de resolución del 
2007 (93.4%), bajó en casi 4 puntos porcentuales respecto a las 
cifras de los 3 años anteriores, lo que se vio reflejado de inme­
diato en un aumento de más del doble de los casos pendien­
tes de término, en un escenario de ingresos que no ha sufrido 
grandes variaciones. 

vii) Homog"reidad 

El sistema penal federal es bastante homogéneo, por lo 
menos en las Entidades Federativas que se tuvo oportunidad 
de visitar, tanto en lo que se refiere a los recursos con que se 
cuentan (en todas las Eentidades Federativas visitadas las insta­
laciones son modernas y cómodas) como en lo que se refiere 
a sus prácticas de trabajo. Este punto se constituye en una 
fortaleza en sentido que permite pensar, de cara a la imple­
mentación, en que será viable impulsar un modelo de orga­
nización con características uniformes para la realización de 

audiencias. De hecho, todos los Jueces y Magistrados que han 
descrito la organización actual de sus tribunales también 
han descrito las otras organizaciones posibles, 50 asumiendo 
una de ellas en función de las necesidades especificas y de las 
cargas de trabajo existentes en el juzgado o tribunal 

Donde se aprecian diferencias, en algunos casos no­
torias, entre los distintos juzgados y tribunales, es en lo re­
ferente a las cargas de trabajo que deben solventar estas 
unidades. A modo de ejemplo, entre los Juzgados de Distrito, 

50 Todos refiñeron la existencia de tres organizaciones posibles: una orga­
nización con un secretario de acuerdos y d resto de los secretarios como 
p<oyectista;; Wl2 segunda forma (sobre todo en juzgodos mixtos) con dos se­
cretarios de acuerdos y d resto de los secretarios pfOyectistas~ divididos 
por áreas de competencia dd juzgado o tribunal; y una tercera forma donde 
todos los secrelllrios dd juzgado o tribunal tramitlln Y pmyect2D. 

81BlIOTeCA O! LA 
~ CORTE DE MUIdA e[ lA ... 
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la cantidad de casos ingresados en todas las materias (hay que 
considerar que la mayoría de los Juzgados de Distrito no 
son especiaIizados en materia penal) varió de un mínimo de 17 
casos a un máximo de 3,756 en el 2007. Si se toman en cuenta 
sólo los Juzgados de Distrito especializados en materia penal, 
el mínimo de casos ingresados fue de 78 y el máximo de 
1,350 en el 2007. 

viii) Control y flexibilidad en el manejo de los ,.alrlos 

Otra de las fortalezas del sistema consiste en que el Consejo 
de la Judicatura Federal, cuyas funciones ya se describieron, 
es un organismo de gestión del sistema bastante bien orga­
nizado que lleva un eficaz control de éste. Al mismo tiem­
po que cuenta con mucha flexibilidad en cuanto al manejo 
de los recursos pudiendo tomar decisiones respecto de estos, 
en materias tales como creación de tribunales o introducción 
de sistemas de gestión nuevos, sin tener que recurrir a 
modificaciones legislativas. Respecto a la posibilidad de crear 
tribunales con varios Jueces, que sesionen en forma uniper­
sonal o colegiada, ya existe un antecedente, que fue la creación 
temporal de los Juzgados de Distrito A y B (es decir, 2 
Jueces en un Juzgado), debido a altas cargas de trabajo. 
Adicionalmente, se han creado Juzgados itinerantes, y fun­
cionan 2 juzgados "especiales" para resolver los amparos 
interpuestos por la aprobación de la ley que modificó el 
sistema de pensiones (ISSSTE). 

b. Debilidades 

Entendiendo a las debilidades como aquellos aspectos que 
dentro de la propia institución en análisis pueden afectar el 
proceso de implementación, se señalarán los siguientes. 
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i) MetotÚi/ogía de trabajo 

Aquí se plantean dos debilidades: una al interior del proceso 
penal propiamente y otra en cuanto a la relación del proceso con 
otros procedimientos, primordialmente con el amparo y su for­
ma de tramitación. 

En términos generales, se ha observado la existencia 
de una metodología de trabajo bastante compleja y conso­
lidada, basada en la producción, lectura y revisión una y otra 
vez del expediente escrito. Al interior del proceso penal, esto 
genera una revisión constante de las actuaciones realizadas 
en la etapa prejudicial: la averiguación previa. Cada uno de 
los Jueces entrevistados ha manifestado una tremenda preo­
cupación acerca de la importancia de revisar el expediente 
y constatar que no se haya faltado a alguna formalidad ni 
pasado por alto alguna actuación; pero es to ha sido gene­
ralmente basado en las actuaciones del Ministerio Público 
durante la averiguación previa. 

En cuanto a la relación con el amparo, se ha visto 
que los Jueces que tramitan este recurso, tanto en su forma 
indirecta (contra la actuación de funcionarios distintos al 
judicial o contra decisiones judiciales previas a la sentencia) 
como directa (contra la sentencia), se dedican también a la re­
visión del expediente y, por su obligación de suplencia de la 
queja (que implica el deber de revisar todo el caso y no sólo 
lo que el peticionario haya reclamado), la minuciosidad con la 
que se realiza este trabajo de evaluación del expediente es 
extrema. 

Este punto constituye una debilidad en términos de 
la posibilidad de que las instituciones del nuevo sistema sean 
interpretadas a partir de este método de trabajo y que por esa 
vía las viejas prácticas sobrevivan. El cambio hacia un sis­
tema de audiencias propiamente tal puede llegar a ser bastante 
dificil por el nivel de especificidad que ha alcanzado la cons­
trucción del expediente y la importancia extrema que los fun­
cionarios otorgan a su contenido. 
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ii) Compromiso con la práctica actual 

Por 10 mencionado en el punto anterior, se nota la existencia 
de una porción relevante del personal judicial que se mues­
tra muy comprometido con las prácticas vigentes y resistentes al 
cambio. Esto no quiere decir que se trate de personas ad­
versas al proceso de reforma, pero sí implica que por su propia 
posición en el sistema, tendrán una tendencia mayor a generar 
resistencias en lo que hace a las nuevas metodologías de tra­

bajo, ya que su posición y sus tareas variarán sustancialmente. 
Sólo observar la prohibición de delegación de funciones ya 
marca una primera dificultad con relación a las prácticas ac­
tuales, donde los secretarios proyectistas tienen enormes 
posibilidades de influir en la decisión judicial en función a 
que se desarrolla un trabajo de equipo para la toma de decisión. 

La reforma constitucional prohIbe este tipo de prác­
ticas, con lo que la figura actual del funcionario abogado que 
coadyuva en la toma de decisiones por parte del Juez pierde su 
fundamento. Es importante asuruir este punto y buscar una 
solución (esta cuestión se abordará en el Capítulo 2 de la Se­
gunda Parte) que permita enviar desde el inicio un mensaje claro 
a los funcionarios en términos de que su trabajo no está en 
riesgo por el cambio, para de evitar la generación de esas re­
sistencias, que pueden traducirse en la conservación de las 
prácticas del antiguo sistema y la consiguiente dificultad para 
lograr la implementación. 

iii) Audiellcia como foT1lla/ismo 

Otra debilidad es la vigencia de una idea muy instalada de 
audiencia que consiste en un acto de protocolización de una 
comparecencia ante funcionarios administrativos del tribunal. ,. 

SI A su vez. dwante la visita milizada al Juzgado Octavo de Distrito de 
Procesos Penales, (26 de febrero de 2008), d persmW dd Juzgado relató 
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En los casos en que el personal ha descrito el contenido de las 
audiencias, se han podido establecer dos constantes: las partes 
concurren a las audiencias a ratificarse en las solicitudes 
presentadas por escrito; y la presencia del Juez no es un reqni­
sito considerado indispensable para la realización de la diligencia. 

En los casos en que pudieron observarse audiencias 
(Cintalapa y Guadalajara), la dinámica que se observó fue en 
este sentido: 

• En principio, pareció que el Juez concurria a la audien­
cia debido a la solicitud de presenciar la actuación por 
parte del equipo, pero el encargado de llevar adelante 
el acto era el secretario; 

• La intervención de las partes (acusación y defensa) 
fue formal y en términos generales se limitaron a dictar 
determinadas afirmaciones para que el funcionario a 
cargo del registro (que consistía en una transcripción 
de todo lo relatado durante la audiencia) tomara nota 
de sus dichos; 

• Los imputados se mantuvieron en una sala contigua, 
participando en la audiencia por una ventana que co­
municaba ambos espacios y si bien los secretarios 
dieron explicaciones sobre los objetivos que se perse­
guian con la diligencia, el lenguaje técnico y la dis­
tribución del espacio no contribuían a una efectiva 
intervención en caso de así quererlo; 

• La comunicación entre defensor e imputarlo tampoco 
se notó, ya que los defensores parecían cumplir un rol 
más bien formal, sin contacto aparente con la persona 
a quien representaban; 

cuál era el contenido de las audiencias que se realizan~ describiendo 
básicamente procesos de ratificación de presentaciones escritas hechas al 
juzgado con anterioridad.. 



98 SUf»P.fHA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

• La audiencia se realizaba alrededor de la computa­
dora donde se estaba tomando nota de lo sucedido y 
se daba lectura a hechos anteriores, que constaban en 
el expediente; y 

• En el caso de la audiencia presenciada en Cintalapa 
(28 de febrero), preguntadas las partes sobre las ven­
tajas de realizar la presentación oral, en principio no 
identificaron ningún tipo de diferencia entre un mé­
todo y el otro. El agente del Ministerio Público inter­
viniente en la audiencia afirmó que para él era indistinto 
hacerlo en forma escrita u oral. 

Esto se constituye en una debilidad en función a que 
uno de los cambios más importantes de la reforma es la po­
sibilidad de instalar el método de la audiencia como forma 
de cumplimiento efectivo de las garantías del debido proceso. 
Ante esta realidad, uno de los riesgos a enfrentar es el referido a 
la posibilidad de mantener este tipo de prácticas como afir­
mación formal de la oralidad en audiencia. Por ello, generar 
desde el diseño mismo de las salas de audiencia (tema que se 
tocará más adelante en cuanto a las necesidades de diseño) 
un entorno de incentivos para el ejercicio efectivo de la ora­
lidad en audiencia, es de fundamental importancia para el 
éxito de la implemen tación. 

iu) Mtdios tÚ prutba 

Se ha visto como un factor de preocupación constante de los 
Jueces la no concurrencia de testigos y/o peritos a las decla­
raciones a las que son citados. Este punto se identifica como 
una debilidad actual, pero también como un riesgo posible 
para el proceso a implementarse, ya que la inasistencia a las de­
claraciones es una constante en los procesos (en todos los 
Estados visitados se ha hecho esta referencia). La costumbre 
de los testigos es no asistir a las citaciones que se les hacen, 
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salvo que ya tengan apercibimiento de arresto. Esta cos­
tumbre hace más lento el proceso. En el caso de los poli­
cías es aún más sistemático; no asisten a declarar la primera 
vez que los citan, pardos razones: por una parte, esto permite 
dejar por más tiempo detenido al inculpado y suelen utilizarlo 
como una estrategia en ese sentido. Por otra parte, no con­
sideran parte de sus funciones la concurrencia a declarar en 
procesos penales; de hecho, dada la movilidad permanente 
de la policia suelen darse con mucha frecuencia casos de po­
licias que son llamados a declarar y no se presentan porque 
se encuentran en otro lugar del país y no ven ninguna obli­
gación de concurrir, ya que no sufren ningún tipo de sanción 
ni llamada de atención. 

En el caso de los delitos contra la salud pública, por 
ejemplo, los testigos suelen ser compradores adictos que temen 
ser procesados si se presentan a declarar y, en función a ello, 
no concurren a las citaciones que se les realizan, incluso du­
rante la entrevista del día 4 de marzo de 2008 en el Juzgado 
de Distrito de Tijuana,Juzgado de Distrito, nos manifestaron 
que la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados: 

... ha abusado, porque obliga a los Jueces a buscar a 
los testigos en general (compradores, por ejemplo) 
a través de un sin número de fuentes como com­
pañías de gas, de luz, el Instituto Federal Electoral, 
la policía, el periódico, etc.; se buscm por uoos cinco 
a seis meses, resultando las búsquedas infructuosas. 
En el 99% de los casos desapareceo, ya que se trata de 
personas de condición económica muy baja, que no 
van a tener acceso a servicios básicos ni sofisticados. Para 
cumplir coo la jurisprudencía, los procesos se demorao 
muchísimo tiempo. 

También se señaló que en eltOO% de los casos, la soli­
citud para traer a declarat a esos testigos proviene de la de­
fensa, afirmando que: 



100 SUPREHA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAOON 

... cuando un defensor quiere que el proceso se haga 
largo, ofrece un cúmulo enorme de pruebas con el fin 
de alargarlo; esta estrategia se utiliza cuando la per­
sona se encuentra en libertad. Hay asuntos que 
permiten la libertad bajo caución, pero la sanción mí­
nima que se imponga no va a permitir la procedencia 
de beneficios porque, por ejemplo, tiene antecedentes 
penales. Por esto es que los defensores buscan alargar 
los procesos, porque su defendido se encuentra en li­
bertad bajo caución y llegar a la sentencia probable­
mente le implique ir a parar a la cárcel El sistema da 
un extraordinario valor a la garantía de defensa que 
permite dejar de lado los plazos, estar obligado a llamar 
a toda la prueba que la defensa pida, etc. Y muchas 
veces esto juega a favor de defensores que no quieren 
que los procesos culminen, para permitir la libertad 
de su defendido. 

El problema de inasistencia de testigos fue referido 
también por los Magistrados visitados en la ciudad de Gua­
dalajara: 

... actualmente los testigos son renuentes a asistir a 
las audiencias;~ hay un total desinterés para acudir 
a esas diligencias. 

Respecto a las periciales (que también dependen de la 
Procuraduría), el servicio que reciben los agentes del Ministe­
rio Público no siempre es de la calidad requerida. La pericial 
toma mucho tiempo, pero no alcanza a ser un cuello de botella, 
porque el proceso penal dura más tiempo aún. Puede obser­
varse entonces que el tema probatorio debe ser abordado en 
toda su dimensión, a partir de un trabajo interinstitucio­
nal coordinado, de forma tal de buscar soluciones que 
permitan cumplir con los plazos establecidos, pero que garan­
ticen también a las partes el ejercicio de sus derechos en los 
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términos establecidos por la Constitución y las leyes que re­
gulen concretamente el proceso penal 

v) Revisión y (onlrol 

Tanto el recurso contra la sentencia, como el amparo directo 
(como otro mecanismo de control sobre la decisión judicial exis­
tente en la actualidad) se basan en la revisión del cumplimiento 
de una serie de elementos formales del expediente. Puede 
observarse, tanto aquí como en el desarrollo de las debilidades 
anteriores, que todas confluyen en una misma situación 
problemática: las condiciones de labor actuales favorecen 
la tendencia a generar y mantener el expediente como forma 
de trabajo. 

La cuestión de la revisión debe ser estudiada con pro­
fundidad, con el fin de generar al interior del proceso un 
sistema de control oral que mantenga los principios de la 
audiencia, ya que un sistema que se ba desarrollado con esa me­
todología en la preparación (investigación) y durante el 
desarrollo del juicio, no puede ser revisado con un formato 
aplicable al expediente; esto puede generar grandes incon­
venientes de coordiación en el trabajo, ya que si el Juez o 
tribunal de control decide hacer una revisión formal {propia 
del expediente) no tendrá, en el ideal de la implementación del 
juicio oral, insumos para realizar esa revisión puesto que la 
actuación previa habrá sido realizada en forma oral y regís­
trada en consecuencia a través de medios visuales o magneto­
fónicos. Se impone, entonces, una serie de discusiones para 
evitar que esta debilidad en cuanto a la subsistencia de siste­
mas de trabajo distintos, se convierta en un factor de dificultad 
en la implementación: qué tipo de metodología se utilizará en 
las revisiones (donde lo más adecuado seria que se manten­
ga la lógíca de la oralidad mediante la realización de audiencias 
para discutir los recursos); cuál será la obligación de las par-
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tes en la interposición de recursos, ya que en la actualidad, 
en virtud de la existencia de la suplencia de la queja, las partes 
presentan recursos vagos, en el entendido de que el tribunal 
deberá entrar a la revisión de cualquier forma; un sistema 
oral debe ser riguroso con relación a estos puntos y comen­
zar a exigir mayor capacidad técnica en las partes para señalar 
qué agravio se les ha producido durante el juicio y cuál es el 
fundamento que los lleva a plantear ese agravio, de forma tal de 
brindar al tribunal los insumos suficientes para la toma de la 
decisión. 

En cuanto al amparo indirecto, también se dan dos 
problemas. El primero plantea la pregunta de hasta qué punto 
es necesario mantener este recurso en procesos que fijarán 
sus propios mecanismos de control. En caso de que se asu­
ma como un recurso a mantener, la discusión debe ser en qué 
casos específicos se permitirá su procedencia. 52 

Por otro lado, se presenta la situación problemática 
referida a la forma de tramitación del amparo. Por los 
argumentos ya desarrollados con relación al recurso al in­
terior del proceso, es importante asumir que en caso de 
mantener al amparo como un control externo, debe mo­
dificarse su forma de tramitación (al menos en el ámbito del 
proceso penal), ya que no será posible, con el nuevo sistema, 
contar con un expediente para la revisión en función de que 
las actuaciones y decisiones más importantes se tomarán en 
audiencias orales. 

52 No puede perderse de vista en este punto que muchos de los derechos y 
garantías que el amparo ha protegido en el proceso penal serin contro­
lados y protegidos, a partir de la reforma, por los órganos jurisdiccionales 
creados para llevar adelante el proceso (el Juez de control dunnte la investi­
gación, el Juez de juicio durante el enjuiciamiento), con lo que el ámbito de 
procedencia del amparo debería reducirse en una gran medida. 
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2. Condiciones básicas para una estrategia de implementación 

a. Liderazgo 

i) El rol tkl Potkr Judicial Federal 

El Poder Judicial Federal constituye, en el mapa institucional, 
la instancia que tiene la capacidad y el compromiso ins titu­
cional para sostener la reforma en el tiempo, pues constituye 
un organismo imparcial e independiente, vinculado en forma 
directa con los cambios judiciales y comprometido con el obje­
tivo de brindar una justicia pronta y oportuna. Esta reforma 
implica la efectividad de varios de esos objetivos y no se asume 
con la finalidad de obtener un rédito politico, sino de mejorar 
las condiciones para la ciudadanía. 

Adicionalmente, el Poder Judicial de la Federación ha 
mostrado efectivamente su compromiso sostenido e interés 
real en la reforma judicial desde el inicio de la misma. La ela­
boración de este estudio, encargado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, y del Libro Blanco del Poder Judi­
cial de la Federación son muestra de ello. Este interés debe 
traducirse en la implementación de la reforma, en la asun­
ción de un liderazgo de parte de la cúpula del Poder Judicial Fe­
deral, donde la Suprema Corte y el Consejo de la Judicatura 
Federal asuman este proceso como una política institucional 
sostenida y este último desempeñe su responsabilidad espeófica 
en sentido de determinar qué tipo de nuevos órganos se de­
berán crear, dónde, con qué dotación, con qué perfil de per­
sonal y cuáles serán sus diseños organizacionales y procesos 
de trabajo a partir de esa política diseñada. 

En el artículo Noveno de las Disposiciones Transi­
torias de la reforma constitucional se crea una instancia 
coordinadora con participación de los Poderes del Estado y 
diversas entidades vinculadas a la temática, con la finalidad 
de diseñar los lineamientos de implementación de la reforma. 
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Sin embargo, e! Poder Judicial de la Federación debe desarrollar 
una política institucional propia a los efectos de la imple­
mentación, que va más allá de su participación en esa instancia 
coordinadora y tiene relación con los procesos propios de cambio 
y adecuación que deben darse al interior del Poder Judicial. 
Esto no implica la creación de nuevos órganos, pero 54 como 
se ha mencionado en el párrafo anterior, la necesidad de 
desempeñar las responsabilidades legales especificas en función 
a la reforma judicial. Así, es importante que la Suprema 
Corte de Justicia asuma e! proceso de implementación difun­
diendo e! trabajo realizado y los resultados producidos, a la 
vez que el Consejo de la Judicatura Federal, a partir de sus 
comisiones permanentes, impulse y dé seguimiento a los cam­
bios necesarios para la reforma. Esta tarea implica, también, 
unidad interna entre los órganos superiores que permita 
impulsar tanto interna como externamente un discurso uni­
forme, medidas concretas para el cambio y una evaluación 
permanente de los logros alcanzados. 

ii) La proactividad en los fl/ncionarios 

Adicionalmente a la necesidad de liderazgo desde la propia 
cúpula del Poder Judicial de la Federación, la reforma impone 
la necesidad de identificar y generar liderazgos horizonrales. 
En procesos que implican cambios tan sustanciales en las for­
mas de trabajo de los operadores y que, de seguro, generarán 
desgastes y desánimos, es importante identificar actores, dentro 
de! propio Poder Judicial, que puedan asumir la función de 
"oaTOS de la reforma. Personas con un alto compromiso con la 
reforma, que exterioricen ese compromiso y que puedan con­
trarrestar los momentos de tensión o retroceso, a la vez que 
puedan servir como agentes para identificar las falencias y 
dificultades que se están dando en el proceso de implementa­
ción y tengan capacidad propositiva, para generar salidas 
oportunas a las dificultades que se encuentren. El e!emento 
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esencial del liderazgo es la capacidad de inspirar en los demás 
una actitud favorable al cambio, haciendo ver como posible un 
estado de situación distinto y mejor al actual. 

Asumiendo que el tiempo de vacatio /egis otorgado por la 
reforma no es demasiado extenso (se fijan 8 años para lograr 
una implementación plena), se considera como tarea central 
que debe imponerse el Poder Judicial Federal en estos pri­
meros momentos la de encontrar, potenciar y desarrollar 
estos actores, con información, entusiasmo y capacidad de moti­
vación a los pares, para ir adelante con la implementación. 

b. Planificación 

Esa asunción de liderazgo debe traducirse, en los hechos, en 
la generación de un plan propio del Poder Judicial de la 
Federación para la implementación en el largo plaZo. Este pro­
grama debe establecer claramente las distintas tareas que 
deben ejecutarse para hacer efectivo ese liderazgo al que se ha 
hecho referencia en el punto anterior y pensando, en prin­
cipio, en los siguientes aspectos: 

T ..... Contenido Objetivo Decisionrs/ accioors 
inmrdiatas 

Org.mizacióo Generar un Órgano E.table= w b=s Reunión de autorida· 
interna Interno de Coordina- de mhojo ..,;n,m,., des del Poder Judicia1 

ción del Poder Judi- dentro del Poder y designación de res-
cia1 que integre a los Judichl poosables para el Ór-
divm;os actores y que gmo Jnremo de Gxci-
pennira di=Ur el pbn nación. 
de !nbojo. "" _ de 

control y mooiroreo y 

"" pb= de <i<=ciin 

Priorización ImpIem<nt2ción como PoOciona< ,¡ Pode< 
proyecto institucional Judicia1 como enti- Definir, dentro del 
de máxinu. prioridad dad referente para propio Poder Judicial, 
pan el Poder Judichl defini, poIiti= mio cuál sed la instancia 
Orientar el camino a amplias de imple- responsable de nevar 

S<gUir l"'" la ~ mentación. adelante ese diálogo. 
tacón de la reforma. 
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Tema Contenido Objetivo Decisionesl accioDes 
inmediatas 

Generar un espacio de Impulsar el cfee-~ la poo;ción 
interlorución real con tivo cumplimiento del Poder Judicial a 

los cn-ganismos políti- de la disposición ser llevada a la ins-

cos, tanto locales como transitoria que esta- tmcia de coordinación 

fedenl", que pemUta blecc la creación creada por la refonn:a 

evaluar en forma per- de una entidad in- constitucional. 

manente ~ posibili- terinstitucional de 

dades ttales de avanzar coordinación. 

en la implementación. 

Responsabili- Ejo:ui'n y "" .... ';"ID Definir responsa- Identificar funciona-

d>d<s<j<cu<Ms <Id P!an de lnl'Iemm- bies concretos de Dos con la posibilidad 

tación elabondo. las diversas áreas real (en términos de 
. 

diseñadas pan el """- Y =E" de IR-

plan. b2jo actuaIe;) de nc... 
adelante las t2reaS dise-

ii><Ia>. Infonnuy opa-

citar a los funcionarios 

identificados para la 

adecuada ejecución 

del plan. 

Ca<IroI de la <jccución Esu.blecet meea- Elabor.lción de infO!'-

desde el Ó<gano Intrr- nisnut de nnkién mes ¡xDXia:l& de ~ 

no de Coon:Iinación. de cuentlS de los a: del órgano tjccutot. 

tXg;toos ejecutores. 

DifusKm de m;ukados Transparentar hacia 

de la implement2ción. la soci<d>d las ..:ti-

vidades que: se estin 

Ilewndo adelante. 

Generación y Genent un mscut'So Clarificar tareas EIabonción de un 

seguimiento uniforme desde la cú- intertl2.S y extcr- _ de """"'" 

de consensos pula <Id Pode< Joo;a.L nas a ser desarru- sos mínimos para b 
JWa. po< el Pode< implementación de 

Judicial !=' la rn- la reforma. 

plementación. 
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Tema Contenido Objetivo Decisiones! acciones 
inmediatas 

Trabajo de la cúpula Difundir al interior Realización de rcunio-
del Pode< Judici.l con del Pode< Jurucial nes ~ áfus:iáJ. coo fin. 
funciOtUrios jurisdic· 1. politica ..unOOa cion:uios del Poder 
cianales de Jos árnbi. pan la implemen- Judicial (con partici· 
tos inferiores. tacüt de b. retOum. ¡nción de autoOdodes) 

dd documento institu--
cional ebbor:ado. 

&tollIoctt ""1""" ldentificu ,¡;,oo. p"" 

misos en la iffi· la difusión de b Un. 
plementación por pleentación de la re· 
P"'< de b funOO. fOnDa Y la detección 
nanos judiciales. de problemas y nece-

sidades. 

c. Gradualidad 

La disposición transitoria segunda de la reforma constitu­
cional establece que el sistema acusatorio entrará en vigor C1Iando 
/o estable'{!a la legislación seC1lndoria correpondiente, ¡in exce"'r el 
plazo'" ocho añal, contado a partir "'1 día Iiguiente de la pllblicación 
'" este Decreto ( ••• ) Lz Federación, 101 EltadoI y el Distrito Fe"'ral 
adoptarán el Iistema penal aC1lIatorio en la modolidod que "'terminen, 
sea ,..gional o por tipo'" "'lito. 

Esta disposición da lugar a la posibilidad de realizar 
una implementación gradual, avanzando con la reforma en 
diversos lugares, de forma de lograr esta a nivel nacional 
una vez cumplidos los 8 años. 

i) FllndomentoI para IIna implementación gradual 

Existen diversas razones atendibles para asumir la gra­
dualidad como forma de implementación . 

• Control y corrección 

Al focalizar territorialmente el espacio de implementación 
inicial y conCentrar la atención en los resultados obtenidos y 
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las dificultades encontradas, se logra un control estricto para 
evitar inconvenientes que pueden convertirse en inmanejables 
de suceder en espacios más extendidos o con menos posi­
bilidad de atención concreta. Adicionalmente, el brindar una 
atención permanente al proceso permite que los operadores 
sientan mayor apoyo y confianza para comunicar las difi­
cultades que van sucediendo como parte de la implemen­
tación, permitiendo aplicar los correctivos necesarios y 
acumular la experiencia para las siguientes etapas. Esta forma 
de encarar la implementación es, por ello, más manejable y 
menos costosa, tanto en términos económicos como políticos, 
puesto que permite corregir los errores con menos impacto 
en la crítica. Es importante asumir desde el inicio de la im­
plementación que, pese al mayor o menor conocimiento y 
experiencia acumulada, tanto por el estudio de otros procesos 
de la región como por la experiencia de los Estados que ya han 
implantado sistemas acusatorios, se van a presentar dificul­
tades y seguramente se cometerán errores en el proces~ pero 
la ventaja del sistema gradual es que no se presentarán todos 
juntos, evitando que se vuelvan inmanejables . 

• Generación de resultados 

El centrar la atención en un espacio determinado permite 
conocer también el éxito temprano: dónde están las mejores 
herramientas, qué cuestiones están resultando de impacto 
(puede ser, por ejemplo, que la implementación de meca­
nismos alternativos de resolución de conflictos genere un 
gran respaldo social, en la medida en que funcionen correcta­
mente) que contribuye a lograr mayores apoyos políticos, 
presupuestarios, etc. A partir de este conocimiento pueden 
mejorarse las implementaciones posteriores, potenciando 
aquellos aspectos de impacto y difundiendo los resultados 
positivos para lograr un mayor respaldo social en el proceso. 
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• Dimensión de inversión requerida 

No menos importante resulta la cuestión presupuestaria. 
La implementación gradual del sistema tiene, en este aspecto, 
varias ventajas: por un lado, no requiere un gasto excesivo en 
un solo año para ésta, sino que permite viabilizar la im­
plementación generando una inversión menor y más sos­
tenida; adicionalmente, la posibilidad de control a la que 
hacíamos referencia en el primer punto genera también una 
oportunidad de revisar en qué debe invertirse y cuáles 
aspectos son innecesarios, ya que de inicio podrían plani­
ficarse inversiones que una vez puesto a andar el sistema 
resultarán por demás innecesarias. 

ii) Ii,uamientos para determinar la implementación gradual 

Como paso inicial de la implementación, es de fundamental 
importancia fijar un calendario global de la misma, que a 
partir de criterios determinados -rugunos de los cuales se señalan 
a continuación- establezca los tiempos concretos en que 
se realizará el proceso dentro del plazo de 8 años señalado 
por la reforma constitucional Esta tarea inicial resulta nece­
saria a los fines de dimensionar los tiempos reales que existen 
y lograr una implementación equilibrada, que permita 
optimizar los tiempos al máximo y permita llegar al plazo 
final sin presiones ni cargas insostenibles de trabajo en las dis­
tintas áreas que se determinen para tal f1O. A continuación 
se presentan algunos criterios posibles para establecer ese 
calendario de implementación. 

• Procesos 

Es recomendable que la implementación del nuevo sistema 
se realice a la totalidad de los procesos. Se ha observado 
en la primera parte de este documento que una de las criticas 
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frecuentes a ésta en algunos Estados que han encarado la 
reforma está vinculada a que la misma es parcial (para 
determinado tipo de delitos -<U!posos- o aplicación de deter­
minados institutos de la reforma -salidas alternativas-). 
El riesgo de realizar una implementación en esa forma está 
dado por la posibilidad de aplazamiento para la implemen­
tación total de la reforma. Adicionalmente, es dificil lograr 
las ventajas descritas como fundamento para encarar el pro­
ceso en forma gradual si, a la vez, se establece una gradua­
lidad interna en los espacios donde se determine iniciarla. 
En función a ello es necesario encarar la implementación 
para todos los casos allí donde el calendario fije el inicio de ésta. 

• Liderazgos y predisposición favorable a la reforma 

Dado que allí donde se inicie será donde se presenten difi­
cultades más inmediatas, es importante que se trate de un 
lugar donde los operadores tengan una predisposición favo­
rable a la reforma. Para ello, es importante considerar el 
grado de conocimiento existente por parte de los funcio­
narios sobre los contenidos de la reforma, las posibilidades 
de acceso a capacitación que han tenido y poseen, el com­
promiso institucional existente de parte de los funcionarios 
y su capacidad de adaptación a los cambios, buscando en la 
medida de lo posible un espacio en el que no se presenten 
resistencias internas. 

De las entrevistas realizadas surge, por ejemplo, que 
los entrevistados en el Estado de Jalisco poseen información 
no sólo sobre el proceso de reforma constitucional., sino tam­
bién sobre las circunstancias actuales de algunos Estados en los 
que se ha incorporado ya una reforma al procedimiento. 53 

n Así, en la entrevista realizada al Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal, el Magistrado entrevistado refirió que UD3 de ... cuestiones que 
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• Recursos existentes 

Es necesario también considerar para la primera fase de la 
implementación aquellos lugares en los que se cuenta con 
recursos suficientes en términos de personal e infraestructura. 
En este punto es importante mencionar que uno de los temas 
prioritarios a abordar es el establecimiento de salas de audien­
cia, puesto que los espacios donde en la actualidad se reali­
zan las diligencias durante el proceso penal no cubren los 
reque.ri.m.ientos necesarios para el desarrollo de una audiencia 
oral (más adelante en este reporte se detallan aspectos vincu­
lados al diseño de las salas de audiencia); este debe ser un 
aspecto prioritario porque de la existencia de estos espacios 
dependerá en mucho la correcta implementación de la re­
forma. En función a ello, es importante comenzar a trabajar 
en forma urgente en la adecuación de los espacios existentes 
o, en aquellos casos en que sea requerido, la construcción de 
nuevos (en términos de la implementación gradual este es 
un criterio específico a tener en cuenta: iniciarla en aquellos 
lugares donde el espacio pueda ser adecuado, ya que reque­
rirá un tiempo menor para comenzar el funcionamiento 
con relación a los lugares donde deba construirse direc­
tamente). 

llamaba la atención sobre las reformas implementadas~ es que en Nuevo León 
el juicio oral sólo procede para delitos imprudentes, con lo que ha perdido 
impacto la refOOna l'" que, según sus afirmaciones, durante el 2007 se rea­
lizaron muy pocos juicios orales -refirió que sólo se habían realizado dos-. 
A la vez, señaló también como problemático d hecho de que esa imple­
mentación sólo se ha concentrado en la incorporación de las salidas 
alternativas. Con relación a la reforma constitucional, en la entrevista se 
sostuvo que uno de los aspectos relewntes y positivos es la incorporación de 
nuevos derechos para las víctimas, con lo que se notó que d .rtbgistrado 
estllba muy al tanto del texto constitucional. 
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• Relación institucional 

Considerar la relación existente con los organismos encar­
gados de la acusación y la defensa, tanto en términos de 
coordinación institucional como de recursos de parte de las 
instituciones para la implementación de la reforma . 

• Complejidad de casos 

Eva!uar el tipo de casos más frecuentes, procurando evitar 
aquellos lugares con asuntos de gran complejidad o resonancia 
socia!, de forma ta! de poder ir aplicando los correctivos 
que se hagan necesarios sin el riesgo de tener luego reper­
cusiones a nivel nacional por el tipo de casos que se traten. 

De las entrevistas realizadas se observó que en el 
Estado de Baja California, por ejemplo, existe un número 
importante de procesos vinculados a! narcotráfico y la cri­
minalidad organizada; esa situación genera complejidad no 
sólo en términos del proceso en sí, sino también de la forma 
de tramitación. 54 

Asumiendo que una de las ventajas de la implemen­
tación gradua! es la posibilidad de controlar y corregir las 
situaciones problemáticas, resulta importante encontrar 
Estados que no presenten complejidades, de forma ta! que 
permitan un trabajo de seguimiento a! trabajo realizado en 
la totalidad de los casos que ingresen. 

~ En las entrevistas realizadas d día 5 de marzo en Tijuana,. uno de los 
asuntos que surgió como problemático en las conversaciones con los Jueces fue 
la tramitación vía exhorto que se da de una cantidad importante de procesos 
que~ si bien son iniciados en 'Iíjuana,. luego se tramitan en otras Entidades 
Federativas -generalmente en el Distrito Federal- debido a que los procesados 
son trasladados a cárceles de máxima seguridad fuera de la ciudad. Esto hace 
que los procesos tengan una duración y complejidad mucho mayor a las 
habituales. 
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En cuanto a los casos, es importante también señalar 
que resulta conveniente trabajar sólo con los nuevos, tal y 
como lo ha previsto la disposición transitoria cuarta: 

... los procedimientos penales iniciados con an­

terioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema 

procesal penal acusatorio ( ... ) serán concluidos 

conforme a las disposiciones vigentes con ante­

rioridad a dicho acto. 

Con relación a los casos tramitados con el procedimiento 
anterior a la vigencia del sistema acusatorio, es de funda­
mental importancia que la terminación de los mismos esté a 
catgo de tribuna1es que se dediquen a ellos sin ocuparse de otros 
del nuevo sistema. En ningún caso un tribunal del sistema 
puede ver asuntos viejos, ya que como hemos desarrollado 
hasta ahora, la lógíca de trabajo cambiará sustancialmente 
y seria muy dificil-sino imposible- tener a un tribunal aten­
diendo casos de ambos sistemas, con dos metodologías 
completamente distintas de tramitación (expediente vs. 

audiencia) y lograr resultados positivos. Por ello, los tri­
bunales dedicados a la tramitación de las causas antiguas, 
no deben tener relación con las nuevas, por lo menos, no 
hasta que hayan liquidado las del sistema anterior. Sobre 
este aspecto de la implementación, que debe considerar 
también que, por ejemplo, casi el 90% de los Juzgados de 
Distrito no son especializados en materia penal, y por tanto 
se debe resolver el tema de que potencialmente la materia 
penal podría ser tramitada por procesos orales y el resto de las 
materias por procesos escritos en un mismo Tribunal. se tra­
tará en mayor detalle en el apartado de "Redefinición or­
gánica de Tribunales". 
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d. Discurso del cambio 

Se ha establecido previamente la necesidad de construir un 
discurso uniforme desde el Poder Judicial Federal con re­
lación a la implementación de la reforma. Adicionalmente, 
es importante considerar que con frecuencia los procesos de 
reforma de esta magnitud suelen ser utilizados por el poder 
político como una solución para todos los problemas coyun­
turales que surgen; dado que se trata de una transformación 
que toca uno de los aspectos más visibles de la justicia, -la 
justicia penal-, esto puede llevar a una "sobreventa" de 
la reforma desde la política que luego genera mensajes de acu­
sación hacia los operadores por el supuesto "fracaso" del cam­
bio ("los Jueces no hacen su trabajo", "el Poder Judicial es 
corrupto", uno hay compromiso con el cambio", etc.). 

Por ello, es importante anticipar esas circunstancias 
y trabajar desarrollando mensajes en los distintos niveles de 
acción del Poder Judicial, procurando generar información 
lo más clara posible, que llegue a la ciudadania y dé cuenta 
de los resultados que se van obteniendo y que permita con­
trarrestar los mensajes efectistas que pueden llegar a surgir 
alrededor de la reforma y su supuesto fracaso. Este discurso 
debe contemplar distintos niveles y persegnir objetivos 
previamente establecidos: 
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Objetivo Contenido 

• Difusión de información sobre la re-
forma que permita a los miembros del 
Poder Judicial tener claridad sobre los cam-
bios introducidos a partir de la aprobación 
del nuevo sistel1U. n 

· Establecimiento de mecanismos d. 
Ü .. comunicación y atención al público uru-
"'O '0 formes.~· " .-o'" • Establecimiento de condiciones de accesi-.- , 
"~ 
II " bilidad a la infonnacián en fonna igil y e • 
. - -o transparente para los usuarios . o <o- • Diseño de instrumentos que permitan 

brindar información clan a los usuarios 
sobre sus derechos y obligaciones. 
• Establecimiento de mecanismos que 
pennitan a los usuarios evaluar la calidad 
del servicio. (encuestas de opinión,. entre-
vistas periódicas, espacios específicos pan 
presentar reclamos, etcétera). 

ss Exceptuando el caso de Jalisco, donde, como se ha mencionado an­
teriormente los entrevistados tenían un nivel de infonnación importante 
sobre los avances de la reforma, en el resto de lugares visitados los funcioruuios 
Oueces, :Magistrados. secretarios y demás personal de los juzgados y tribu­
nales, así como Ministerios Públicos y defensores). no tenían conocimiento 
sobre el estado actual de la reforma ni de su contenido. De hecho, en una de 
las visitas realizadas durante el día 25 de febrero, en el Distrito Federal, un 
secretario entrevistado refirió que la refoona se implementará en los tribunales 
debido a que "hay que cumplir con la ley"; es decir, se notó una posición en 
sentido de cumplir con la normativa vigente. independientemente de su 
contenido, no una posición de conocimiento sobre los principios y 
orientación de la reforma. Igual situación se dio en algunas entrevistas 
realizadas durante la visita al Estado de Chiapas, el t7 de febrero. 
56 Ante la pregunta sobre la posibilidad de las partes (tanto abogados, como 
víctimas y/o imputados) de acceder a información sobre sus casos, las res­
puestas variaron de acuerdo a los entrevistados. pero en ninguno de los 
Juzgados o Tribunales visitados existían funcionarios encargados en forma 
especifica de atmder al público y brindar informacióo; no se señaló • esta fun­
ción como parte importante del trabajo de los Tnouoales y Juzgados sino 
como una cuestión circunstancial, en función a las necesidades concretas 
que se dieran dllWlte la jonuda Iabo""-
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Obj~tivo Contenido 

Controlar expectativas • Precisión de los aportes específICOS que 
la reforma realizará pan. mejOt2l" la si-
tuación judici:a.l. 

• Evitar el uso de la refonna como "re-
medio" para problemas estructurales que 
precism soluciones más amplias, (seguri-
dad ciudadana, disminución de la crimina-
lidad. control del narcot:r:ifico, etc.). 

• Generar mensajes claros y comprensi-.. bies a nivel social. que sirnn para medir 
v"ü el éxito de la implementación; ofert:as muy ." ~ 

Ü e concretas que al público le signifiquen 
.:; '0 mejons específicas: npidez en la teso-e:: "; 
<:.z lución de conflictos, transparencia en 12. 

:¡; justicia a partir de la posibilidad de conttol. 

Genenr respaldo efectivo, identificación de las personas 
al proceso inocentes en forma muy tempnna., exclu-

sión y. en su aso, represión de la mentin 
en d contexto del proceso. Esto es. brind2r 
una atención e infonnación apropiada a 
todos los usuarios. 
• Difundir los resultados de la implemen-
tación que verifaquen el cumplimiento de 
la oferu. realizada. 

.. • I-bcer contacto Con las Entidades Fedc-
e tativas 1 los Poderes involucrados en o 
·ü la implement2ción 3- fm de coordin2r W a 
.~ 

Influir en las 
acciones encatlldu en el marco de un plan • de brgo plazo. ·C decisiones sobre 13-• • Producir infomución sobre la muclu ,S implementación de la implementación de la refonna que 

ü 

'2 
permita un papel protagónico en la defi-
nición de las políticas interinstirucionales 

<: sobre el curso de la reforma... 

J. TIZnas a enfrmtar 

En este segundo apartado se procurará, a partir de los con­
tenidos desarrollados a lo largo del estudio, identificar 
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las tareas concretas que deberían considerarse como parte de 
la elaboración y ejecución de un plan de implementación 
desde el Poder Judicial Federal. Cada apartado estará subdi­
vidido en dos: primero, los aspectos a considerar, donde se 
señalarán aquellas cues tiones que~ de acuerdo a lo revisado 
en la elaboración del documento, son importantes para el 
diseño del plan; y una segunda parte destinada a desarrollar 
las tareas inmediatas que deberían planificarse, como inicio 
de la implementación. 

a. Producción legislativa 

A partir de la reforma constitucional se abren necesidades 
de producción y reforma normativa en varios ámbitos~ que 
posibiliten una adecuación de los preceptos establecidos en 
la misma. En función a ello, es importante para el Poder 
Judicial Federal desarrollar como una de las áreas de trabajo 
del plan de implementación, el seguimiento de la de adecua­
ción y producción legislativa. Sin embargo, esta tarea no 
debe sobredimensionarse ya que, como se ha mencionado an­
teriormente en este reporte, los cambios normativos son nece­
sarios pero no suficientes para lograr la implementación 
de un sistema acusatorio. Es importante entonces que el 
Poder Judicial Federal identifique, como punto de partida, 
cuáles son los cambios normativos que interesan para tal 
fin y se focalice en el trabajo para impulsar esos cambios. 
Por ejemplo, definiciones de la ley procesal que van a 
tener impacto en términos de personal,. roles, recursos, esto 
es , de aquellas cuestiones que implicarán cambios en el Poder 
Judicial Federal y que merecen la discusión desde esta ins­
tancia; los órganos de éste tienen que participar en ese debate 
con una posición consensuada en su interior y sostenible 
desde la información producida. 
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i) Aspectos a considerar 

A continuación se describen algunos de los aspectos que 
resultan relevantes para el Poder Judicial Federal desde el 
ámbito de la transformación normativa . 

• Tipos de Jueces 

La distinción tradicional, que parece ser la establecida en la 
reforma constitucional, habla de la existencia de dos Jueces, 
uno en etapa preliminar y otro en juicio. Estos Jueces pueden 
ser unipersonales o colegiados (o una combinación de ambos: 
unipersonal en etapa preliminar y colegiado en etapa de juicio); 
el establecimiento de Jueces unipersonales suele generar una 
necesidad de un mayor número de revisiones . 

• Funciones de los Jueces 

En el diseño que define la reforma constitucional, se han 
hecho referencias a las funciones propias del Juez de control 
y del Juez de juicio, como también a las posibles funciones 
de un Juez de ejecución y la necesidad de discusión del 
establecimiento de esa figura. Pero este caso involucra algunas 
otras consideraciones que se han mencionado y que no se 
encuentran reguladas en forma específica por la reforma 
constitucional: ¿cuál Juez será encargado de resolver las 
impugnaciones en contra de las decisiones del Juez de control 
y/o del Juez de juicio? 

Adicionalmente, en función a que las atribuciones de! 
Juez de control serán, básicamente, las que hoy desempeña 
e! juzgado encargado de decidir los amparos indirectos, es im­
portante determinar la necesidad de reforma en la tramitación 
de este recurso (ya sea a partir de la conversión de los Jueces que 
tienen a su cargo el mismo en Jueces de control y la limitación 
del recurso a ámbitos no penales, ya sea diferenciando casos 
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en los que se podrá aún disponer del amparo indirecto en 
procesos penales)." 

• Extensión de la oralidad 

La reforma constitucional dispone la utilización de la meto­
dología de audiencias para las etapas previas al juicio y 
para éste; pero también debe definirse si la etapa de me­
dios de impugnación y la ejecución van a ser diseñada. 
respetando los mismos principios, en atención a que en 
estas últimas generalmente se analizan cuestiones más bien 
de carácter normativo . 

• Relación con el amparo 

Duplicidad. Como se viene mencionando, uno de los 
temas a resolver vinculados al amparo es la cuestión de dupli­
cidad de funciones: gran parte de las funciones de garantía 
que el amparo tiene actualmente, son en la reforma cons­
titucionallas que se regnlan para el Juez de control; debe 

S7 Es importante, para la definición de este punto, considerar un tema que ya 
ha sido descrito en este reporte: las cuestiones a resolver por el J ua de control 
serán. en el sistema reformado, las que hoy se resuelven por la vía del amparo 
indirectn Los entreVistados en los diversos Estados han coincidido en señalar 
que por la vía dd amparo indirecto se resuelven los siguientes asuntos: órdenes 
de aprehensión; no ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio 
Público; auto de foonal prisión; en menor medida, cuestiones vinculadas a 
la recolección de prueba. Si se revisan las funciones establecidas para el Juez 
de control, se observa que todos los asuntos mencionados ~ con la refonna, 
dentro del ámbito de su competencia. En función de ello es que se insiste en 
la necesidad de asumir éste como uno de los temas sobre los que debe 
trabajarse en el área normativa, asumiendo una posición en sentido de resolver 
esta doble revisión de los asuntos que se dará si se mantiene, adicionalmente 
a la figura dd Juez de control, la posibilidad de recurrir al amparo indirecto 
en materia penal 
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revisarse entonces la posibilidad de que éste ocupe el lugar 
que hoy tiene el Juez de amparo indirecto. 

Tipo de trámite. Adicionalmente a la cuestión de dupli­
cidad, debe analizarse también la diferencia en el proce­
dimiento: en tanto la reforma regula un sistema basado 
fuertemente en la oralidad, la tramitación del amparo se 
realiza en forma escrita, con lo cual sería muy complejo uti­
lizar este recurso como mecanismo para revisar el cum­
plimiento o vulneración de garantías. 

Por ello es importante señalar también, en términos 
de especialización, que el Juez de amparo no podrá hacer las 
veces de Juez de control, a menos que el procedimiento para 
la resolución del amparo se convierta a uno oral; de lo 
contrario dentro del mismo juzgado operarían dos lógicas 
de funcionamiento distintas: la oralidad en el proceso penal 
federal y la escritura en el amparo indirecto.58 

Extensión de la función del Juez de amparo. En razón 
de la reforma federal, la función del actual Juez de amparo 
indirecto se justificaría para conocer de este recurso contra 
Jueces Locales hasta tanto estos varíen su legislación hacia el 
modelo constitucional; parece ser, entonces, que con el trans­
curso del tiempo el amparo indirecto perderá vigencia en la 
medida en que el Juez de control asuma sus funciones y realice 
un control efectivo sobre el procedimiento. 

J8 Posibilitar esta convivencia de prácticas de trabajo constituye un riesgo 
enorme para la vigencia dd sistema oral, ya que en muchas de las entrevistas 
realizadas a Jueces y Magistrados se ha sostenido la idea de la escritura 
como una tradición dd sist~ difícil de abandonar. Así, por ejemplC\ en la 
entrevista sostenida con los miembros de un Tribunal Colegiado de Grcuitc\ en 
Tuxda Gutiérrez~ uno de los :Magistrados entrevistados refirió que Afixial tirM 
po,. Iradició" proasos trm-'or ( ... ) NtI trIamos p"parador para la o,.alidad. H'9 
IlfIa pff«jJdólI mJ9 distillto al momt1lfo de tSCMChar po,. la formaciólI de los jllris/as 
1IJtXicmws. CoII la kdzm1" al tdar JoauntflkJdo todo, St l/'t1I fflJ.I doatmt1Ito.t. El aJlI/ttdlI 

(la inm,diodón) o/eda la imparcialidad del ~aJor. La cultur.l de ttabajo a ttavés 
de la metodología escrita está muy arraigada y es necesario tornar precau­
ciones para la implementación de un sistema oral en toda su dimensión. 
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Amparo directo. Este recurso también debe reorien­
tarse, transformándolo en uno que se destine a controlar 
el cumplimiento de los principios básicos de desarrollo del 
juicio oral, ya que no puede mantenerse la lógica de con­
trol sobre un expediente escrito, para un juicio que ha sido trans­

formado completamente y que es realizado en forma oral. 
En la actualidad el amparo directo funciona prác­

ticamente como un recurso ordinario más dentro del proceso 
penal, ya que una vez definida la decisión última en la ape­
lación, los postulantes tienen siempre la posibilidad de aplicar 
este recurso para generar una nueva revisión. En el con­
texto de un sistema acusatorio que establece la posibilidad 
de tener un juicio cOl1trolodo a partir del establecimiento de un 
sistema de recursos, debe analizarse la necesidad o no de mante­
ner el amparo en sus dimensiones actuales y, en caso de consi­
derar que sí es necesario, evaluar su transformación en una 
forma de apelación. 

No se trata, pues, de la eliminación del amparo penal, 
sino de su modernización frente a los principios que rigen 
el sistema acusatorio. También debe considerarse que un di­
seño deficiente del amparo, puede afectar de manera general 
al resto del sistema, por lo que resulta indispensable ubicar 
los puntos en lo que el amparo se tendrá que actualizar. 

En el desarrollo del proceso de diseño de un nuevo 
marco normativo constitucional y de legislación secundaria, 
es fundamental resaltar la función interpretativa del Poder 
Judicial Federal, ya que tanto en la jurisdicción federal 
ordinaria, como en el amparo -a través de la jurisprudencia­
se irán generando normas de interpretación que incluso 
alcanzarán a la jurisdicción estatal. 

• Control de cumplimiento de convenios 

El establecimiento de un sistema de mecanismos alternativos 
de terminación del proceso responde a la necesidad de des con-
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gestionar el sistema pero también a la obligación estatal de 
brindar una respuesta oportuna ante las peticiones de los 
involucrados en un proceso penal. Una de las finalidades que 
se establece para estos mecanismos alternos es la de reparación 
del daño causado por el delito; a partir de esta finalidad, 
es importante diseñar un sistema de control al cumplimiento 
de los convenios arribados por las partes que permita velar 
por el cumplimiento, ya que la experiencia comparada muestra 
cómo la ausencia de mecanismos concretos de control por 
parte del Poder Judicial suele ser una de las causas por las que 
las salidas alternativas han quedado relegadas a un rol secundario 
en el procedimiento y su utilización ha sido mucho menor a 
la esperada originalmente. Este control debe comenzar en for­
ma previa a la suscripción propia del convenio, para lo cual se 
requerirá diseñar un sistema en el que las partes, tanto Minis~ 
terias Públicos como defensa, en aquellos casos en los que 
deseen aplicar una de las salidas alternativas establecidas al 
proceso penal, promuevan la realización de una audiencia 
en la que el Juez tenga la posibilidad de: 

• Conocer el caso, para tener la certeza de que se encuentra 
dentro de los comprendidos por la legislación procesal 
como posibles para la aplicación de salida alternativa; 

• Evaluar la voluntad de los protagonistas del conflicto 
(víctima e imputado), de forma tal, que se tenga cer­
teza sobre el deseo real de ambos en la aplicación de 
la salida por la que se opte, asegurándose de que no ha 
existido coacción ni algún tipo de presión externa. 
El Juez debe tener contacto directo con los protago­
nistas del conflicto, escucharlos y evaluar si tienen 
conocimiento real de la renuncia que implica el tomar 
un camino alternativo (no realización del jnicio oral, 
extinción de la acción penal posiblemente en algunos 
casos, etc.). 

• Evaluar la posibilidad real de cumplimiento del 
acuerdo. Debido a que una de las fmalidades será la 
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reparación integral del daño, en este punto el Juez 
deberá tener particular cuidado de que el acuerdo asu­
mido sea de posible cumplimiento. 

El control de las salidas alternas por parte del Poder 
Judicial es particularmente relevante en aquellas decisiones 
que afectan o puedan afectar los derechos de las partes invo­
lucradas. Habrá, por el contrario, casos en que dicho control 
no resulte sustancial; por ejemplo, el archivo de un caso de 
forma no definitiva, o aquellos casos en que no hay nadie in­
teresado en reclamar . 

• Registro de audiencias y notificaciones 

Con relación a este punto es muy importante que la legis­
lación se abra al tema de la tecnologia. Una de las cuestiones 
a resolver como parte de la implementación del nuevo sis­
tema será la relacionada con la forma en que serán registradas 
las audiencias: a través de grabaciones magnetofónicas7 filma­
ciones, etc. Lo que resulta claro es que el registro como se conoce 
actuaImente, a partir de la elaboración de actas que contienen 
todos los datos sobre lo sucedido en el desartollo de la dili­
gencia, no será la forma idónea para el registro de las audiencias 
orales. 59 En ese sentido, es importante qUf; sin establecer 
reglas de corte taxátivo que impidan que las prácticas y la 
evaluación concreta de medios idóneos a partir del análisis 
de los resultados obtenidos en el proceso de implementación, 
permitan experimentar con los diferentes medios posibles para 
el registro. 

"En las entrevistas Jueces y Magistrados coincidieron que parte de los criterios 
pa.a su evaluación de desempeño, por ejemplo. es la revisión de libros de 
gobierno y el número de sentencias condenatorias -que dentro de un sistema 
acusatorio oral carecen de sentido. Por ello habrá que fijar ouevos criterios 
de evaluacióo acordes al nuevo proceso perull. 
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En el mismo sentido debe operarse con relación a la 
notificación; partiendo de la base de que ésta no es un fm 
en sí mismo sino que es un medio para posibilitar la realiza­
ción de una determinada diligencia (generalmente una audiencia). 
Debe abrirse la legislación en materia de notificaciones, esta­
bleciendo ese principio de instrumentalidad, evitando una re­
gulación formalista y definiendo algunos criterios que sirvan 
a la posibilidad futura de establecer nuevas formas (por ejemplo, 
a partir del uso del correo electrónico). 

ii)Jrareasinn<ediatas 

Es importante, para comenzar a trabajar en el área norma­
tiva, defmir en forma inmediata: 

Tarea Contenido Observaciones 

.. Establecer la cantidad Tomar en consideración que por 
de personas que resultan las características del trabajo nor-

precisas para el trabajo mativo (tareas de seguimiento 
Conformación normativo. al Legislativo. coordinación 
del equipo de -DeflIlir las responsabi- necesaria con los miembros del 

trabajo lidades ejecutivas espe- Poder Judicial Federal para la 
cificas. determinación de tinas espeá-

ficas a encanr) el personal espe-
cífico no precisa ser numeroso. 

• Evaluar las áreas temá- Previamente al inicio del trabajo 

ricas en las que se precisa ejecutivo. es necesario realizar 

intervención normativa. una reunión con las autoridades 

Determinar, en cada área del Poder Judicial Feden.l que 

Determinación 
temática, los objetivos provea de insumos para el tra-

del Poder Judicial Fe- bajo en el área y fije una agen-
de trabajo deraI en la legislación. da concreta de trabajo, con plazos 
específico 

Fijar plazos para la e1a- de cwnplimiento y controles so-

honción de las propues- bre los productos. 

tas legislativas concretas 

po, parte del respon-

sable ejecutivo. 
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b. Redefinición orgánica de los tribunales 

El diseño que configura la reforma implica una necesaria 
redefinición de los tribunales existentes y las funciones 
asignadas a los distintos órganos jurisdiccionales. En par­
ticular, dentro del Poder Judicial Federal, habrá que consi­
derar el impacto del amparo en el aspecto organizacional. 
Para la ejecución de esta redefinición, es preciso tomar en 
consideración algunos aspectos específicos. 

i) AJpecfoJ a cOf"itkrar 

• Especialización metodológica 

Un juzgado que trabaja con metodologia de audiencias no 
puede a la vez realizar trámites de otra materia por vía del proce­
dimiento escrito (expediente). 

Se ha señalado anteriormente la posición de parte de 
algnnos entrevistados con relación a la "tradición del pro­
cedimiento escrito", por lo que sostener un juzgado traba­
jando con las dos metodologias !audiencia y expediente­
generarla un incentivo para que los juzgados mantengan su 
trabajo tradicional. 

Por ello, en ptincipio en las ciudades en que haya varios 
órganos, debieran especializarse algnnos de ellos en el cono­
cimiento de los casos penales que hayan de juzgarse oral­
mente para evitar que las practicas escritas influyan al nuevo 
proceso. 

No obstante, habrá también situaciones en las que la 
carga de trabajo de juzgados especializados en proce­
dimientos penales orales no justifique su especialización. 

La decisión de conservar la existencia de juzgados y 
tribunales mixtos (que revisan materia civil, administrativa 
y penal) o de crear juzgados especializados en materia penal 
que trabajen bajo el nuevo esquema de oralidad, debiera depen­
der de dos variables a ponderar: 
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- Cargas de trabajo; y 
- La posibilidad de que los Jueces que lleven juicios orales 

penales y procedimientos escritos de otras materias, puedan 
aplicar las antiguas prácticas a los procedimientos nuevos 
y de ese modo desvirtuarlos. 

• Composición de órganos jurisdiccionales 

Debe determinarse también la composición que cada órgano 
jurisdiccional tendrá en concreto. En este punto, la reforma 
constitucional establece las funciones básicas que deben 
respetarse en el transcurso del proceso penal: la función de 
control previo, la de juzgamiento y la de control postetior a 
la sentencia. 

A partir de esta diferenciación de funciones debe eva­
. luarse la integración del órgano jurisdiccional, tomando en 
cuenta: 

• El respeto al mandato constitucional de imparcialidad 
en el juzgamiento (el Juez o tribunal de juicio no debe 
haber participando en las etapas anteriores del proceso, 
para resguardar la decisión imparcial); 

• La determinación de la composición que responda 
de mejor forma a las obligaciones especificas que la refor­
ma impone al Poder Judicial Federal, pudiendo esta­
blecerun sistema de tribunales unipersona1es, co1egiados 
o la presencia de ambas composiciones (Juez de control 
unipersonal y tnbuna1 colegiado de juicio, por ejemplo). 

Lo importante, en este punto, es lograr un diseño donde 
las personas que cumplan la función de control sean dife­
rentes a las que vean el desarrollo del juicio; respetando 
esa diferenciación no hay razón, en principio, para tener 
juzgados diferenciados: podría diseñarse un sistema de juz­
gados penales unipersonales a cargo de todas las funciones 
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dentro del proceso penal -investigación, control, amparo, 
juicio, etcétera- siempre y cuando se cumpla con aquel prin­
cipio de respeto a la imparcialidad. 

ii) TareaJ il/mediatas 

Tarea Contenido Observaciones 

Estudiar los cambios Es recomendable realizar un 
jurisdiccionales gene- trabajo de entrevistas tanto 
rados en las Entidades ron los integrantes de los Poden:.< 
Federativas que han re- 1 udiciales Locales como con las 
formado sus sistemas y partes dd proceso, con d fin de 
determi~ar los benefi- conocer las fortalezas y debi-
cios y problemáticas lidades generadas en las prác-
que podrían presentarse ricas cotidianas. 

Diagnóstico 
en la reforma federal 

de la situación 
Determinar. en función Deben conside=se los datos de 
de la situación actual. la los casos que culminan duran-
proporción posible de te la averiguación previa en la 
casos que terminarán actualidad,. con el fin de tener 
en la etapa de control y una dimensión del universo de 
aquellos que llegarán a casos probable. 
juicio, como herramien-
ta para determinar la 
mejor redefmición or-
gáruca.. 

c. Adecuación de la gestión del despacho judicial 

La organización del despacho judicial, observada durante el 
transcurso de la visita, está ligada a un predominio de la idea 
de un Juez rodeado de funcionarios que se organizan y 
cumplen tareas -en muchos casos jurisdiccionales- para 
llevar adelante el trabajo cotidiano del tribunal. Ese concepto 
de despacho judicial debe ampliarse: un despacho puede estar 
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compuesto de un número "x" de Jueces, que tienen como acti­
vidad principal la realización de audiencias en el ámbito 
específico de su competencia y comparten una serie de 
servicios que posibilitan su cumplimiento Esa organización 
de los despachos judiciales debe ser replanteada, de forma 
tal de que cumpla con la fmalidad establecida. 

i) A¡peclol a (DI/liderar 

La generación de un despacho judicial compuesto por varios 
Jueces que comparten servicios administrativos y están 
dedicados en forma exclusiva a la realización de audiencias 
resulta beneficiosa por varias razones: 

• Unificación de prácticas y criterios 

El despacho judicial compuesto por varios Jueces posibi­
lita que se estandaricen los procedimientos de trabajo y, de esa 
forma, se optimicen tiempos y se agilicen los procedimientos. 
Esto no implica que deben establecerse "recetas" sobre cómo 
conducir una audiencia o cuánto tiempo exacto debe durar 
la misma, pero sí es importante generar un esquema de tra­
bajo compartido por los diversos funcionarios jurisdic­
cionales que les permita generar ciertos criterios uniformes de 
trabajo para, a la vez de cumplir con aquellas posibilidades 

. de optimización, enviar mensajes a los postu1antes sobre sus obli­
gaoones espeóficas de acuerdo al rol que cumplen en el 
proceso . 

• Economías de escala 

La economía de escala se refiere, básicamente, a la posibili­
dad de prodtt¿r "'tÍ! rol/ 111/ rollo ""I/or; en materia judicial en 
concreto, a la posibilidad de concretar aquellas tareas que 
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son constantes y que tienen relación directa con la producción 
del trabajo e;pecifico del tribunal (la audiencia), a través de pro­
cedimientos que reduzcan los tiempos, especialicen al 
personal, disminuyan los costos de realización de esas tareas, 

etc. Esta utilización resulta eficiente, por ejemplo, en materia 
de notificaciones, comunicaciones con el entorno, adminis­
tración y especialización de personal, uso y especialización 
de las instalaciones, tareas todas que se instrumentan per­
manentemente dentro del tribunal Al establecer, por ejemplo, 
un sistema de notificaciones uniforme, a cargo del personal 
especializado y destinado exclusivamente a tal fin, se logra 
la disminución de los tiempos para realizar esa tarea y un 
mayor cumplimiento de su objetivo (que las partes concurran 
a las diligencias para las que son citados): la concentración 
de esa tarea, entonces, da un mayor grado de efectividad a 
las audiencias realizadas por todos los Jueces, mejorando los 
resultados de la justicia. Este mismo ejercicio puede realizarse 
con todas las tareas que se realizan en forma constante para 
la producción de audiencia, a fin de observar las ventajas 
de la incorporación del concepto de economía de escala en 
la organización del despacho. 

• Gestión administrativa unitaria y especializada 

La introducción de este tipo de gestión permite descar­
gar al Juez de la función administrativa, dejándola en manos 
de un personal dispuesto a tal efecto y posibilitando que 
su trabajo esté concentrado en forma exclusiva en la toma 
de decisiones en audiencia; esto posibilita también la uni­
ficación de criterios en materia de administración, gene­
rando uniformidad en la gestión de los tribunales a nivel 
nacional-respetando, por supuesto, los aspectos específicos 

de cada región. 
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• Centralización de la tarea administrativa 

Esta centralización debe de darse para la producción y gestión 
de audiencias. Uno de los principales temas problemáticos 
en la implementación de las reformas procesales en la región 
ha sido, bien el mantenimiento del despacho judicial con la 
misma composición del sistema escrito, bien el cambio en cuanto 
a la organización sin demasiada reflexión sobre cuál debe 
ser la tarea esencial para la que se organice el despacho. Así 
vemos, en los reportes existentes sobre la marcha de las im­
plementaciones, cómo la suspensión de audiencias -por 
superposición de agendas, imposibilidad de notificaciones, 
carencia de sala para la realización de la audiencia, etcétera- se 
ha convertido en un problema de dificil solución que genera 
incumplimiento de plazos procesales, retardo y sobrecarga de 
trabajo al obligar a los funcionarios a reprograrnar audiencias 
en tiempos que ya estaban asignados originalmente para la 
realización de nuevas audiencias. Por ello, es importante fijar 
la idea de la producción de audiencias como la tarea central 
alrededor de la cual debe organizarse el despacho judicial; 
(vemos entonces cómo un tribunal con la organización ac­
tual, organizado para producir proyectos de resoluciones y, 
por tanto, compuesto en su mayoría por abogados y/o estu­
diantes de derecho, resulta poco funcional de acuerdo con 
las nuevas tareas que deberá asumir el despacho) . 

• Regis tro de las audiencias 

Es necesario un diseño de despacho que permita abandonar 
la idea existente de que para registrar la audiencia es necesario 
un transcriptor que copie todo lo que pasa en ella, sino que 
se tiene que instalar un sistema de grabación audiovisual 
o de audio, que permita contar con ese registro y, en caso 
de ser requerido, facilitarlo a las partes, pero sin generar una 
carga de trabajo adicional como suele suceder en aquellos 
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casos en que se asume la transcripción de las grabaciones de 
audiencias como una necesidad propia del sistema, cuando 
esto no es un requisito establecido por la reforma. 

ii) Tarea! inmediata! 

Es prioritario identificar, de los varios modelos posibles, cuál 
resulta más adecuado a la realidad de la implementación de 
la reforma. 60 Así, dentro de las posibilidades que pueden 
identificarse para la organización es necesario, a los fines de 
determinar la forma de organización, ubicar cuáles son 
las funciones que debe cumplir un tribunal en un proce­
dimiento oral: 

• Tareas de administración general del tribuna! 

- Adquisiciones 
- Contabilidad 
- Recursos humanos (contrataciones, licencias, etc.) 

- Aseo 
- Custodia de especies y/o documentos 
- Seguridad 
- Dar información a! público 

60 En este punto d proceso de implementación gradual será de suma 
importancia a los fines de ir evaluando la organización e incorporando los 
correctivos que resulten pertinentes 
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Tareas vinculadas a la realización de audiencias 

Pft:vias a b realización Dwante la realización Posteriores a la realiución 

• Recibir las solicitudes • Ordenar el ingreso de las • Completar el acta de la 
de audiencias de las partes y el público. audiencia, usando formu-
partes y pronunciarse • Mantener separados a los !arios e;t>bIOOdoo 1=' loo 
sobre ellas. testigos y peritos. distintos tipos de audien-

• Fijar o programar las • Garantizar la seguridad '"". 
audiencias. • Velar porque la agenda • Poner el acta a disposi-

• Notificar a las partes del tribwul se cumpla con ción de las partes. 

y asegurar su compare- puntualidad Y a cabalidad • Ingresar el acta y demás 
ccoda. • Resolver situaciones no docwnentos a la carpeta 

• Preparar la sala de previstas. (ej. cambio en del caso. 
audiencia. el orden de audiencias, • Emitir órdenes y oficios. 

o Coordinar con 1., reemplazo del agente 
instituciones perti- del Ministerio Público 
Dentes la presencia de o defensor, coordinación 

todas las partes ínter- para el traslado de dete-

mentes. nidos. etcétera) 
• Elaborar Y publicar la • Registrar la audiencia. 

agenda de audiencias (ya sea a través de la filma-
del tribunal. ción, grabación o escri-

tilla) 
• Fijar la fecha de posible 

nueva audiencia. 

A partir de esta base, se definen las acciones inmediatas 
en el área: 

Tarea Contenido Observaciones 

Ejercicio necesario que Para la realización de este ejer-
debe posibilitar al Poder cicio es condición necesaria la 

Estimar cargas de Judicial contar de inicio generación de información acce-

trabajo con una herramienta idó- sible, contar con registros con-
nea para deteaninar la nece- fiables, pero también tener claro 

sidad real de personal en que una parte importante del 
cada distrito judicial 61 ejercicio va a depender de la reaIi-

61 Una de las preocupaciones manifestada en forma constante por 10s 

entrevistados durante la visita realizada fue la referida a la necesidad de 
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Tarea Contenido Observaciones 

Es preciso tener informa- zación de estimaciones, dado que 
ción concreta que permita se eswi pensando en las necesi-

realizar las estimaciones dades impuestas poe un proceso 

necesarias en cuanlO 3. nece- que aún no ha sido implemen-

sidades de recursos huma- ud<>. 

n05 y ec<XlÓmÍCOS. Algunos 
aspectos que deben consi-

derarse para estimar las 

cargas de trabajo: 

• Identificación de tareas 

que se Yan a requerir por 

coda~do~ 
Y por cada rol; 

• ldmtiJic,ción de tiempos 
necesarios para el cum-

plimiento de cada tarea 

y de acuerdo a cada rol; 

• Aplicación de esos tiem-

pos al universo de casos 
ingresados en un deter-

mnado rmgo 'emp<ml; 
• Estimación de númt:ro y 

tipo de casos por delito; 

• Estimación de tipos de 

salidas por delito; y 

• Estima.ción de número 

de jueces, número de fun-

cionarios por perfil. nú-

mero do,.¡" do ~ 

Diseño inicial del Apuri>"delamfomución Es ruesario, en cuak:pEr caso. eva-

desp3.cho judicial obtenida y los estudios '"" b ~ do lo< ,.¡",;,,;,. 
realizados. Considerar ca- tndo= ~ Y delegadoo do! 
mo alternatrras: Con>ejo de la Juilicatur.o, cuya fun-

contar con más personal como un requisito esencial para la implemen­
tación de la reforma; sin em~ observados los procesos de trabajo y la 

composición de los tribuna1es~ no parece a primera vista que exista una gran 
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Tarea Contenido Observaciones 

• Posibilidad de contar ción actual podría revisarse en 
con un administrador es- términos de dat atribuciones sufi.. 
p,cializado, ~ po< rientes como para desarrollar la 
los organismos superiores; tarea de administración del nuevo 
• Diseño a partir de un despacho judicial. 
presidente de tribunal de- Tomar en consideración en el 

rucado a las tareas de admi- diseño que a los administradores 
nistración y gestión. que les debe corresponder el manejo 
reciba el amci.lio de un ad- dd ~ dcl tribunal, .. docúc, 
ministrador especiaJizado asignarles su trabajo y controlar 
para supervisar la correcta la ejecución del mismo (nueva-
ejecución de las diversas mente, a los fUles de descargar 
funciones orientadas a la al Juez de tareas administrativas). 
producción de las audien- Suele corresponderles también 
00; y la contratación del personal de 
• Creación de un Consejo apoyo, su evaluación y control 
de Jueces que se auto- dropbnario. Do qcién dq>md< d 
gobiernan auxiliados por ~ dcl triburuol os uno do loo 
un administrador especia- asp«tos más importantes dentro 
lizado. de éste, que marca la diferencia 

entre los sistemas de gestión es-
critos tndicionales y los orales 

modernos. 

Dado que la forma de Es importante contar para esta 

trabajo del despacho ju- tarea con expertos en admi-
dicial es Wl tema esencial nistración. pues son ellos los 

Conformación para el correcto funcio- que realmente tienen los cono-
del equipo de se- namiento del sistema, es cimientos y la vocación nece-

guimiento a la impornmt< qu< " <ks;gne saria para realizar en forma 

implementación personal dedicado a dar adecuada esta función. 
un seguimiento al modelo 
diseñado y su implemen-
tación. de forma tal de 
identificar con prontitud 
las dificultades y poder 
buscar soluciones a las 
mismas en fonna eficaz. 

necesidad de contratar nuevo personal.- sino más bien se impondrá una necesi­
dad de reorganizar en función de la implementación del modelo acusatorio. 
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Tarca Contcnido Obscrvacioncs 

Generación de ins\:ams téc-
nicos pan la adopción de 
las decisiones generales 
sobre la gestión de los tri-
bunales. 

Diseño de tarea 
Realización de estudios 

del equipo de se que ~ decidtt b ci-
tenos para: 

guimiento • Contratación y control 
del personal; 
• Di<tribución de m "'"'" 

entre los Jueces; e 
• Inversiones y adquisi-
ciones del tribunal. 

d. Sensibilización y capacitación 

Hablamos en este aspecto de sensibilización como punto de 
pattida pata luego iniciat un proceso de formación y capaci­
tación vinculado a las tareas propias del proceso acusatorio." 
Aquéllos que fueron consultados sobre la capacitación reabida 
vinculada a la reforma, respondieron que hasta la fecha no han 
patticipado en actividades de formación en estos aspectos. 

i) Aspecto! a conJÍderar 

• Formación y capacitación como patle de la política 
institucional 

El mensaje a transmitirse con el desatrollo de la formación 
debe estar orientado a incentivat a los funcionarios para per-

Al Como se ha mencionado anteriormente en este reporte~ d nivd de co­
nocimiento de los operadores sobre d estado de la reforma es importante 
para impulsar la implementación. De la visita realizada surge que7 salvo d caso 
de las entrevistas realizadas en GuadalajaI'lly donde los funcionarios mani­
festaron un conocimiento importante sobre los principios de la reforma y 
su estado actua1, en el resto de las entrevistas realizadas la información de 
los funcionarios sobre d proceso era muy básico. 
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feccionarse en su puesto de trabajo y no ver la capacitación 
como un upremio" o un "castigo". Uno de los problemas 
que suele presentarse en procesos de implementación que 
incorporan a la capacitación como un área de trabajo, es la 
construcción de una visión errada sobre la misma, que hace 
que los funcionarios comiencen a pensar en los cursos y for­
maciones como "recreos", sin alguna vinculación con el 
puesto de trabajo en el que desempeñan su labor. Por ello, al mo­
mento de diseñar e implementar un proceso de formación y 
capacitación es importante partir de algunas cuestiones de 
importancia como mensajes de inicio: 

• La capacitación debe llegar a todos los funcionarios que 
desempeñarán labores en el nuevo sistema; 

• Cada funcionario recibirá capacitación de acuerdo al 
rol específico que desarrolle, lo cual implica que no todos 
los funcionarios concurrirán al total de las capacita­
ciones sino que se desarrollarán programas de for­
mación para las distintas funciones, para lograr una 
especialización adecuada en las tareas a desempeñar. 

Los contenidos de cada capacitación estarán directa­
mente vinculados con el puesto de trabajo y, por ello, se evaluarán 
los resultados de ésta a partir de la observación de las 
prácticas instaladas en el trabajo diario de los operadores. 

• Contenidos de la capacitación 

Si bien es imposible pensar a Priori en un plan completo en 
esta área, sin lugar a dudas, los contenidos necesarios a desarrollar 
serán los vinculados a la metodología de audiencias: la con­
ducción de las audiencias previas al juicio, la conducción de 
audiencias de juicio oral, la consideración de la prueba de acuer­
do a un sis tema de libre valoración, la toma de decisiones 
en forma inmediata al debate en audiencia, etcétera. 
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Para el personal no jurisdiccional del tribunal, es nece­
sario pensar en contenidos vinculados a temas como la atención 
al público, atención de testigos y peritos, programación 
de agenda de audiencias, notificaciones, control del estado de 
avance del proceso, comunicaciones con terceros y con ins­
tituciones relacionadas, manejo de software (sistema de infor­
mación, por ejemplo), registro de audiencias, etcétera. 

• Metodología de la capacitación 

Es importante considerar que, debido a que la transforma­
ción de un sistema eminentemente escrito y sustentado en el 
expediente a un sistema acusatorio basado en la información 
producida en una audiencia, la función judicia! puede resultar 
muy dificil de sobrellevar en un primer momento de la im­
plementación; por ello, es altamente recomendable que los 
distintos ámbitos de capacitación se desarrollen basándose 
en ]a generación de nuevas prácticas, a partir de la discusión 
de casos y la simulación de audiencias en el ámbito de la capaci­
tación, donde los Jueces puedan retroalimentar su actuación, 
estandarizar procedimientos y corregír las acruaciones que en 
principio no resulten adecuadas a! sistema. 

• Relación interinstitucionaI 

Debe también considerarse la necesidad de desarrollar no sólo 
una capacitación institucional, sino también una coordinación 
con las otras instancias involuccadas en la implementación (Mi­
nisterio Público y defensa pública) en dos sentidos: 

• En primer término, a los efectos de consensuar con­
tenidos mínimos de capacitación, ya que es importante 
que los mensajes a transmitir a los funcionarios tengan 
un sentido similar, puesto que en caso contrario luego 
pueden presentarse problemas en las prácticas concre­
tas, por interpretaciones disimiles del proceso pena!; y 



138 SUPREMA CORTE DE JUSTIOA DE LA NAOON 

• En segundo término, a los efectos de coordinar activi­
dades de capacitación interinstitucional, ya que de la misma 
forma que es importante trabajar con los funcionarios 
del Poder Judicial Federal en forma individual, también 
lo es generar espacios de encuentro y debate con los otros 
involucrados en el proceso, para identificar cuestio­
nes problemáticas y posibles necesidades de capacita­
ción en función de ello. 

ii) Tareas inmediatas 

Es importante diseñar un proceso de formación que abarque 
diferentes etapas, avanzando gradualmente en los contenidos 
propios de la reforma y en la función específica que los Jueces 
deberán cumplir en el nuevo proceso: 

Tarea Contenido Observaciones 

Respecto de los valores y Esta primera fase puede ser mi-
los flmdamentos del caro- lizada. a la vez de instalar los prin-
hio. Esta etapa no debe cipios y valores de la reforma 
constituirse necesaria- en los fimcionarios del Poder Ju-
mente en una "apacitación dicial, para ccmur con un primer 
formal". sino que puede diagnóstico de necesidades de 
realizarse a través de una las capacitación que permita 
metodología relativamen- realizar el posterior diseño del 
te simple que involucre: proceso de formación orientado 

Diseño de un • Owbs &.logadas donde a responder a las cuestiones más 
proceso de las cabezas institucio- urgentes vinculadas a la labor 

sensibilización nales concurran a dar su judicial. 
visión y explicar las im-
plicaciones de la refor-
ma p"" el Pode< Judicial; 

• Encuentros locales. re· 
gioooJes o nocionoJe" don-
de loo funciooorios pu<dan 
intercambiar criterios y 
recibtt infoanación sobno 
cómo se está observando 
el proceso de únp1emen. 
tación; y 
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Tarea Contenido Observaciones 

• Talleres en los que co-
mience a desarrollarse 
un contenido más orien-
tado a la función propia 
del Juez en el proceso 
acusatorio y se intro-
duzcan las primeras 
nociones de capacita-
ción para iniciar luego 
un proceso más orien-
tado hacia el largo plazo 
de la fOI'lTlación de los 
operadores. 

Elaborar un diagnóstico de El pian debe tener tiempos con-
n=skhdes de ~ cretos de ejecución. Dado que 

Est2blecer, a ""'" del <Ea¡¡- la reforma implica incorporar 
nóstico: on>eha infonnación ooIxe ambos 

• Fases y grados de coro-
de prácticas, el plan de capaci-

plejidad de la capaci-
tación debe comenzar a desa-

tación, 
rrollarse con bastante tiempo de 

• Formas de evaluación 
anticipación a la entracU en vi-

de los contenidos y 
gencia del nuevo sistema (por 
lo menos con un año de anrici-

• Recursos presupues- pación). 
Diseño de un pro-

taños necesarios para su 

ceso de capaci- <jecución. 

tación a b.go plazo Fonnación específica para Es importlnte aquí tener claros 

de acuerdo a la d penoruol adnDnisnativo, los perfiles de los diferentes 

función a desem- no relacionJda con habili- funcionarios que desarrollacin 

peñar dades jurídicas sino más tareas en el despacho judicial 
bien con temas vincu- '" forma previa al diseño 

lados al rol: que deberá mm- propiamente dicho del proceso 

plir este personal. de fonnación.. 

Formación a futuros for- Los formadores! capacitadores 

madoas, qu< Iuogo ~ del Poder Judicial no deben de-
asumir dicha tareas de sarroIlar a la misma vez tareas 

formación a nivel nacio- jurisdiccionales. ya que. sobre 
nal. Para que el proceso todo en la primera época de la 

de capacitación sea efecti- Unpkrnmtación, d ttabajo de fo<-

vo y produzca resultados, rmción requerirá organizar e\"efltos 

es necesario constituir un en forma pemunente, replicar 

equipo que se dedique en las ~ '" divmos pun-
forma exclusiva a la for- tos del país, estar atentos a la 

mación de funcionarios. recolección de material y envío 

Es recomendable que una a los diferentes circuitos judi-

vez diseñado d plan espe- ciales. levantar en forma perma-
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Tarea Contenido Observaciones 

cHico de capacitación, se Dente nue,·as necesidades de 
establezca como primer capacitación y producir f'epor-
paso (quizá en paralelo al tes periódicos referidos a los 
proceso de sensibilización resultados concretos obtenidos. 
a los funcionarios del Po- Como se ve, es una tarea de gran 
det Judicial Federal) un importancia que requiere una 
programa específico de dedicación de tiempo completo. 
fonnación a formadores, 
que deje a un grupo de ""'. 
sanas en condiciones de 
llevar adelante esta tarea 
como parte del plan de 
implementación del Po-
der Judicial. 

e. Difusión hacia la sociedad civil 

i) Aspectos a considerar 

• Reforzar la posición institucional 

Con relación a la difusión, es importante reforzar el discurso 
de compromiso del Poder Judicial Federal y mostrar en forma 
periódica resultados concretos sobre la tarea que se viene de­
sarrollando. La publicidad de las audiencias y el tema de trans­
parencia pueden resultar dos cuestiones claves para generar 
apoyo sociaL 

Como se ha mencionado anteriormente, es necesario 
transmitir con claridad los objetivos institucionales vincu­
lados a la reforma, a fin de comunicar a la ciudadanía qué puede 
esperarse del Poder Judicial Federal en el marco de la reforma 
procesal penal y cuáles compromisos escapan a sus pOSlbilidades. 

• Definición concreta del ámbito de intervención del 
Poder Judicial de la Federación 

Si bien, el trabajo de difusión hacia la sociedad civll no implica 
un involucramiento directo de parte del Poder Judicial Federal 
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con organizaciones sociales, para éstos sí debe trabajarse fuer­
temente en la transmisión de los resultados positivos obte­
nidos. Volviendo a lo que mencionamos cuando describimos 
las ventajas de implementar la reforma en forma gradual, no 
debe perderse de vista que el respaldo social es fundamental 
y que mantener informada a la ciudadania puede prevenir 
futuros ataques tanto a la reforma en sí mis~ como a la ac­
ruación del Poder Judicial Federal como entidad vinculada a 
la jus ticia penal. 

En este punto, resulta recomendable difundir también 
el plan de acción que se diseñe en tomo a la implementa­
ción y los diversos trabajos de diagnóstico y evaluación que 
vayan produciéndose, como una forma de reafirmar el com­
promiso instirucional del Poder Judicial Federal e instalar esa 
imagen en la comunidad. 

ii) Tareas inmediatas 

Tarea Contenido Observaciones 

Elabcx:u: un mapeo de orga- Dado que no es una tarea es-
ruzaciones de la sociedad pedfica do! Poder Judícial 
civil vinculadas a la reforma Federal la de difundir la reforma, 
que !un impuI=Io d pro- es importante contar con aliados 

Identificar aliado ceso de cambio y tienen que estén dedicados a esa tani-
un compromiso asumido tia> a fin« de ~ b repiica de 
con la implementación. los mensajes generados por la 

institución. Así. en los procesos de 
reforma las organizaciones suelen 
adquirir un rol cla\'"e en términos 
de difusión, y a partir del trabajo 
~ C(X'I las mSnas. d Poder 
Judicial puede lograr resultados 
positivos en ténninos de difusión. 

Espedhcamente SODre la Deoeo aesarrol_larse mensajes 
cuestión de la impIemen- claros de cara a la sociedad, que 

Elabor.tt una pon tación de la reforma. es sean a:swnidos por los miembros 

tica de comurut:a importante definir los con- del Poder Judicial como dITes va-
ción institucioni tenidos del plan elabo- ra la t:ransmisión de los mismos en 

rada que serán difundidos, las di\'"enas intervenciones que 
los medios a través de los puedan rolizar relacionadas con 



142 SUPREMA CORTE DE JUsnOA DE LA NAOON 

Tarea Contenido Obscf'Vaciones 

cuales se realizará la &fu. la reforma y su implementación 
sión (2 través de medios Para aplicar esta política puede 
gráficos, de intervención resultar útil la utilización de los 
de las autoridades judi- mecanismos existentes en la 2Ctua-

ciales en los medios de lidad dentrodel Poder Judicial 
comunicación. del desa- Po< ejemplo, d úrul Ju<licial, \os 
[Yollo de mecanismos de Casas de 12 Cultura JurÍdica, 
difusión propios -ga- las labores de difusión y comuni-
cetas, folletos, perió- cación social que se tt2Iizan cotidia-
dicos internos, etcétera). namente, etcétera. 

f. Coordinación interinstitucional 

i) AspectoI a coltsiderar 

• Niveles de coordinación 

La eficacia del nuevo proceso depende en mucho del estable­
cimiento de un sistema de múltiples interacciones y comu­
nicaciones con diversos órganos: por un lado, los actores 
involucrados en el sistema penal (procuraduría General de 
la República, Instituto Nacional de Defensa Pública, PoliO. 
Nacional, Sistema Penitenciario, Registro de Antecedentes 
Penales, abogados postulantes, entidades peticiales); por otra 
parte, se hace necesario también mantener una relación y 
contacto con entidades que sin tener una intervención directa, 
pueden inflnir en los avances y/o retrocesos de la implemen­
tación de la reforma (universidades públicas y privadas, medios 
de comunicación, etc.) y también es importante generar una 
relación interinstitucional con entidades que pueden con­
vertirse en aliados o colaboradores para el cumplimiento 
de los fines procesales (el sistema de salud para la elaboración de 
estudios periciales; las empresas de servicios públicos como en­
tidades que pueden ayudar a ubicar, por medio de sus bases de 
datos, a personas vinculadas con los procesos penales, la 
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empresa privada como actor siempre interesado en aquellos 
procesos que generen mayor seguridad jurídica) . 

• Política institucional 

Esta coordinación debe ser encarada institucionalmente, 
ya que no puede depender de que cada funcionario establezca 
a nivel personal una red de comunicaciones. En varias entre­
vistas se ha observado que en función de las necesidades con­
cretas del trabajo desarrollado, son muchos los juzgados que 
generan determinados convenios o acuerdos con entidades 
que pueden proveerles información o facilitar su trabajo" pero 
al realizarse en forma individual por una parte, no tiene im­
pacto en el trabajo macro del Poder Judicial Federal, ya que es 
un acuerdo sólo utilizado por el Juez o Jueces que lo promovieron 
en forma personal, y por el otro, carece del respaldo ins­
titucional que daría a este tipo de relaciones el impulso desde 
el Poder Judicial Federal como poder público. 

ii) Tareas inmediatas 

Tarea Contenido Obscrvacioncs 

Estudio nacional que per- Caw. tribunal, en función a sus 
mita conocer con preci- propias necesidades de coordina-
sión las diversas inter- ción (ya sea para la notificación 
acciones generadas en los de testigos, la obtención de ante-

Diognóotiro de ;ru- tribunales y juzgados del cedentes penales, la realización 

ciativas actuales país, evaluar su utilidad, de determinados estudios peri-
v~ cómo se han resuelto ciales, el trabajo interinstiru-
y cuáIes seria bueno asu- cional con el Ministerio Público 
mir como institución. o la Defensa Pública) ha gene-

rado buenas prácticas que bien 
podrían ser asumidas para su 
implementación dentro del área. 
refenw. a la COOrdinación inter-
m.titucioml del pbn de ~ 
[ación. 

6J Por ejemplo, en el ámbito de las notificaciones a policías que deben 
declarar como testigos en procesos penales, hemos visto que varios Jueces 
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Tarea Contenido Observaciones 

Identificar insritu- Diferenciar las institucio- En el caso de la cooniinación mi-
ciones y grados nes con las que debe reali- ero, deben desarrolla:rse canales 
de coordinación urse una coordinación de comunicación desde el inicio 

roridima de aquéIb< ron W mismo de la implementación a 
que la coordinación debe los fines de logrnr que los planes 
ser a nivel macro.En fun· institucionales tengan una orienta-
ción de ello, establecer ción común. En el caso de la coor-
responsabilidades para la dinación macro, se estima que la 
coordinación (instancias tarea principal en este ámbito se 
dentro del Poder Judicial desarro1laci en el marco de la ins-
Federal que tendrán a su tancia creada por la reforma 
cargo la tarea). constitucional. 

Diseñar mecanis- Impulsar, en el nivel Es importante el conocimiento 
mas paxa la coordi- micro, el desarrollo de de los problemas que: se presentID 

nación para el tea- instrumentos de coordi- en las labores cotidianas de los 
bajo cotidiano nación uniformes que operadores para el desarrono de 

puedan ser implemen- los instrumentos de coordinación. 
tados a nivel nacional. Por ello. es recomendable la 
Generar espacios de en- realización de talleres de diag-
cuentro con las instancias nóstico en forma previa a la 
involucradas a los fines aprobación de los instrumentos, 
de que la uniformidad en a los fines de optimizar su 
la implementación y uso diseño y posterior utilización. 
de los instrumentos sea 
interinstitucional. 

Difundir entre Coordinar con las diversas 
los operadores los instancias del Poder Judl-
mecanismos de cial para la implemen-
cooniinación gene- tación de 106 inst::rWnentos 
rados de coordinación diseñadoo 

y aprobados. Evaluar 
periódK=>enzr la funciona-
liJad de estos ~ 
detectar las situaciones 
problemáticas y discutir 
con los opendores las po-
sibJes mejoras a los mismos. 

han desarrollado un sistema de comunicación con los superiores de los poli­
cías. en el Distrito Federal, para que éstos hagan llegar la orden de comparecer 
a la declaración más allá del lugar donde se encuentra destinado el policía en 
la actualidad y, a partir de esta relación de coordinación generada. hm logrado 
disminuir las suspensiones de diligencias por inasistencia de la persona citada. 
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g. Presupuesto 

Si bien es necesario, en este ámbito, realizar un análisis pro­
fundo de las necesidades que la reforma trae aparejadas y 
de la forma en que la implementación se realizará (si se asume 
la gradualidad como metodología, la planificación presupues­
taria variará en función del ámbito territorial definido para 
iniciar la implementación), en principio podría afirmarse 
que la reforma no debiera suponer un aumento iniportan­
te del presupuesto, sino más bien una evaluación del pre­
supuesto actual y de su redistribución hacia algunos aspectos 
concretos. 

De acuerdo con lo que se ha observado en la visita 
realizada, en la actualidad el sistema está bien dotado en 
cuanto a infraestructura,64 personal, medios para el tra­
bajo (recursos informáticos, acceso a internet, posibilidad 
de contar con bases de datos sobre legislación y juris­
prudencia) y los requerimientos no serán mayores. La gra­
dualidad en la implementación, adicionalmente, funcio­
nará como mecanismo para permitir una mejor planeación 
presupuestaria. 

i) Aspectos a consitkrar 

Para la realización de este análisis presupuestario y la de­
tección de necesidades, será necesario poner atención en los 
siguientes aspectos: 

64 :Más allá de la necesidad que se ha descrito en cuanto a la readecuacióo de 
espacios para posibilitar la instalación de salas de audiencia, se nota una inver­
sión importante dd Poder Judicid en instalaciones que posibilitan un trabajo 
cómodo para los funcionarios. 
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• Necesidad de creación de nuevos Jueces (no des­
pachos)" 

En la actualidad, cada juzgado cuenta con un número 
importante de secretarios y auxiliares que permite mantener 
la carga de trabajo al dia; a la vez, la reforma constitucio­
nal ha establecido que el nuevo sistema no permitirá a este 
la delegación de funciones, siendo el Juez el funcionario 
obligado a estar presente en todas las audiencias y definir la 
situación de todas las peticiones en audiencia. 

En función de ello, un primer aspecto a evaluar es, 
a partir de la estimación de cargas de trabajo que se realice, 
la necesidad de nombramiento de nuevos Jueces, que puedan 
mantener esa carga sin dilación desde el inicio de la im­
plementación del nuevo sistema. 

• Personal inferior calificado 

Otra cuestión observada en todos los juzgados y tribuna­
les que fueron visitados es el excelente nivel que poseen los 
secretanos que coadyuvan en la función judicial; por ello 
y por la ventaja de que son funcionarios que ya están incor­
porados en el Poder Judicial Federal, tienen un compromiso 
de trabajo con el mismo, consideramos que debería eva­
luarse como posibilidad el que bajo ciertos procedimientos 
previos de capacitación y evaluación, parte de este personal po­
dría asumir los roles para cubrir los Jueces necesanos. 

• Salas de audiencia 

Este es un punto esencial: en cuanto a infraestructura, este 
asunto no admite improvisación7 sino que debe haber una 

6S Por "despacho" debe entenderse la unidad administrativa completa que 
apoya a los Jueces. 
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planificación específica que tome en cuenta las necesidades 
concretas de construcción o adecuación del espacio (nueva­
mente. la estimación de carga de trabajo realizada podrá servir 
de base para hacer este análisis). Adicionalmente, es impor­
tante señalar que la instalación de salas de audiencia debe ser 
parte de un proceso en el que se hayan comprendido, en el 
diseño de éstas, todos los aspectos necesanos para posibilitar 
luego que las audiencias cumplan con los principios estable­
cidos por la Constitución. Así, deben ser espacios que per­
mitan la presencia del público, adecuados para posibilitar el 
registro vía grabación o filmación, con espacios externos donde 
los testigos puedan esperar al momento en que les toque brin­
dar su declaración, etcétera . 

• Capacitación 

Todos los aspectos que han sido mencionados en el apartado 
específico sobre capacitación y sensibilización deben estar 
presupuestados, de acuerdo al plan específico de capacitación 
elaborado en las distintas fases . 

• Funcionamiento de dos sistemas durante la im­
plementación 

Tener presente que por las propias disposiciones transitorias 
de la reforma, las causas que se encuentren en trámite con 
el anterior sistema continuarán con ese proceso, por lo que la 
planificación presupuestaria debe considerar que durante un 
tiempo no menor, los distintos sistemas continuarán convi­
viendo. Es importante en este punto realizar evaluaciones 
periódicas de la carga procesal existente en los tribunales 
liquidadores (los juzgados y/o tribunales que con tinuarán 
viendo las causas del sistema anterior) de forma tal de di­
mensionar correctamente las necesidades presupuestarias 
del sistema. 
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• Interconexión de sistemas informáticos 

Es necesario pensar en la necesidad de que los sistemas 
informáticos propios de cada institución (pertenecientes al 
Poder Judicial, la Procuraduría y la Defensa Pública) dialo­
guen entre sí y estén interconectados desde el inicio de la 
implementación, ya que si luego de instalados los sistemas 
se busca la forma de interconectarlos, esto suele generar 
gastos mucho mayores. 

ii) Tareas il/mediatas 

Tarea Contenido Observaciones 

En función de que el di- Es importante en este aspecto OJO-

seña presupuestario estaci siderar b necesidad de dedicar el 
vinculado con la planifi- ~ """"""' _la ~ 
cación de todas las áreas de de un proceso riguroso en b deter-
trabajo que se involucren minación de recursos necesario5, 
en el plan de implemen- ya que este tema puede ttSUltar 

Cuantificación de tación, en este ap1ilrtado crucial para la mejor implemen-

"""""" necesari<>; 
debe .maws.1a necesKIad tacón del nuevo sistema.. 
de clarificar ese aspecto 
al momento del &.eño del 
plan: cada área debe tener 

cbridad oobre los """"'" 
necesarios par:t nevar ade-
lante su tarea específica Y 
todas las átt2s deben estar 

;"du;Ws '" d J""'UPU'S'O 
global que se discuta.. 

h. Infraestructura y equipamiento 

Como se ha venido señalando, en lo que hace a infraestructura 
d punto esencial es generar espacios cómodos y adecuados 
para la rea1ización de las audiencias. Para ello, d primer análisis 
debe estar orientado a la necesidad de construcción y/o 
readaptación de los edificios en función a la audiencia. 
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i) Aspectos a considerar 

A la hora de diseñar o readaptar los espacios para la reali­
zación de la audiencia, debe tomarse en cuenta que los mismos 
precisan contener, mínimamente, los siguientes reque­
rimientos . 

• Salas para testigos y peritos 

Los mismos deben estar aislados del espacio en el que se de­
sarrolle el juicio, por lo que deben considerarse salas distin­
tas de la de audiencia en sí, para mantener a estas personas 
hasta en tanto toque que presten su declaración . 

• Espacio para las personas procesadas 

Este aspecto implica tres cuestiones a diferenciar: 

- La coordinación con el sistema penitenciario. 
Debido a la necesaria participación del procesado en 
las audiencias (tanto previas como en las de juicio), 
es importante evaluar las formas de coordinación con 
los encargados de las prisiones y el traslado de los 
reclusos. Durante el transcurso de la visita se tuvo la 
oportunidad de visitar lugares como Cintalapa (Chiapas) 
o Tijuana (Baja California), donde los juzgados fun­
cionan en el mismo espacio en el que se encuentran los 
reclusorios y, con ello, la coordinación se hace menos di­
ficil; sin embargo, incluso en esos lugares se generan 
complicaciones ya que no todos los procesados por los 
juzgados aIIi establecidos se encuentran deteuidos en 
los reclusorios del lugar. En el caso de los juzgados 
que se encuentran en lugares distintos a los reclusorios, el 
problema se hace más evidente, debido a que el tras­
lado es una necesidad para la realización de la audiencia. 
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Por ello, debe idearse de inicio una forma de coor­
dinación <::on el sistema penitenciario que garantice 
la presencia de los procesados en las audiencias. 

- El espacio especifico donde permanecerán las 
pers()"a. pre'l'ia y posteriormente a la realiza­
ción de 1" audiencia. En caso en que los procesados 
deban ~guardar paea la realización de su audiencia (cues­
tión q\Je puede ligarse a la forma de coordinación con la 
administración penitenciaria) es importante diseñar 
las saws de audiencia asumiendo como una necesidad 
de éstos, tener un lugar donde los procesados puedan 
aguardar basta el momento de la audiencia y, poste­
riormente" el momento en que serán trasladados nue'l'a­
mente al t"eclusorio, si deben retornar allí. 

- La iutcr ..... nción de los procesados durante la 
audieocia. Debe considerarse que su presencia en 
la audjenc::;,. debe darse respetando las debidas condi­
ciones de seguridad, pero también la dignidad de la 
persa"a; ¡:'or ello, debe pensarse un diseño que a la vez 
que posibilite mantener el orden y la seguridad durante 
la realización de la audiencia, al imputado asistir a la 
audie"ria sin suftir estigmatizaciones y pudiendo ejer­
cer plenatnente su derecho de defensa . 

• Prese",", del público 

Las salas de au<tiencia deben diseñarse pensando en la posi­
bilidad de presencia del público. Esto no implica diseñar 
salas enormes pero sí asumir que abogados, estudiantes y los 
familiares de las partes suelen concurrir a las audiencias y 
que es imporf3l1te contltt con espacio suficiente para que puedan 
presenciar I"s .<:::tuaciones con comodidad. Es necesario tam­

bién diseñ:u: salas que permitan el acceso a los medios de 
comunicación, JI que en caSOs de relevancia suelen tener 
una presencU tnuy fuerte. Estas enestiones no sólo hacen 
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posible publicitar las actuaciones, sino que también tienen 
relación con la seguridad en la realización de las audiencias, 
ya que si los espacios son muy pequeños y el público es 
grande, las posibilidades de control se ven disminuidas . 

• Sistemas de registro audio/audiovisual 

Tomar en consideración en el diseño la posibilidad de per­
mitir el registro de la audiencia tanto con un sistema de audio 
como con uno de filmación; tomando en cuenta no sólo 10 ac­
tual sino también en las posibilidades futuras de registro, de 
forma tal de no requerir, si este sistema varía de aquí a un tiem­
po, una modificación de infraestructura . 

• Atención al público 

Otro aspecto de importancia es el referido a la atención al pú­
blico. Debe pensarse el diseño en función a que aquellos inte­
resados puedan tomar conocimiento de las audiencias que se 
realizarán, dónde serán realizadas, cuáles serán los horarios, etc. 

ii) Tartas inm.matas 

Tarea Contenido Obsc"acione8 

Dado que este es un tema Sobre este punto resWt:l impor-
que puede influir decisi- tante también considerar la 
vamente en la reaIización pooWilidod de. m Jo. """" de ro;. 
o no de audiencias. es Un- fiaos de tribunales que no se 

Coordinación portmte comenzar en for- encuentran situados en los reclu-

patteltnsladod ma inmediat:l a discutir sorios, diseñar un espacio para 

reclusos con 10& distintos actores in- que ],s P"""'" que son oprehen-
voJucrados (directamente, didas permanezcan alH hasta 
1", ~ del trnsIado, tanto se realice la audienru de 
pero también con la acu- consignación de cargos. De su 
saciát y la defensa en fun- parte. la forma en que se diseñe 
ción a su interés específico b agenda de audiencias también 
en la realización de las influiri en la efectividad del tras-
audiencias y, en el C2SO de lado Y asistencia de los reclusos, 
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Tarea Contenido Observaciones 

la defensa., a la posibilidad ya que en la medida en que se 
efecti, .. a de comunicación agenda esté ordenada y esU-
con los redusos) par2 el blecida previamente, se posibi-
diseño de un siuema de litad un trabajo más eficiente 
traslado y permanencia de parte de los encargados del 
de los mismos a las audicn- traslado. 
cias que permita optimizar 
los recursos existentes. 

Sobre b ¡"", do \os d<men- Es imporunte para este dseíio 
Ebbonción del dO- tos descritos anterior- conocer también los reque-
seño de las salas de mente, establecer un di- rimiemos e.-peáficos de las partes 
audiencia seña modelo para lo en el proceso. a los 6nes de tenet 

realización de audiencias. clans las necesidades de cada uno 
de los roles a la hora de comenzar 
la readecuación y/o construc-
ción de los nuevos espacios. 

i. Política de recursos humanos 

Como se ha procurado definir hasta este momento dd reporte, 
la implementación del nuevo sistema y el protagonismo 
central que adquieren las audiencias genera la necesidad de 
realizar una planificación en materia de recursos humanos 
que permita gestionar hacia el futuro los tribunales en 
función a las necesidades del nuevo sistema. Listamos a conti­
nuación algunos aspectos vinculados a esta política, que 
consideramos deben analizarse desde el inicio e incorporar­
se en el plan de implementación. 

i) AspeaoJ a conJiderar 

• Redefmición de perfiles 

Asumiendo al Juez como único encargado de la toma de deci­
siones en el proceso penal y a la audiencia como metodología 
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para la producción de decisiones, deben redefinirse las funcio­
nes del personal del tribunal de forma tal de cumplir con 
cada uno de los aspectos vinculados a la producción de 
audiencias. 

• Readscripciones 

Como se ha mencionado~ la visita realizada ha permitido 
observar que muchos de los actuales funcionarios que cum­
plen roles de secretarios, podrian asumir con mayor facilidad 
y compromiso el rol de nuevos Jueces en función a las ne­
cesidades del sistema; si esta decisión es asumida como 
parte del plan, deben establecerse los mecanismos de eva­
luación y capacitación concretos que posibilitarán esas 
readscripciones. 

• Selección y reclutamiento 

La política de selección y reclutamiento de personal (tanto 
jurisdiccional~ como administrativo) debe reorientarse en 
función de las características propias de los distintos roles 
establecidos para la producción de audiencias. Se ha esta­
blecido previamente la necesidad de redefinición de los 
perfiles, como así también los distintos aspectos que deben 
cubrirse para la producción de audiencias. El reclutamiento 
para el trabajo en tribunales orales debe diversificarse, posi­
bilitando que personas provenientes de otras profesiones 
(administradores e ingenieros), no vinculadas al ámbito del 
derecho, puedan incorporarse al personal del tribunal en 
funciones especificas diferenciadas de las jurídicas. 

• Evaluación al desempeño 

Establecer un sistema que permita conocer periódicamente 
el desempeño de cada Juez y de cada despacho judicial, 
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tanto en cuanto al cumplimiento de los plazos y obligaciones 
legales, como en lo que se refiere ala calidad de las decisiones 
adoptadas. Se ha hecho mención al referirnos al proceso 
de capacitación a la necesidad de establecer la evaluación de 
la capacitación en el puesto de trabajo; por ello, este punto 
debe estar vinculado con el proceso de capacitación perma­
nente al que sean incorporados los funcionarios. Los 
contenidos brindados en las capacitaciones deben permitir 
a los funcionarios (tanto administrativos como jurisdic­
cionales) mejorar su desempeño en el puesto de trabajo y a 
partir de ello deben desarrollarse evaluaciones periódicas 
al desempeño. De la misma forma, es importante la fijación 
de metas de trabajo objetivas, basadas en los estudios y 
proyecciones sobre la carga de trabajo posible en cada 
despacho judicial y la posibilidad efectiva de gestionarla, 
que permita comunicar en forma permanente los resultados 
del Poder Judicial Federal y transparentar el trabajo rea­
lizado en los distintos despachos del país . 

• Desvinculación 

Finalmente, dentro de lo que implica la política de recursos 
humanos es necesario también definir una estrategia de 
retiro de aquellos funcionarios que mantengan resistencias 
al cambio que impidan su adecuación y trabajo en el nuevo 
modelo. Estas estrategias pueden orientarse hacia el cam­
bio de los funcionarios que presenten estas características 
a ejercer funciones en una materia distinta que la penal, o 
bien, al establecimiento de formas de jubilación anticipada, 
pero es una cuestión que debe resolverse de inicio, como parte 
del plan, a fin de contar con una previsión en caso de que una 
situación de esas características se presente. 
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ii) Tarea! inmediata! 

Tarea Contenido Observaciones 

Definir la política Elaboración de un esque· En vUtud de los .. tudios de pro-
institucional ma de cobertura de las yección que se realicen y a las ne--

necesidades de recursos cesidades concreus de personal 
humanos en función al que se establezcan, es impor· 
nuevo sistema. Evaluación cante diseiiac de inicio -bl como 
de nsultados • ¡mtir de los se señalar.í con tdación a la capaci-
logros en los esp3cios que tación- la política que el Poder 
ingresen en b implemen· Judicial seguir.í pua cubrir las oc-
tación de acuerdo con b cesidades del nuevo sistema. 
agenda de gradualidad 

Difundir al mte· I Socialización ron los miern- Dado que el nuevo sistema ga'ICr2 

nor del Poder Jtr bros del Poder Judicial. la necesidad de cambios SUStan· 

rucia! la política tanto jurisdiccionales ce>- ciates en lu fomus de trabajo 
roo administrativos, de los actuales, es importante que de 
~ l"'" la ge>tión inicio los funciorurios estén claros 
de personas. en la fornu. en la que el Poder 

Judicial encanri esos cambios 
en relación con los puestos de 
trabajo, pan evitar resistencias 
generadas por el temor a quedar 
fuera del nuevo sistem2.. 

j. Diseño y/o adaptación de un sistema de información 

En la actualidad, todos los tribunales y juzgados federales 
tienen instalado y en operación un sistema informático 
llamado SISE (Sistema Informático de Seguimiento de Expe­
dientes). El SISE, desde el punto de vista funcional, no es 
propiamente un sistema de seguimiento de casos, enten­
diendo por tal una aplicación informática en que los usuarios 
(en este supuesto los funcionarios del tribunal), realizan 
sus actividades de tramitación en el mismo sistema, que a su 
vez, permite tener un seguimiento documental y un control 
del Estado de avance de cada caso. 

El SISE es un sistema de registro que no está en línea 
con la operación, ya que una vez que los funcionarios reali­
zan su labor (que son el conjunto de documentos que a1imen-
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tan los expedientes), un resumen de esos autos es ingresado 
al SISE por un funcionario adscrito a cada tribunal. 

Si bien el SISE no es un sistema de seguimiento de casos, 
es innegable su utilidad para llevar un control cercano de la 
actividad de los tribunales, tanto para uso por parte del mis­
mo tribunal como por parte del Consejo de la Judicatura Federal 

No obstante la existencia y cobertura del SISE, es nece­
sario considerar los siguientes aspectos para contar con apoyos 
tecnológicos útiles al proceso de implementación de la 
reforma. 

i) Aspectos a considerar 

• Registro y almacenamiento del audio o video de las 
audiencias orales 

Una parte sustancial del nuevo proceso penal consistirá en 
que se tomarán muchas decisiones en audiencias orales. Para 
ello, será necesario tener sistemas que permitan un registro 
completo de todas las que se realicen y que integren, además, 
estos registros de audio o video al resto de documentos rela­
cionados con cada caso. 

• Avanzar hacia el expediente virtual 

Relacionado con el aspecto anterior, los antecedentes de un caso 
estarán en distintos formatos, como audio o video, registro en 
papel y archivos electrónicos. Para poder integrar todas estas 
fuentes de información, será necesario avanzar en la digitali­
zación de todas ellas, y en sistemas que permitan un almace­
namiento seguro y confiable, un acceso rápido y buenas 
herramientas de control. Todos estos requerimientos pueden 
ser cubiertos con sistemas informáticos basados en d concepto 
de expediente virtual. Al respecto, algunos avances se han 
hecho en México, para soportar la gran carga de trabajo de 
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los dos juzgados de amparo que se crearon en forma especial 
para recibir los amparos contra la ley que modificó el sistema 
de pensiones (caso ISSSTE), de mediados de 2007 . 

• Interconexión con otras instituciones 

Una funcionalidad relevante para permitir una gestión más 
eficiente en el futuro" es la interconexión con sistemas infor­
máticos de otras instituciones relacionadas, tales como la Pro­
curaduría General de la República y la Defensoría Pública, 
de manera de compartir datos comunes, evitar duplicar d in­
greso de datos, disminnir tiempos de comunicación y agilizar 
la tramitación de casos . 

• Facilidades de acceso a los usuarios 

Los sistemas informáticos ofrecen buenas posibilidades de me­
jOrat el acceso real de las partes de un asunto a la información 
relevante del caso, incluyendo la posibilidad de agilizar las 
notificaciones. 

ii) TartaJ inl1lediataJ 

Tarea Contenido Observaciones 

Los apoyos t'ebcionados Por dio. no iC' iCCU.iu.t& ~ 
con las nc. deben estar da tareas inmcdiaw relaciorudu 
siempre sujetos a defuli- con las TIC sin habet' comple-

Apoyos ttbciom- eones prerias de los as- tado pt'evumente 12.s accíones 
dos con Tec:nolo-

"""'" do ~ Y pro''''"'' sug<ridu. 
p do Infuunación de trabajo específicos de 
y Comuníación los i=s que ser.in "f'O!"'bs 
(TIq con las TIC. Esto signi-

fico que. """" de em¡=n-
det' cualquier inveuión 
o cunhio de TIC, se debm 

anoló= '" dcWIe "'1"""" 
rebcionados con la orga-
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Tarea 
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Contenido 

nización y el funcio­
namiento de los tribu­
nales y juzgados, y el flujo 

proc=I de una causa peno!, 
a lo menos. 

Observaciones 

Um correcta elección del En todo caso. para el manejo de 
sistema informático debe W1 nivel básico de información 
atender no sólo a las necesi- indispensahIe para una buena ges­

dades de los tribunales y tión. no es imprescindible invertir 
los costos involucrados. sino gruesas cantidades de dinero en 
también a las caracte- un complejo sistema infonmtiz:ado. 
risticas de las licencias (si Lo importante es ha recolección 

ser.in o no de propiedad. del ordenada y controlada de datos_ 

Poder Judicial), al grado También desde programas muy 
de dependencia que les sencillos (un simple procesador 

~ de loo pro=dom; de texto,) ha"a en los más 
(lo cual depende tanto de complejos de seguimiento de 
la complejidad de los causas es posible apoyar el tra-

Elección' de sis- sistemas como de las capa- bajo de los tribunales elabo­
tema informático cidades internas del propio rando formularios tipo pan los 

Poder Judicial) y las posi- distintos tipos de actuaciones o 

bilidades que existan para resoluciones. Ellos son de uti­
adaptar el sistema a caro- lidad pues en las audiencias 

bias legislativos o en el orales también hay numerosas 
modelo de gestión. Re- resoluciones que deben constar 
sulta imprescindible t.am- en papel. así como las actas de las 
bién apreciar las aptitudes audiencias, tarea que se puede 
de los sistemas de se- facilitar mucho con documentos 
guimiemo de casos para preformateados y est:andariudos. 

generar en forma auto- En lo que hace al seguimiento 
mítica y sin esfuerzos ma- de casos. es sumamente impor­
yoe información estadística tante posibilibr el acceso de los 
útil y el grado de com- usuarios a la tramitación de estos 

plement:lriedad del sistema (si bien en la actualidad existe" 
con los que poseen otras es necesaria \lIl2 adaptación en 
instituciones del sector función de los nuevos requc­
con las cuales seria muy rirnientos del sistema). 
deseable que existiera 
algún tipo de interco-
nexión. como se ha men-
cionado anterionnente. 
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k.Seguimiento 

Es fundamental prever desde el inicio el seguimiento del 
proceso de implementación y el funcionamiento del nuevo 
sistema en sus primeros años. La tendencia natural de los sis­
temas institucionales es la de resistirse a la evaluación, y un 
proceso tan complejo de cambio como éste requerirá de re-

• impulsos y correcciones durante todo su desarrollo. Es bueno 
es tablecer algunos mecanismos des tinados a favorecer ese 
proceso. Los siguientes son algunos criterios que deben tener­
se en cuenta al diseñar un sistema de seguimiento. 

• Es conveniente contar con una línea de base, es decir, con 
un conjunto de datos cuantitativos acerca del funcio­
namiento del sistema actual que luego puedan ser com­
parados con el desempeño del nuevo sistema. 

• Es conveniente hacer una proyección sobre el desem­
peño del nuevo sistema, es decir, explicitar cuales son 
las ganancias esperadas, por ejemplo, el tiempo de du­
ración de los procesos en el sistema nuevo o número 
de casos terminados por tipo de salida, esto con el fin de 
poner metas claras que pueden o no ser cumplidas pero 
que facilitan después una discusión evaluativa. 

• Es conveniente establecer reglas muy precisas sobre la 
información que cada órgano debe producir acerca de 
su desempeño, así como los mecanismos de difusión 
de esos datos, mismos que deben concebirse para facilitar 
el debate público acerca de los mismos. 

• Debe regularse con precisión qué órganos internos del 
Poder Judicial deberán realizar las tareas de evaluación, 
así como cuáles tomarán las decisiones destinadas a 
corregir los problemas que se descubran. No obstante 
deberá también· favorecerse la participación en este pro­
ceso de entidades externas, que puedan tener juicios 
críticos independientes. El debate sobre el funcio-
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namiento del nuevo sistema es uno de los principales 
acicates para el progreso del mismo y la corrección 
de sus problemas. 

Por otro lado, el proceso mismo de trabajo que permita 
ir implementando en los próximos 8 años el nuevo siste­
ma penal en México, requiere de un plan detallado de seguimien­
to, que permita ir verificando que se van cumpliendo de" 
manera adecuada los distintos hitos, tales como la definición 
de las leyes secundarias, la readecuación de los tribunales, el 
número y perfil de los funcionarios, el plan de transición, entre 
otros muchos aspectos. 

Tanto en lo referente al plan que permita poner en 
marcha en los próximos 8 años el proceso penal, como en el 
seguimiento de los resultados de la reforma una vez iniciada, 
es altamente conveniente definir un conjunto de indicadores 
de distinta naturaleza, que permitan por un lado medir los 
avances en cuanto al cumplimiento de las actividades, obje­
tivos y metas. Al respecto, en la sección 3.3 de Readecua­
ción del despacho judicial de este capítulo, se mencionan 
una serie de datos relacionados con estiroaciones de distintos 
aspectos del funcionamiento de los nuevos despachos (como, 
por ejemplo, número y tipo de audiencias a realizar, duración 
de éstas, entre otros) que es básico medir en forma per­
manente. 

El proceso de elaboración y medición de estos indi­
cadores es, en sí mismo, un desafio particular, ya que implica 
que se deban tomar decisiones operativas fundamentales 
acerca de la marcha del proceso de implementación, como por 
ejemplo: ¿A qué fecha se debe haber definido el modelo de 
gestión de los nuevos despachos? ¿Será necesario contar con 
más Jueces y, en caso afirmativo, de qué tipo de Jueces y 
cuándo se reqniere haberlos nombrado? ¿Cuánto será un 
estándar razonable de número de audiencias que un Juez 
puede tomar en un día? . 
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Por tanto, se recomienda establecer este conjunto de indi­
cadores, ya que su misma elaboración servirá para plantear y 
responder interrogantes que actualmente pueden parecer 
lejanas y teóricas, pero que se vuelven urgentes y prácticas a 
medida que avanza el tiempo. 





CAPíTULO IV 
CONCLUSIONES 





1. Posibilidad de la reforma consfÍmcional y los procesos locales 

Como se ha detallado, la reforma constitucional ha logrado com­
pletar el diseño de un proceso acusatorio que posibilita una 
implementación armónica a nivel nacional. La producción 
académica de apoyo a la reforma es también importante. por 
lo que desde d punto de vista dd desarrollo normativo se da 
una posibilidad interesante para impulsar la implementación 
dd sistema. 

Es importante en este aspecto asumir las experien­

cias de los Estados que ya han iniciado sus reformas proce­
sales penales con d fin de determinar dónde se han encontrado 
los inconvenientes y cuáles son las lecciones aprendidas de 
importancia para evitar inconvenientes ya superados en dichos 
procesos. En este sentido, será importante que una de las ta­
reas que encare la instancia coordinadora creada por las dispo­
siciones transitorias de la reforma constitucional se oriente a 
recopilar dichas experiencias y generar un espacio de diálo­
go y debate que permita producir insumos mayores para la 
correcta implementación de la reforma. 

165 



166 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAOÓN 

2. NeasidoJ de lidera~o in.rtimcional 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación debe compro­
meterse con el proceso de implementación de una forma 
protagónica. La visita de campo ha arrojado dos datos de 
relevancia en este aspecto: de una parte, los operadores no 
son reacios al cambio sino que ven en la reforma una opor­
tunidad de mejorar la justicia (o, en aquellos casos que 
podrían verse como negativos, asumen una posición en 
sentido de obedecer la ley), por lo que en principio no pa­
recen existir demasiadas resistencias internas, lo cual re­
sulta positivo para orientar desde el inicio la reforma y 
lograr un impacto que permita generar apoyos en otras insti­
tuciones y sectores de la sociedad; de otro lado, también es 
importante tomar en cuenta que pese a esa actitud en prin­
cipio positiva, los operadores no tienen demasiada infor­
mación sobre el contenido y curso de la reforma, lo cual 
genera una necesidad interna de brindar información y 
capacitación a fin de que los operadores estén claros no 
sólo en los contenidos de la reforma, sino también en as­
pectos vinculados en forma especifica a su rol institucional 
en la implementación, de forma tal de generar agentes 
replicadores. Como se ha mencionado, a diferencia del poder 
político -más permeable por presiones externas- la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación tiene la ventaja de la 
estabilidad y la posibilidad de generar una política ins­
titucional de largo plazo en torno a la implementación de la 
reforma, que permita generar una posición de liderazgo e 
impulsar las líneas de trabajo que deben segnirse para lograr 
resultados positivos. 

Adicionalmente, en función a ese liderazgo, es impor­
tante también generar relaciones interinstitucionales que 
permitan impulsar políticas coordinadas y evaluar en forma 
conjunta los resultados que vaya produciendo la implemen­
tación, tanto con los organismos directamente vinculados (Pro-



EL SISTEMA PENAl AOJSATORIO EN MOOCO 167 

curac10n, Defensa Pública) como con los organismos 
políticos encargados de generar posibilidades concretas 
(Entidades Federativas, Congreso de la Unión, etcétera). 

3. Importancia de la planificación 

En materia de planificación es importante que el Poder 
Judicial de la Federación cuente de inicio con un plan que 
vaya más allá del marco normativo y defma áreas concretas 
de trabajo con responsables específicos para desarrollar 
las tareas encomendadas. 

En ese contexto, una primer tarea es la de determinar 
acciones de realización inmediata, mediata y de largo plaZo. 
Por ejemplo, en materia de capacitación resulta importante 
contar desde ya con un plan que contemple las diversas áreas 
de formación necesarias para que los Jueces encaren la im­
plementación con información suficiente y con capacidades 
específicas para ejercer su rol en el nuevo sistema; esta tarea, 
que debe mantenerse en el tiempo, debe ser llevada a cabo 
lo más pronto posible, pues a la vez de generar esa for­
mación necesaria, posibilitará contar con agentes replicadores 
de los contenidos de la reforma que posibiliten ampliar la 
visión positiva. 

Al mediano plazo es necesario establecer los niveles 
de coordinación con las instituciones y determinar la forma 
concreta en la que se realizará; este estudio ha recomen­
dado fuertemente el proceso gradual de implementación 
no sólo en función a la determinación constitucional sino 
también en cuanto a las ventajas concretas que un proceso 
con esas características posibilita (corregir disfuncionali­
dades en forma inmediata, mostrar resultados positivos, es­
tudiar de manera concreta la necesidad de recursos, etc.). 
Es importante que se trabaje coordinadamente y se plani­
fique específicamente un método de implementación gradual 
de la reforma a partir de ciertos críterios específicos (algunos 
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de los cuales se han mencionado en el desarrollo de este 
estudio), determinando dónde se comenzará, qué tipo de eva­
luación y cada cuánto tiempo se realizarán estudios de se­
guimiento, quiénes estarán a cargo del seguimiento, etcétera. 

Como acción sostenida en el tiempo es importante tam­

bién determinar qué tipo de evaluaciones en su conjunto se 
realizarán y cómo se difundirán sus resultados, no sólo a las 
instancias vinculadas en forma directa con la reforma, sino 
también a la sociedad civil en su conjunto, de forma tal de 
generar una visión positiva sobre el proceso que logre respaldo 
social hacia la reforma y sus resultados. 

En deflnitiva, es importante para potenciar la realidad 
normativa y consolidar el liderazgo que se considera nece­
sario de parte del Poder Judicial de la Federación, determi­
nar un plan que establezca responsabilidades concretas (tanto 
a nivel de supervisión como de ejecución), áreas de trabajo 
específicas, costos presupuestarios que deberán cubrirse y 
resultados esperados en distintos periodos de tiempo. La ela­
boración inicial de un plan con estas características permi­
tirá, a nivel interno, realizar un seguimiento concreto a la 
implementación que permita identiflcar las diflcultades y 
superarlas en forma más inmediata y, a nivel externo, di­
fundir los resultados producidos y generar apoyos y con­
sensos para profundizar el proceso. 
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